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PRESENTACION

Lo Suprema Corte de Justicia de la Nacién, como méxima
instancia jurisdiccional y Gltimo intérprete de la Constitucién
de la RepUblica, ha desempefiado un papel de suma importancia,
al resolver los asuntos sometidos a su consideracién, con las
consecuentes repercusiones juridicas, sociales, econdmicas y
politicas. Si bien, las resoluciones —en principio— sélo tienen
efectos sobre las partes que intervienen en los asuntos de su
conocimiento, trascienden en el interés de la sociedad por su re-
levancia juridica y por los criterios que en ellas se sustentan.

Sin embargo, estas resoluciones no siempre son conocidas,
ni sus criterios comprendidos. Esto se debe en parte al discurso
altamente técnico en que las ejecutorias son formuladas y a que
su difusién se realiza a través de obras sumamente especializa-
das. Por ello, este Alto Tribunal ha decidido que los criterios mas
relevantes sean difundidos a través de publicaciones redacta-
das de forma simple y llana.

9
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Es asf como se da continuidad o la serie Decisiones Rele-
vantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién, integrada
por diversos folletos sobre temas varios, abordados en las eje-
cutorias pronunciadas por este Mdximo Tribunal, de interés para
el publico en general.

En el marco del Convenio de Colaboracién General que
tiene celebrado la Suprema Corte con la Universidad Nacional
Auténoma de México para la organizacién y desarrollo de acti-
vidades conjuntas de investigacion, acciones cientificas y cultu-
rales de interés para las partes y del Convenio Especifico de
Colaboracién para el Intercambio de Publicaciones suscrito por
la Suprema Corte de Justicia de la Nacién y el Instituto de In-
vestigaciones Juridicas, este Gltimo participa en la elaboracién
de estos folletos con los comentarios de sus investigadores.

Con esta serie de publicaciones, se espera que el publico
no especializado conozca el trabajo de este Mdximo Tribunal.

Ministro Luis Maria Aguilar Morales
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién
y del Consejo de la Judicatura Federal

DR © 2015. Universidad Nacional Auténoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas
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INTRODUCCION

| derecho a la privacidad o intimidad esté previsto en el primer
parrafo del articulo 16 de la Constitucién Politica de los

Estados Unidos Mexicanos, al consagrar que nadie puede ser
molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesio-
nes, salvo que exista mandamiento escrito fundado y motivado
de la autoridad competente, proteccién que va mds allé del
aseguramiento del domicilio como espacio fisico en que se desen-
vuelve normalmente ese derecho, ya que abarca las infromisiones
o molestias que por cualquier medio puedan realizarse en ese

dmbito reservado de la vida.

Sin embargo, de acuerdo con el numeral 1o. de la misma
Constitucién, este derecho humano, al igual que ofros, no es
absoluto, toda vez que puede restringirse o suspenderse vélida-

mente en los términos que el Texto Constitucional establezca.

1
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De esta forma, el Constituyente puede regular y limitar el
ejercicio de los derechos, siempre y cuando esto se justifique con
la necesidad de proteger otros derechos e intereses constitu-
cionalmente tutelados, lo que no debe ser arbitrario o despro-
porcional.

En este contexto, el Estado es el garante de la seguridad
pUblica cuya funcién es la de inhibir y perseguir la comisién de
ilicitos, para lo cual deberd realizar las acciones necesarias para
la proteccién integral de los derechos del gobernado, como lo
es mediante la emision de disposiciones que atiendan a tal fin.

Es asi que, ante el incremento de diversos delitos en donde
se utilizan como herramienta para cometerlos equipos méviles
de comunicacién, entre ellos, el teléfono celular, por decreto pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federacién el 17 de abril de
2012, el legislador adicioné los articulos 133 Quéter al Cédigo
Federal de Procedimientos Penales y 40 Bis a la Ley Federal de
Telecomunicaciones.” El primero faculta al Procurador General
de la RepdUblica para que, cuando investigue la comision de ilicitos
como delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro,
extorsién o amenazas, pueda solicitar a los concesionarios o
permisionarios del servicio de telecomunicaciones, ya sea por
oficio simple o medio electrénico, la localizacién geogrdfica, en
tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados
a una linea relacionada con éstos. El segundo numeral obliga a
dichos prestadores de servicio a colaborar para tal fin, cuya
omisién o desacato podré ser sancionada por la autoridad.

* Ley abrogada por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federacién del 14 de julio de
2014 por el que se expidi6 la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusién.
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INTRODUCCION 13

No obstante, estas disposiciones fueron consideradas por la
Comisién Nacional de los Derechos Humanos como violatorias
de las garantias de legalidad y seguridad juridica, previstas en
los articulos 14 y 16 constitucionales, y el derecho humano a la
privacidad o intimidad, por lo que presenté ante el Alto Tribunal
la accién de inconstitucionalidad 32/2012.

Dada la trascendencia de dicho asunto, en este folleto de
la serie Decisiones Relevantes de la Suprema Corte de Justicia
de la Nacién, se presenta la sintesis de la ejecutoria que recayé
en aquél, donde se resaltan los argumentos de la Ministra instruc-
tora y los demés integrantes del Tribunal Pleno y, ademas, se
incorporan los votos de las y los sefiores Ministros en los que
se aprecia su postura respecto de diversos puntos controvertidos.

Asimismo, en esta publicacién se incorpora un estudio intro-
ductorio en el que se mencionan, brevemente, los antecedentes
y motivaciones legislativos que enmarcaron la referida facultad
concedida al Procurador; por Gltimo, se agrega el valioso co-
mentario del doctor Roberto A. Ochoa Romero, investigador del
Instituto de Investigaciones Juridicas de la Universidad Nacional
Auténoma de México, quien en atencién al convenio de co-
laboracion del Alto Tribunal con esa Mdaxima Institucién, enri-
quece este folleto con su punto de vista.
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I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS
PARA LA ADICION DEL ARTICULO 133
QUATER AL CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

( :onforme al articulo 105 constitucional, existen diversos
6rganos facultados para promover acciones de inconstitu-

cionalidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nacién, uno
de ellos es la Comisién Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH)' cuando estima que una ley vulnera los derechos huma-
nos consagrados en la Constitucién y en los tratados internacio-
nales en los que México es parte.

Ese es el caso de la accién de inconstitucionalidad 32/2012,
presentada por la CNDH, al considerar que el articulo 133
Quater, parrafo primero, del Cédigo Federal de Procedimientos
Penales (CFPP) viola diversos derechos fundamentales, al facul-
tar a la Procuraduria General de la RepUblica para solicitar la

t A partir de la reforma a la Norma Fundamental, publicada en el Diario Oficial de la Federacién
el 14 de septiembre de 2006.

15
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localizaciéon geogrdfica de equipos méviles sin orden judicial,
tratdndose de delitos de delincuencia organizada, delitos contra

la salud, secuestro, extorsién y amenazas.

Esta disposicién fue producto de las acciones legislativas para
atacar el incremento de la inseguridad y de grupos delictivos,
principalmente en esos delitos, como lo fue también la reforma
constitucional mds importante en materia de justicia penal y
para combatir a la delincuencia organizada, publicada en el
Diario Oficial de la Federacién (DOF) el 18 de junio de 2008,
mediante la cual, se modificaron los articulos 16, 17, 18, 19,
20, 21, 22, 73, fracciones XXl y XXIll; 115, fraccién VII; y 123,

apartado B, fraccién XIII.

1. OBJETIVOS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL
DE 18 DE JUNIO DE 2008

Con la referida modificacién constitucional se crearon las bases
para implementar un nuevo sistema penal, denominado acusa-
torio y oral, y se establecieron novedosas medidas en materia
de seguridad penal, con el fin de lograr diversos obijetivos,? como
son: proteger a la victima del delito; garantizar la vigencia del
debido proceso en materia penal y dar una respuesta eficaz
contra el crimen organizado; sobre este Gltimo punto, el 6rgano

reformador de la Constitucidn sefialé:

2 Véanse las Iniciativas a la Exposicion de motivos del "DECRETO por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Constitucién Poltica de los Estados Unidos Mexicanos', publicado
en el Diario Oficial de lo Federacién el 18 de junio de 2008, consultadas el 20 y 21 de julio de
2015, en: htip://legislacion.scin.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx2ld
Ord=1308ldRef=1978ldProc=1.
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Es innegable que en la percepcion de la sociedad mexicana,
la delincuencia en el pais ha alcanzado niveles alarmantes,
pues no dejan de ocurrir acontecimientos violentos a conse-
cuencia del crimen organizado en el territorio nacional.

La seguridad pUblica es, sin duda, uno de los retos mds im-
portantes que tiene el Estado. La delincuencia ha rebasado la
capacidad de respuesta de las autoridades encargadas de
procurar e impartir justicia; ésta ha alcanzado un elevado
grado de sofisticacion, organizacién y equipamiento, que la
fortalecen, haciendo més complejo su combate.

1
Ante esta situacién, las autoridades deben reaccionar firme-
mente, cuidando la implantacién de figuras juridicas modermnas
y eficaces de obvia legalidad.

Este fenémeno delictivo emergente es consecuencia de la débil
politica social de prevencién y de diversos factores que fo-
mentan la realizacién de conductas delictivas.

Es incorrecto considerar que figuras como la expropiacién sean
herramientas juridicas para llevar a cabo aseguramientos o
cualquier ofro tipo de medida cautelar, pues no se deben
mezclar instrumentos juridicos de distinta naturaleza; en este
caso, la administrativa con la penal.

Asimismo, es necesario admitir que figuras juridicas como el
decomiso y el aseguramiento de los medios comisivos ya vi-
gentes, son insuficientes para combatir de manera eficaz a la
delincuencia.

Se deben instrumentar una serie de mecanismos en aras de
cubrir las diversas aristas del problema; uno de ellos es, pre-
cisamente, la extincién de dominio de bienes, esto es, la

DR © 2015. Universidad Nacional Autdnoma de México,
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pérdida del derecho patrimonial de personas fisicas o morales
a favor del Estado, figura que debe ser analizada para efecto
de valorar su pertinencia.

Es pertinente la creacion de figuras juridico-penales ad hoc
que atiendan este fenémeno, y que observen los principios de

un sistema democrdtico de justicia penal.

Asi, con dicha reforma se pretende recuperar la confianza
en la justicia penal y sus instituciones; eficientar la persecucién
e investigacién de los delitos y el trabajo de los tribunales pena-
les; enfatizar en que los reclusos deben gozar y ejercer los
derechos humanos consagrados en la Constitucion; limitar la
facultad del Ejecutivo Unicamente a la administracién de las pri-
siones; otorgar el cumplimiento de las sentencias al Poder Judicial
a través del Juez de ejecucién; implementar medidas alternativas
de solucién de conflictos para agilizar el desempefio de los tri-
bunales; establecer que la instancia penal sea la Oltima a la que
se recurra y determinar los casos en que, por el interés pUblico
y la trascendencia social, no sean aplicables estos medios de
solucién; crear una jurisdiccién especializada en delincuencia
organizada que permita la atencién de este tipo de criminalidad
en los procesos penales y en la apelacién; facultar al Congreso de
la Unién, a través del articulo 73 constitucional, para que, en una
ley federal dicte las nuevas directrices segin las cuales tiene que
funcionar el sistema nacional de seguridad publica y obligue a

los gobiernos municipales y estatales a cumplir con éstas.®

3 Esto Gltimo quedé plasmado en el Texto Constitucional de la siguiente forma:

"Articulo 73. E! Congreso fiene facultad:

lLaXX. ..

XXI. Para establecer los delitos y faltas contra la Federacién y fijar los castigos que por ellos deban
imponerse, asi como legislar en materia de delincuencia organizada.
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En suma, de acuerdo con el legislador, con la reforma se
buscé contribuir a un combate eficaz de la delincuencia orga-
nizada y modificar de modo sustancial el sistema penal, con

respeto irrestricto de los derechos humanos.

Cabe precisar que este decreto con el que se incorporé el
sistema procesal acusatorio en la Ley Fundamental, entré en
vigor en diferentes etapas, segun lo sefalado en sus transitorios

primero a décimo primero,* y deberd quedar implementado en

XK. ...

XXIil. Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinacién entre la Federacién, el Distrito
Federal, fos Estados y los Municipios, asi como para establecer y organizar a las instituciones de
seguridad pUblica en materia federal, de conformidad con lo establecido en el articulo 21 de esta
Constitucion.

"

4 Articulos Transitorios que a la letra disponen:

"Primero. El presente Decreto entrara en vigor al dia siguiente de su publicacién en el Diario
Oficial de la Federacién, con excepcién de lo dispuesto en los articulos transitorios sigutentes.

Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los articulos 16, pérrafos segundo y
decimotercero; 17, parrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20y 21, pdrrafo séptimo, de la Constitucién,
entrard en vigor cuando lo establezca la legislacion secundaria correspondiente, sin exceder el plazo
de ocho afios, contado a partir del dia siguiente de la publicacién de este Decreto.

En consecuencia, la Federacién, los Estados y el Distrito Federal, en el dmbito de sus respectivas
competencias, deberdn expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales que
sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federacién, los Estados
y el Distrito Federal adoptarén el sistema penal acusatorio en la modalidad que determinen, sea
regional o por tipo de delito. En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que
se refiere el parrafo anterior, los poderes u érgano legislativos competentes deberan emitir, asimismo,
una declaratoria que se publicard en los érganos de difusion oficiales, en la que sefiale expresamente
que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en con-
secuencia, que las garantias que consagra esta Constitucién empezardn a regular ta forma y términos
en que se substanciardn los procedimientos penales.

Tercero. No obstante lo previsto en el articulo transitorio segundo, el sistema procesal penal
acusatorio previsto en los articulos 16, pdrrafos segundo y decimotercero; 17, pdrrafos tercero,
cuarto y sexto; 19, 20y 21, parrafo séptimo, de la Constitucién, entrard en vigor al dia siguiente de
la publicacién del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federacién, en las entidades federativas
que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales vigentes, siendo plenamente vdli-
das las actuaciones procesales que se hubieren practicado con fundamento en tales ordenamientos,
independientemente de la fecha en que éstos eniraron en vigor. Para tal efecto, deberan hacer la
declaratoria prevista en el articulo transitorio Segundo.

Cuarto. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo
sistema procesal penal acusatorio previsto en los articulos 16, pdrrafos segundo y decimotercero;
17, parrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20y 21, pdrrafo séptimo, de la Constitucién, seran concluidos
conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto.
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su totalidad, tanto en los dmbitos federal como local, a mas tardar

el 18 de junio de 2016.

2. MODIFICACIONES A LA LEGISLACION
SECUNDARIA EMANADAS DEL NUEVO PARADIGMA
CONSTITUCIONAL DE JUSTICIA PENAL

Y ESQUEMA DE SEGURIDAD PUBLICA

Sustentado en el nuevo paradigma constitucional de justicia
penal y esquema de seguridad publica, se dieron importantes

modificaciones a la ley secundaria, como fueron las siguientes:

Quinto. El nuevo sistema de reinsercién previsto en el parrafo segundo del articulo 18, asi como
el régimen de modificacién y duracién de penas establecido en el pérrafo tercero del articulo
21, entraran en vigor cuando lo establezca la legislacién secundaria correspondiente, sin que pueda
exceder el plazo de tres afios, contados a partir de! dia siguiente de la publicacién de este
Decreto.

Sexto Las legislaciones en materia de delincuencia organizada de las entidades federativas,
continuardn en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unién ejerza la facultad conferida en el articulo
73, fraccién XXI, de esta Constitucién. Los procesos penales iniciados con fundamento en dichas
legislaciones, asi como las sentencias emitidas con base en las mismas, no serdn afectados por la
entrada en vigor de la legislacién federal. Por lo tanto, deberdn concluirse y ejecutarse, respectiva-
mente, conforme a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de esto Gltima.

Séptimo’ Et Congreso de la Unién, a mas tardar dentro de seis meses a partir de la publicacién
de este Decreto, expedird la ley que establezca el Sistema Nacional de Seguridad Poblica. Las enti-
dades federativas expedirdn a més tardar en un afio, a partir de la entrada en vigor del presente
Decreto, las leyes en esta materia.

Octavo' El Congreso de la Unién, los Legislaturas de los estados y el 6rgano legislativo del Distrito
Federal, deberan destinar los recursos necesarios para la reforma del sistema de justicia penal. Las
partidas presupuestales deberdn sefialarse en el presupuesto inmediato siguiente a la entrada en
vigor del presente decreto y en los presupuestos sucesivos. Este presupuesto deberd destinarse
al disefio de las reformas legales, fos cambios organizacionales, la construccién y operacién de la infra-
estructura, y la capacitacién necesarias para jueces, agentes del Ministerio Pdblico, policias, defen-
sores, peritos y abogados.

Noveno' Dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto se crearé
una instancia de coordinacién integrada por representantes de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, ademds del sector académico y la sociedad civil, asi como de las Conferencias de Seguridad
Pablica, Procuracién de Justicia y de Presidentes de Tribunales, la cual contaré con una secretaria
técnica, que coadyuvard y apoyard a los autoridades locales y federales, cuando asi se lo soliciten.

Décimo La Federacién creard un fondo especial para el financiamiento de las actividades de la
secrefarfa técnica a que se refiere el articulo transitorio octavo. Los fondos se otorgardn en funcién
del cumplimiento de las obligaciones y de los fines que se establezcan en la Ley.

Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema procesal acusatorio, los agentes del Ministerio
Publico que determine la ley podrén solicitar al juez el arraigo domiciliario del indiciado fratdndose
de delitos graves y hasta por un méximo de cuarenta dias.

Esta medida serd procedente siempre que sea necesaria para el éxito de la investigacién, la pro-
feccién de personas o bienes juridicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se
sustraiga a la occién de la justicia."
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a) El 2 de enero de 2009 se publicé la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Publica,® la cual, con-
forme a su articulo 1o., es reglamentaria del articulo 21
constitucional,® en materia de seguridad publica y tiene
por objeto regular la integracién, organizacién y fun-
cionamiento del sistema y establecer la distribucién de
competencias y las bases de coordinacién entre la Fe-
deracién, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios,
en la materia.

b) Por Decreto del 23 de enero de 2009, se reformaron,
adicionaron y derogaron diversas disposiciones de or-
denamientos como: el CFPP, la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada, la Ley que Establece las Nor-
mas Minimas sobre Readaptacién Social de Sentencia-
dos, el Cédigo Penal Federal, la Ley de la Policia Federal
Preventiva, la Ley Orgénica de la Procuraduria Gene-
ral de la Republica, la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Piblicos, y la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrativo; esto
con el fin de actualizar arménicamente la legislacién con
las nuevas bases constitucionales que rigen el sistema
de justicia penal y de seguridad publica.’

c) Derivado de que los equipos méviles de comunicacién,
principalmente, los teléfonos celulares, se volvieron una
herramienta importante para la comisién de ilicitos, esen-

5 Cfr. El Proceso legislativo de la Ley consultado el 21 de julio de 2015, en la siguiente direccién

electrénica: http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx2l
dOrd=647728&IdRef=1&IdProc=1.

¢ Disposicién que sefiala, entre otras cosas, que la seguridad pablica es una funcién a cargo de
los diferentes niveles de gobierno, que comprende la prevencién de los delitos; la investigacién y
persecucién para hacerla efectiva y la sancién de las infracciones administrativas.

7 Cfr. La Exposicién de motivos de la Iniciativa del Ejecutivo de 23 de septiembre de 2008,

consultada ef 11 de agosto de 2015, en: http://legislacion.scin.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProceso
LegislativoCompleto.aspx2ldOrd=644&IdRef=53&IdProc=1.
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cialmente en los casos de secuestro y extorsién,® el 9 de
febrero de 2009 se publicé en el DOF una reforma a
la Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT), mediante la
cual se obligd a los concesionarios de los servicios de
telefonia celular a llevar un registro de sus usuarios
(Renaut), con el fin de contrarrestar el alto indice de las
llamadas telefénicas para cometer el ilicito de extorsién.

En consonancia con esa medida, se establecié en la fraccién
Xl del articulo 44 de la LFT, el deber de dichos concesionarios
de proporcionar al Procurador General de la Repiblica o a sus
similares de las entidades federativas, la informacién de los usua-
rios de telefonia mévil, cuando investigaran los delitos de extor-
sién, amenazas, secuestro, en cualquiera de sus modalidades o
de algin delito grave o relacionado con la delincuencia orga-
nizada,’ lo cual quedd plasmado de la siguiente forma:

Xlll. Entregar los datos conservados, al Procurador General
de la Republica o Procuradores Generales de Justicia de las
Entidades Federativas, cuando realicen funciones de inves-
tigacién de los delitos de extorsién, amenazas, secuestro, en
cualquiera de sus modalidades o de algin delito grave o

8 Sobre los medios tecnolégicos que han sido utilizados para cometer ilicitos cfr. Nava Garcés,
Alberto Enrique, La prueba electrénica en materia penal. Computadoras, Internet, Redes sociales,
Telefonia celular, Dispositivos electrénicos, Cadena de custodia, Prueba ificita. Casos, México, Porrta,
2011.

? También en el articulo 16, traténdose de la delincuencia organizada se dispuso:

"Articulo 16.- Para llevar a cabo el procedimiento de licitacién poblica a que se refiere el articulo
14 de esta Ley, la Secretarfa publicard en el Diario Oficial de lo Federacién y en un peritdico de la
entidad o entidades federativas cuya zona geogréfica sea cubierta por las bandas de frecuencia
objeto de concesion, convocatoria para que cualquier interesado obtenga los bases correspondientes.

Las bases de licitacién poblica incluirdn como minimo:

I. Los requisitos que deberan cumplir los interesados para participar en la licitacién, entre los que
se incluiran:

D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las acciones coordinadas con la autoridad
correspondiente, que permitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro en cualquiera
de sus modalidades o algin delito grave o relacionado con la delincuencia organizada, asi como
las medidas necesarias para llevar un registro pormenorizado y preciso sobre los usuarios de teléfonos
méviles, asi como los nuevos cuentahabientes de este servicio, con la debida proteccion de datos, y..."
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relacionado con la delincuencia organizada, en sus respectivas
competencias.

Queda prohibida la utilizacién de los datos conservados para
fines distintos a los previstos en el parrafo anterior, cualquier
uso distinto serd sancionado por las autoridades competentes
en términos administrativos y penales que resulten.

Los concesionarios estan obligados a entregar la informacién
dentro del plazo méximo de setenta y dos horas siguientes
contados a partir de la notificacién, siempre y cuando no exista
otra disposicion expresa de autoridad judicial.

El Reglamento estableceréd los procedimientos, mecanismos y
medidas de seguridad que los concesionarios deberdn adoptar
para identificar al personal facultado para acceder a la infor-
macién, asi como las medidas técnicas y organizativas que
impidan su manipulacién o uso para fines distintos a los legal-
mente autorizados, su destruccién accidental o ilicita o su
pérdida accidental, asi como su almacenamiento, tratamiento,
divulgacién o acceso no autorizado;

Sin embargo, esta disposicién no resulté eficaz, ya que:'°

1. Aumenté la comision de ilicitos en los que era comin el

uso de teléfonos maviles.

19 Cfr. Las iniciativas a la Exposicién de motivos del "DECRETO por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones del Cédigo Federal de Procedimientos Penales, del Cédigo Penal
Federal, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la Ley que Establece las Normas Minimas
sobre Readaptacién Social de Sentenciados y de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Piblica", publicado en el Diario Oficial de la Federacion el 17 de abril de 2012 y consultado el 21
dejulio de 2015, en: http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.
aspx2ldOrd=6448IdRef=62&IdProc=1.
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2. Se incrementaron las lamadas diarias de extorsién.

3. Se concibié la errénea idea de considerar que los de-
lincuentes utilizarian aparatos de comunicacién moévil

registrados a su nombre o al de sus cémplices.

4. Elregistro de un teléfono mediante nombre y Clave Unica
de Registro de Poblacién (CURP) no garantizaba la ve-
racidad de los datos y menos que en el caso de come-
terse un delito realmente se atrapara al culpable; por el

contrario, podia culparse a una persona que no lo fuera.

5. La obligacién de registrar teléfonos méviles incentivé el

robo de equipos.

6. Lainformacién suministrada por los usuarios podia sus-

traerse de la base de datos y emplearse indebidamente.

d) El17 de abril de 2012 se publicé en el DOF el Decreto
por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron
diversas disposiciones del CFPP, el Cédigo Penal Fede-
ral, la LFT, la Ley que Establece las Normas Minimas
sobre Readaptacién Social de Sentenciados y la Ley

General del Sistema Nacional de Seguridad Publica.

En lo que se refiere al uso de teléfonos celulares para la
comisién de ilicitos, con esta reforma se implementaron diversas

disposiciones en los siguientes ordenamientos:

DR © 2015. Universidad Nacional Autdnoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM

www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?1=4060

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS PARA LA ADICION DEL ARTICULO 133 QUATER...

» CFPP. Se adicioné el articulo 133 Quéter,'" que faculta
al Procurador General de la Repdblica o a sus delegados,
a solicitar a los concesionarios o permisionarios del
servicio de telecomunicaciones la localizacién geo-
gréfica, en tiempo real, de los equipos de comunica-
cién mévil asociados a una linea, relacionados con las
investigaciones de los delitos de delincuencia organi-
zada, delitos contra la salud, secuestro, extorsién o
amenazas.

En este precepto también se establecié la manera en
que debia solicitarse la informacién; la obligacién del
concesionario de acatar la solicitud; la forma de san-
cionar el desacato del concesionario y el uso indebido
de la informacién obtenida con la localizacién geo-
gréfica del equipo mévil, por parte de la autoridad
investigadora.

e Cédigo Penal Federal. Con la adicién del articulo 178
Bis, se precisé la multa a que se hacia acreedor el con-
cesionario o permisionario del servicio de telecomu-
nicaciones cuando dolosamente se rehise a colaborar
con la autoridad para localizar un equipo mévil.

' Precepto que es del tenor siguiente:

"ARTICULO 133 Quéter.- Tratdndose de investigaciones en materia de delincuencia organizada,
delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas, el Procurador General de la RepUblica
o los servidores publicos en quienes delegue la facultad, solicitarén por simple oficio o medios
electrénicos a los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localizacién
geogrdfica, en tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, que se
encuentren relacionados.

De todas las solicitudes, la autoridad dejard constancia en autos y las mantendré en sigilo.
En ningOn caso podrd desentenderse la solicitud y toda omisién imputable al concesionario o per-
misionarios, serd sancionada en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal
Federal. Se castigard a la autoridad investigadora que utilice los datos e informacién obtenidos como
resultado de localizacién geogréfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos a los
sefalados en este articulo, en términos de lo establecido en la fraccién IV del articulo 214 del Cédigo
Penal Federal."
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* LFT. Se adecuaron varios preceptos, a fin de establecer
la definicién de localizacién geogréfica en tiempo real,
entendida como la ubicacién aproximada en el momento
en que se procesa una busqueda de un equipo terminal
mévil asociado a una linea telefénica determinada (ar-
ticulo 30.); la asesoria técnica que debe brindarse a la
autoridad para bloquear o anular la sefial de los equipos
méviles en las cercanias de los centros de readaptacién
social (articulo 7o., fraccion XIV); la obligacién de los
concesionarios o permisionarios del servicio de teleco-
municaciones de colaborar con las autoridades en la
localizacién geogrdfica, en tiempo real, de los equipos
de comunicacién mévil y la sancién en caso de no ha-
cerlo (articulo 40 Bis); el deber de dichos concesionarios
de contar con los sistemas, equipos y tecnologias que
permitan la colaboracién mencionada (articulo 44,
fracciéon XVI); y la obligacién de los permisionarios de
realizar estudios e investigaciones para desarrollar me-
didas tecnolégicas con el fin de evitar y combatir el uso
de equipos de telecomunicaciones para la comisién de
ilicitos (articulo 44, fraccién XX). '

3. MOTIVOS PARA ADICIONAR EL ARTICULO
133 QUATER AL CODIGO FEDERAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

En palabras de los Senadores del Congreso de la Unién, con la
incorporacién del referido articulo 133 Qudter al CFPP se
lograria: 2

12 Cfr. Las iniciativas a la Exposicién de motivos del "DECRETO por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones del Cédigo Federal de Procedimientos Penales, del Cédigo Penal
Federal, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la Ley que Establece las Normas Minimas
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1. Cambiar la estrategia de combate al secuestro, la extorsion
o las amenazas; al fortalecer la capacidad de investigacién de
lo autoridad y derogar los dispositivos legales que originaron el

Renaut.

2. Establecer mecanismos legales que obligaran a los con-
cesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicacio-
nes, a colaborar con el Ministerio PUblico o con las autoridades
judiciales en la localizacién geogréfica o geolocalizacién, en
tiempo real, de las comunicaciones relacionadas con la investi-
gacién de delincuencia organizada, secuestro, extorsién o

amenazas.

3. Fortalecer las herramientas de la autoridad en el combate
de delitos que, por sus caracteristicas y recurrencia, generan una

enorme zozobra entre la poblacién.

4. Combatir con mayor efectividad el fenémeno de las lla-
madas de extorsién realizadas mediante celulares o equipos de
radio comunicacién desde los centros de readaptacién o rein-

sercién social federales y de las entidades federativas.

sobre Readaptacién Social de Sentenciados y de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Publica", publicado en el Diario Oficial de la Federacién el 17 de abril de 2012 y consultado el 21
de juliode 2015, en: hitp://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.
aspx2ldOrd=6448&IdRef=628IdProc=1.
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* Delitos' en los que puede ejercerse la facultad
prevista en el articulo 133 Quéter del CFPP

ILICITO

ORDENAMIENTO

Delincuencia organizada

Ley Federal Contra la Delin-
cuencia Organizada

Delitos contra la salud

Titulo Séptimo "Delitos contra
la salud", del Cédigo Penal
Federal ‘

Secuestro

Ley General para Prevenir y
Sancionar los Delitos en Ma-
teria de Secuestro, Reglamen-
taria de la fraccion XXI del
articulo 73 de la Constitucién
Politica de los Estados Unidos
Mexicanos

Extorsién

Titulo Vigésimo Segundo, Ca-
pitulo Il Bis "Extorsion", del
Cdédigo Penal Federal

Amenazas

Titulo Decimoctavo, Capftulo
| "Amenazas", del Cédigo Pe-
nal Federal

Como conclusién, hay que resaltar que una de las funciones
del Estado es garantizar la seguridad piblica, pues como se
argumenté en la exposicién de motivos de la Ley del Sistema
Nacional de Seguridad Puéblica, "La seguridad, ademds de ser

'3 Tipos penales de los que en el presente apartado no se hard mayor referencia, toda vez que
son abordados mds adelante, tanto en la sintesis de la ejecutoria como en el comentario del Instituto
de Investigaciones Juridicas de la Universidad Nacional Auténoma de México.
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un derecho humano, es una garantia individual consagrada por
la Constitucién y, por tanto, es responsabilidad del Estado
garantizarla";'* y esto sélo puede lograrse con herramientas lega-

les eficaces, que estén dentro del marco legal constitucional.

4. FUENTES CONSULTADAS
Doctrina

Nava Garcés, Alberto Enrique, La prueba electrénica en materia
penal. Computadoras, Internet, Redes sociales, Telefonia celular,
Dispositivos electrénicos, Cadena de custodia, Prueba ilicita.

Casos, México, Porria, 2011.

Normativa

Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos.
Cédigo Federal de Procedimientos Penales.

Cédigo Penal Federal.

Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.

Ley Federal de Telecomunicaciones.

1 Cfr. La Exposicién de motivos de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pablica,
suscrita por diputados del Grupo Parlamentario del PRD, consultada el 23 de julio de 2015, en:
://legislacion.scin.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx2ld Ord =647
728&IdRef=1&IdProc=1.
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Otras

Exposicién de motivos de la Ley General del Sistema Nacional
de Seguridad Piblica, suscrita por diputados del Grupo Parla-
mentario del PRD, consultada en: http://legislacion.scjn.gob.mx/

Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx2ldOrd =

647728&IdRet=1&IdProc=1.

Exposicién de motivos de la Iniciativa del Ejecutivo de 23 de
septiembre de 2008, consultada en: http://legislacion.scjn.gob.

mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx2ldO
rd=6448&IdRef=53&IdProc=1.

Iniciativas a la Exposicién de motivos del "DECRETO por el que
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitucién
Politica de los Estados Unidos Mexicanos', publicado en el Diario
Oficial de la Federacién el 18 de junio de 2008, consultadas
en: http://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wiProceso
LegislativoCompleto.aspx2ldOrd = 1308&IdRef=197&IdProc=1.

Iniciativas a la Exposicién de motivos del "DECRETO por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del
Cédigo Federal de Procedimientos Penales, del Cédigo Penal
Federal, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la Ley que
Establece las Normas Minimas sobre Readaptacién Social de
Sentenciados y de la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Publica", publicado en el Diario Oficial de la Federacién
el 17 de abril de 2012 y consultado en: http://legislacion.scjn.

gob.mx/Buscador/Paginas/wiProcesolegislativoCompleto.aspx
2ldOrd=6448&IdRef=62&IdProc=1.
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P4gina de Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién:
http://leqislacion.scin.gob.mx/Buscador/Paginas/wiOrdenamiento-
Detalle.aspx2ldOrd=130&TPub=1.
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1l. ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD
32/2012

1. TRAMITE DE LA ACCION DE
INCONSTITUCIONALIDAD EN LA
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

a) Promocién de la accién de inconstitucionalidad

nte el Alto Tribunal, el Presidente de la Comisién Nacional

de los Derechos Humanos (CNDH) promovié accién de incons-
titucionalidad en contra de los articulos 133 Quiéter, del Cédigo
Federal de Procedimientos Penales (CFPP), y 16, fraccién |, apar-
tado D, y 40 Bis de la Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT),
contenidos en el decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federacién el 17 de abril de 2012, al considerar que dichos
numerales violan las garantias de legalidad y seguridad juridica
previstas en los articulos 14 y 16 de la Constitucién Politica de
los Estados Unidos Mexicanos, y contradicen el derecho humano
a la privacidad y a la vida privada en términos de los numerales
11 de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos, 17
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, 12 de la
Declaracién Universal de Derechos Humanos y 16 de la Con-
vencién sobre los Derechos del Nifo.

33
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b} Admisién de la accién de inconstitucionalidad

Presentada la accién de inconstitucionalidad, el Presidente de
la Suprema Corte de Justicia de la Nacién ordené formar y regis-
trar el asunto con el nimero 32/2012 y designé como instructora
a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos, quien admitié el
medio de defensa y ordené dar vista a los Poderes Ejecutivo y
Legislativo, asf como al Procurador General de la Republica,
para que rindieran sus informes y, que este Gltimo, ademds, formu-

lara pedimento.'>
¢} Competencia y oportunidad'

Admitida la accién de inconstitucionalidad el Tribunal Pleno se
reconocié competente para resolverla,'” al solicitarse la decla-
racién de inconstitucionalidad de los articulos 133 Quéter del
CFPP y de los articulos 16 fraccién |, apartado D, y 40 Bis de
la LFT; declaré la oportunidad de su presentacién, pues el tér-
mino para hacerlo vencia el 17 de mayo de 2012 y ésta se
realizé el 11 de mayo y, finalmente, advirti6 la legitimacién del

promovente.'8

'S Para profundizar sobre los informes rendidos por los Poderes Ejecutivo y Legislativo, asi como
el pedimento del Procurador General de la Repiblica, véase la versién piblica de la ejecutoria.

16 El Tribunal Plenoc aprobé por unanimidad de once votos estos puntos y la causa de improce-
dencia por falta de legitimacién activa contemplada en el inciso d) de este apartado, al determinar
que era procedente, pero infundada la accidn de inconstitucionalidad.

7 Fundamenté su competencia en los arffculos 105, fraccién I, inciso g), de la Constitucion
Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, y 10, fraccién I, de la Ley Orgénica del Poder Judicial de
la Federacién.

'8 Al respecto precisé lo dispuesto en los numerales 105, fraccién I, inciso g), de la Constitucién
Politica de los Estados Unidos Mexicanos; 59, en relacién con el diverso 11, de la Ley Reglamentaria
de las Fracciones | y Il del Articulo 105 Constitucional; 15, fraccién |, de la Ley de la Comisién
Nacional de los Derechos Humanos, y 18 de su Reglamento Interno.
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d) Estudio de las causas de improcedencia
i. Falta de legitimacién activa

La Cédmara de Diputados del Congreso de la Unién argumenté
que debia sobreseerse en la accién de inconstitucionalidad
respecto de la impugnacién del articulo 16, fraccién |, apartado
D, de la LFT, en términos de los articulos 19, fraccién VliI, 20,
fraccién ll, 59 y 65 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones |
y Il del Articulo 105 de la Constitucién Politica de los Estados
Unidos Mexicanos, en relacién con el diverso 105, fraccion |,
inciso g), de la Constitucién Federal.

Lo anterior, porque a su juicio la CNDH interpreté dicho
articulo arguyendo una supuesta violacién al derecho a la pri-
vacidad o a la vida privada de las personas.

Al respecto, la Ministra instructora precisé que conforme al
articulo 105, fraccién ll, inciso g), constitucional, la CNDH esta
legitimada para ejercer la accién de inconstitucionalidad en
contra de leyes de cardcter federal, estatal y del Distrito Federal,
asf como de tratados infernacionales celebrados por el Ejecutivo
Federal y aprobados por el Senado de la Republica, que vulneren
los derechos humanos consagrados en la Constitucién y en los
tratados internacionales de los que México sea parte.

Sobre el punto, manifesté que el Pleno del Alto Tribunal ha
sostenido que basta con que la CNDH aduzca en su demanda
la violacién a los derechos humanos, para considerarla legiti-
mado para promover el medio de defensa constitucional. Esto
es, que para cumplir con el requisito de legitimacién no se re-
quiere que realice un andlisis de la norma impugnada, ni que
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se pronuncie sobre si tutela o no derechos humanos, ya que
ésta es una cuestién del fondo del asunto.

Ademds, la ponente sefalé que la CNDH, en su segundo
concepto de invalidez, alegd que el articulo 16, fraccién |, apar-
tado D, de la LFT viola las garantias de legalidad, certeza y
seguridad juridica, y los derechos a la privacidad o a la vida
privada previstos en los articulos 16 de la Constitucién Federal,
11 de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos, 17
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, 12 de la
Declaracién Universal de Derechos Humanos y 16 de la Con-
vencién sobre los Derechos del Nifo, al permitir varias interpre-
taciones, la mds grave en el sentido de que adiciona supuestos
de procedencia no contemplados en el CFPP, al incluir, aparte de
los delitos de delincuencia organizada, extorsién, amenazas y
secuestro, a "algin delito grave", previsién que no esta en la ley
adjetiva reformada, lo que a su juicio consideré ilegal por sf
sélo.

En virtud del argumento anterior, la ponente concluyé que
la CNDH si esta legitimada para promover el medio de defensa
constitucional con fundamento en el articulo mencionado; por
lo que se desestimé esta causal de improcedencia.

ii. Extemporaneidad

El Consejero Juridico del Ejecutivo Federal y el Procurador Ge-
neral de la Republica, por su parte, manifestaron que respecto
a la impugnacién del articulo 16, fraccién |, inciso D), de la LFT,
se actualizaba la causal de improcedencia por extemporaneidad
de la demanda, prevista en el numeral 19, fraccién VI, en relacién
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con el 60 de la Ley Reglamentaria del Articulo 105, y la frac-
cién I, segundo parrafo, del referido precepto constitucional.

Lo anterior, porque a raiz de la reforma de 17 de abril de
2012 que derogé lo relativo al Registro Nacional de Usuarios
de Telefonia Mévil regulado en la fraccién Xl del articulo 70. de
la LFT, tendria que eliminarse la norma impugnada en la parte
referente a dicho registro; sin embargo, aun cuando esto no
ocurrié y el articulo impugnado conserva su texto de 2009,
ello actualiza la causa de improcedencia de la accién por
extemporaneidad, pues no constituye un acto legislativo nuevo
y no se impugnd la LFT conforme al articulo 60 de la Ley
Reglamentaria.™

Ademés, el proceso legislativo de esa reforma no altera el
precepto impugnado, de manera que no es un acto legislativo
nuevo, susceptible de combatirse por esta via.?°

Al analizar los argumentos sobre dicha causal, la Ministra
instructora determiné como infundada ésta, al sefalar que el
Méximo Organo jurisdiccional, en la tesis P. L1I/2008,?" ha

19 Para sostener lo anterior, se remitié ala tesis P./J. 96/2007, de rubro: "ACCION DE INCONS-
TITUCIONALIDAD. EL CAMBIO DE LA IDENTIFICACION NUMERICA DE UNA NORMA GENERAL
NO C;ONSTITUYE UN NUEVO ACTO LEGISLATIVO PARA EFECTOS DE SU IMPUGNACION A
TRAVES DE AQUEL MEDIO DE CONTROL CONSTITUCIONAL.", publicada en el Semanario Judicial
de la Federacién y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo XXVI, diciembre de 2007, pdgina 742; Registro
digital: 170882.

2 Argumento que se apoya en la tesis P./J. 17/2009, de rubro: "ACCION DE INCONSTITU-
CIONALIDAD. Si EL LEGISLADOR ORDINARIO DURANTE EL PROCESO LEGISLATIVO MANIFESTO
SU VOLUNTAD DE NO REFORMAR UNA NORMA, PERO DEL TEXTO APRIOBADO SE ADVIERTE
QUE EN REALIDAD SE MODIFICO SU ALCANCE JURIDICO O SE PRECISO UN PUNTO CONSI-
DERADO AMBIGUO U OSCURO, DEBE ESTIMARSE QUE SE ESTA ANTE UN NUEVO ACTO LE-
GISLATIVO SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE EN AQUELLA VIA.", publicada en el Semanario... op.
cit., Novena Epoca, Tomo XXIX, abrif de 2009, pdgina 1105; Registro digital: 167590.

2! Tesis de rubro y texto siguientes: "LEYES. LA REFORMA DE UNA DISPOSICION LEGAL CONS-
TITUYE UN ACTO LEGISLATIVO NUEVO, AUN CUANDO REPRODUZCA EL CONTENIDO DE LA
NORMA DE VIGENCIA ANTERIOR, O TENGA CON ELLA SIMILITUDES O DIFERENCIAS ESENCIALES
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sostenido que la reforma o adicién a una norma general cons-
tituye, formal y materialmente, un nuevo acto legislativo, en el
que se observa el mismo procedimiento e idénticas formalidades
a las que dieron nacimiento a aquélla, aun cuando se reproduzca

infegramente lo dispuesto en la norma de vigencia anterior.?2

2. EXAMEN Y ALCANCE DE LOS CONCEPTOS
DE INVALIDEZ

a) Planteamiento de las normas impugnadas, segin la CNDH

La CNDH ftildé de inconstitucionales los articulos 133 Quater
del CFPPy 40 Bis de la LFT,% al considerar que violan el derecho

O ACCIDENTALES. En ejercicio de su libertad de configuracién, los érganos que paricipan en el
proceso legislativo expresan su voluntad soberana a través del mecanismo establecido por el Cons-
tituyente en los arficulos 71 y 72 de la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos, con-
solidéndose asf la posibilidad de que sus integrantes no queden sujetos a la voluntad de quienes los
antecedieron a través de las normas que emitieron, existiendo la posibilidad de que un nuevo cuerpo
legislativo apruebe nuevos ordenamientos. Asi, el ejercicio democrédtico de los representantes del
pueblo a través del procedimiento indicado, debe entenderse bajo la idea de que en &l se da espacio
a las distintas opciones politicas, las cuales pueden expresar en un nuevo acto legislativo su voluntad
de legislar en el sentido especffico en que lo hagan, que podrd ser repitiendo con exactitud o con
similitudes la norma antes vigente o infroduciendo variaciones esenciales o accidentales, lo que
conforme al principio de que la ley nueva deroga a la anterior, conlleva a que haya una nueva
norma, independientemente de su confenido." Tesis publicada en el Semanario... op. cit., Novena
Epoca, Tomo XXVII, junio de 2008, pagina 15; Registro digital: 169464 y sobre el mismo tema véase
la tesis P. XIX/2011, de rubro: "ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA INCLUSION DEL AR-
TICULO 391 DEL CODIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN EL DECRETO DE REFORMA A
DICHO ORDENAMIENTO, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 29 DE DICIEM-
BRE DE 2009, ASi COMO SU VINCULACION CON UN PRECEPTO QUE FUE MODIFICADO
EN SU TEXTO, CONSTITUYE UN NUEVO ACTO LEGISLATIVO SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE EN
AQUELLA VIA.", publicada en el Semanario. .. op. cit., Novena Epocc, Tomo XXXIV, agosto de 2011,
pagina 869, Registro digital: 161411, )

22 Pynto resuelto por mayoria de siete votos, donde los sefiores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena,
Cossfo Diaz, Franco Gonzdlez Salas y Sénchez Cordero votaron en contra.

2 Dichos articulos a la letra disponen:

"Articulo 133 Quéter.- Tratdndose de investigaciones en materia de delincuencia organizada,
delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas, el Procurador General de la Republica o
los servidores pUblicos en quienes delegue la facultad, solicitaran por simple oficio o medios elec-
frénicos a los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localizacién
geogrdfica, en tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, que se
encuentren relacionados.

De todas los solicitudes, la autoridad dejard constancia en autos y las mantendrd en sigilo.
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humano a la privacidad o a la vida privada, por contradecir los
articulos 14 y 16 de la Constitucién Federal, 11 de la Convencién
Americana sobre Derechos Humanos, 17 del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Politicos, 12 de la Declaracién Universal de
Derechos Humanos, y 16 de la Convencién sobre los Derechos
del Nifio, ademés de ser contrarios a las garantias de legalidad
y seguridad juridica.

Ello, en virtud de que dichos preceptos otorgan facultades
discrecionales e ilimitadas a los Procuradores General de la
Republica y de las entidades federativas, ya que pueden ordenar
la localizacién geogréfica de una persona en tiempo real sin
mandamiento escrito de autoridad judicial, que funde y motive
la causa legal. Esto es, dichas disposiciones son abiertas, al
omitir precisar los alcances, limites y responsabilidades de las
autoridades facultadas para solicitar la localizacién y a los con-
cesionarios encargados de implementarla.

Lo anterior, puede constituirse en un registro exhaustivo y
preciso de los movimientos piblicos y la localizacién de una
persona, revelando detalles de su vida personal, familiar, politica,

En ning0n caso podré desentenderse la solicitud y toda omisién imputable al concesionario o
permisionarios, serd sancionada en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal
Federal.

Se castigard a la autoridad investigadora que utilice los datos e informacién obtenidos como
resultado de localizacién geogréfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos a los
sefialados en este articulo, en términos de lo establecido en la fraccién IV del articulo 214 del Cédigo
Penal Federal".

"Articulo 40 Bis.- Los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones, estan
obligados a colaborar con las autoridades en la localizacién geogréfica, en tiempo real, de los
equipos de comunicacién mévil asociados a una linea que se encuentren relacionados con investi-
gaciones en materia de delincuencia organizada, delifos contra la salud, secuestro, extorsién o
amenazos a solicitud del Procurador General de la Repiblica, de los procuradores de las entidades
federativas o de los servidores piblicos en quienes deleguen esta facultad, de conformidad con las
leyes correspondientes.

Cualquier omisién o desacato a estas disposiciones serd sancionada por la autoridad, en los
términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal Federal'.
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religiosa y social; un monitoreo indiscriminado y sin limites en la
investigacién de los delitos, y una herramienta susceptible de
abusos y arbitrariedades.

Preceptos que, a juicio de la CNDH, son arbitrarios pues

carecen de fres principios fundamentales:

1. Intervencién de la autoridad judicial en la autori-
zacién, supervisién y evocacién de la solicitud de
localizacién geogréfica de un equipo de comunica-
cién mévil. Al no contemplar este principio se contra-
vienen los articulos 14, segundo pérrafo, y 16, primer
parrafo, de la Constitucién Federal, al permitir que el
derecho a la privacidad de una persona se merme, sin
que exista una orden de autoridad judicial, que fundada
y motivadamente autorice la medida, supervise su apli-
cacién y la revoque en un tiempo determinado, contrario
a lo que ocurre con la intervencién de comunicaciones o

el cateo.

2. Precisién de los sujetos destinatarios de la medida.
El articulo 40 Bis de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes no determina a quiénes se dirige la norma, sino que
sélo refiere "equipos de comunicacién mévil asociados
a una linea, que se encuentren relacionados con investi-
gaciones en materia de delincuencia organizada, delitos
contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas", con
lo que permite su aplicacién a quienes sus equipos
méviles estén relacionados o asociados con el investi-
gado; de modo que un tercero no sospechoso en la
investigacién, también podria ser sujeto de vigilancia.
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3. Limite temporal. Toda medida gubernamental que
violenta los derechos humanos debe regular sus alcances
y limites, como es el temporal, de manera clara y especi-
fica, lo cual no se advierte en las normas impugnadas.?

En razén de lo anterior, la CNDH concluyé que la ausencia
de estos elementos impide que la norma cumpla con los requisi-
tos de legalidad, certeza y seguridad juridica que exige la Norma
Fundamental, y la hacen una disposicién abierta, con un gran
potencial para transgredir derechos fundamentales; ademds de
que no es proporcional, ya que aun cuando persigue un fin legi-
timo, como el que el Estado cuente con mejores y mayores he-
rramientas para combatir el crimen organizado y brindar justicia
a las victimas, para ello vulnera los derechos de certeza, segu-
ridad juridica, legalidad y privacidad.

A fin de responder este argumento, la Ministra instructora
realizé las siguientes consideraciones:

i. Derecho a la privacidad

Conforme a la Segunda Sala del Alto Tribunal, el derecho a la
privacidad o intimidad se prevé en el primer parrafo del articulo
16?5 de la Constitucién General de la Republica,?é el cual esta-
blece, en términos generales, la garantia de seguridad juridica

24 En los numerales 2 y 3, la CNDH cita los criterios de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos al resolver el caso Escher y otros vs Brasil.

2 Disposicién que sefala: "Articulo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia,
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente,
que funde y motive la causa legal del procedimiento.”

2 Asi, se sostiene en la tesis 2a. LXIIl/2008, de rubro; "DERECHO A LA PRIVACIDAD O INTIMI-
DAD. ESTA PROTEGIDO POR EL ARTICULO 16, PRIMER PARRAFO, DE LA CONSTITUCION POLITICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS", publicada en el Semanario... op. cit., Novena Epocc,
Tomo XXVil, mayo de 2008, pdgina 229; Registro digital: 169700.
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de los gobernados a no ser molestados en la privacidad de su
persona, intimidad familiar, papeles o posesiones, sino cuando
exista mandato fundado y motivado de la autoridad competente,
lo cual tiene como fin el respeto a un dmbito de vida privada
personal y familiar que, por regla general, debe excluirse del
conocimiento ajeno y de las intfromisiones de los demds, con la
limitante que la propia Ley Fundamental establece para las
autoridades.

Destacé que la seguridad juridica, en sentido muy amplio,
puede extenderse a la proteccion mds alld del aseguramiento
del domicilio como espacio fisico en que normalmente se desen-
vuelve la intimidad.

A partir de las consideraciones anteriores, la Ministra ponente
adujo que de ellas se advertia el reconocimiento de un derecho
a la intimidad o a la vida privada que abarca las intromisiones
o molestias que, por cualquier medio, puedan realizarse en ese
dmbito reservado de vida, con la excepcién sehalada por la
Constitucién.

Sin embargo, precisé que, como se desprende del articulo
1o. de la Constitucién Federal, los derechos humanos recono-
cidos en ésta y en los Tratados Internacionales de los que el
Estado Mexicano es parte, pueden restringirse o suspenderse
vélidamente en los casos y con las condiciones que la misma
Ley Fundamental establece.

Igual razonamiento sostiene el Alto Tribunal, en el sentido
de que los derechos fundamentales, entre ellos el derecho a la
privacidad, no son absolutos, ni ilimitados en si mismos; sino
que estan limitados por la necesidad de preservar otros derechos

DR © 2015. Universidad Nacional Auténoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM

www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?1=4060
ACCHON DE INCONSTITUCIONALIDAD 32/2012 43

o bienes protegidos constitucionalmente, cuyos limites se ubican
directamente en la misma Constitucién o, de modo indirecto, en

la legislacién ordinaria.

En el dmbito internacional, este principio se prevé en el ar-
ticulo 30 de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos,
acorde con el cual las restricciones permitidas al goce y ejercicio
de los derechos y libertades reconocidas en ésta no pueden
aplicarse sino de acuerdo con las leyes dictadas por razones de
interés general y con el propésito para el cual se establecen, lo
que se confirma con la interpretacién que la Corte Interamericana

de Derechos Humanos ha realizado al respecto.?”

De lo anterior, la Ministra instructora precisé que validamente
el legislador puede regular y limitar el ejercicio de los derechos
y libertades, empero debe justificar esa circunstancia con la
necesidad de proteger otros derechos e intereses constitucio-
nalmente tutelados, y que esos limites no sean arbitrarios o

desproporcionales.

Por tanto, sefalé que las restricciones a todos los derechos
fundamentales se engloban en el concepto de orden publico,
puesto que el orden social es el que permite su vigencia efectiva,
por lo que debe conciliarse el ejercicio de un derecho de forma

que éste no impida o bloquee otros.

7 Véase el Caso Arfavia Murillo y ofros vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2012. Serie C No. 257, Parrafo 273. Conforme
al cual un derecho puede restringirse por los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas
o arbitrarias; por ello, deben estar previstas en ley en sentido formal y material, perseguir un fin
legftimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad.
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b) Alcance de los articulos impugnados conforme al criterio
de la Ministra ponente

En este contexto, la Ministra instructora manifesté que el articulo
133 Qudter del CFPP impugnado, otorga al Procurador General
de la Repiblica la facultad de solicitarles a los concesionarios o
permisionarios del servicio de telecomunicaciones, la localizacién
geogrdfica, en tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil
asociados a una linea, relacionados con investigaciones de
delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extor-
sibn 0 amenazas.

Ademds, que en la fraccién XVII del articulo 3o. de la LFT,
se define a la localizacién geogréfica, en tiempo real, como la
ubicacién aproximada en el momento en que se procesa una
busqueda de un equipo terminal mévil asociado a una linea tele-
fénica determinada.

Asi, dicho precepto, que establece la solicitud que realice el
Procurador General de la RepUblica, o las personas en quienes
delegue esa facultad,?® a los concesionarios o permisionarios del
servicio de telecomunicaciones, se contrae a la ubicacién del lugar
en el momento preciso en que se busca un equipo ferminal mévil,
asociado a una linea telefénica determinada. Esto es, tiene por
objeto conocer el lugar aproximado desde el cual se hace una
llamada proveniente de un teléfono mévil, asociado a una linea
determinada o identificada.

28 Lo Ministra instructora argumenté que, segun la norma impugnada, dicha facultad es delegable
en los servidores pUblicos que determine el Procuradory se ejerce mediante una solicitud que puede
emitir por simple oficio o por medios electrénicos, de las cuales dejard constancia en autos y guardard
el sigilo.
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Por tanto, precisé que dicha medida se constrifie a ese objeto
y s6lo procede cuando los equipos méviles, asociados a una
linea, estén relacionados con las investigaciones de delincuencia
organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsién o ame-
nazas, por lo que no se trata de la intervencién de las comuni-
caciones que se realicen en esos equipos, ni siquiera del registro
de las llamadas. Esto, aunque posteriormente ubicado el lugar
buscado, se identifique a quien detenta o usa el equipo y se
determinen las medidas que procedan en el curso de la investiga-

cién de que se trata y los elementos que aporte su localizacion.

En suma, sefalé que es una medida que permite a la auto-
ridad ministerial, en su actividad investigadora tratdndose de los
delitos taxativamente precisados en la norma, solicitar la locali-
zacién geogréfica de un equipo mévil, asociado a una linea
determinada, con el Gnico propésito de dotarlo de una herramienta

efectiva en el curso de una indagatoria.

También, la Ministra instructora manifesté que la disposicién
establece la sancién cuando la autoridad investigadora utiliza
los datos e informacién obtenidos para fines distintos de los que
prevé, para lo cual remite a la fraccién IV del articulo 214 del
Cédigo Penal Federal relativa a una de las hipétesis en que
se configura el delito de ejercicio indebido de servicio piblico;
ello aunado a que sanciona a los concesionarios y permisionarios
del servicio de telecomunicaciones en caso de incumplir con la
obligacién de atender las solicitudes formuladas por la autoridad
reiterada expresamente en el articulo 40 Bis de la LFT, como un

deber de colaboracién.
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c) Andlisis del primer concepto de invalidez
i. Violacién del derecho a la privacidad

La CNDH, en un primer término, manifesté que las disposiciones
impugnadas vulneran el derecho a la privacidad o a la vida pri-
vada, lo que se traduce en una violacién a las garantias de lega-
lidad y seguridad juridica.

Para atender lo anterior, la instructora se refirié a los articulos
21 y 102, Apartado A% constitucionales, segin los cuales es
facultad del Ministerio Publico la investigacién de los delitos, por
lo que le corresponde solicitar las érdenes de aprehensién
conira los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acre-
diten su responsabilidad; hacer que los juicios se sigan con
regularidad para que la administracién de justicia sea pronta y
expedita; pedir la aplicacién de las penas e intervenir en los ne-
gocios determinados en la ley.

Para tal fin, los articulos 30. y 40. de la Ley Orgdnica de la
Procuraduria General de la Republica; asi como el 20., 113,y
123 bis del CFPP, otorgan al Ministerio Publico diversas atribu-
ciones en la investigacién de los delitos y establecen las reglas
para la prdactica de diligencias durante la averiguacién previa.

En ese sentido, establecen la obligacién del Ministerio PUblico
de llevar a cabo la investigacién de los delitos y, para ello,
practicar y ordenar la realizacién de todos los actos conducentes
a la acreditaciéon del cuerpo del delito y la probable responsa-

2 Preceptos visibles en la versién piblica de la ejecutoria.
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bilidad del inculpado; impedir que se pierdan, destruyan o alteren
los indicios, huellas o vestigios del hecho delictuoso, asi como los
instrumentos, objetos o productos del delito; saber qué personas
fueron testigos; evitar que el delito se siga cometiendo y, en
general, impedir que se dificulte la averiguacién, procediendo
a la detencién de los que intervinieron en su comisién en los
casos de delito flagrante y su registro inmediato.

Con base en esas atribuciones, la relativa a la localizacién
de un equipo de comunicacién mévil asociado a una linea, se
ubica en las actividades y diligencias propias de la investigacién
de los delitos que la ley le confiere al Ministerio Pdblico, mediante
tecnologias disponibles en materia de telecomunicaciones, con
las que deben contar los concesionarios o permisionarios del
servicio, las cuales tienden a facilitar y hacer més eficaz la perse-
cucién de delitos que lastiman a la sociedad, como lo establece
el proceso legislativo del que emanaron las normas impugnadas;®
conforme al cual la intencién del legislador al aprobar las refor-
mas fue fortalecer las herramientas de la autoridad ministerial
en el combate de delitos en materia de delincuencia organizada,
secuestro, extorsién o amenazas; en especifico, por lo que hace
a la geolocalizacién.

Esto es, con la modificacién de esas disposiciones, se buscé
consolidar un marco legal que permitiera al Estado Mexicano
investigar eficazmente, en tiempo real, los delitos en materia de

30 Véase el dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, de Comunicaciones y de Seguridad
Poblica de la Cémara de Diputados, a la minuta con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones del Cédigo Federal de Procedimientos Penales, del
Cédigo Penal Federal, de la Ley Federal de Telecomunicaciones, de la Ley que Establece las Normas
Minimas sobre Readaptacién Social de Sentenciados y de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Publica, consultable en la versién publica de la ejecutoria.
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delincuencia organizada, secuestro, extorsién o amenazas, para
fijar geogrdficamente el sitio aproximado del lugar de donde se
realiza la llamada proveniente de sus autores o coparticipes, a
fin de aprehenderlos y, lo mds importante, localizar y rescatar
con vida a la victima del secuestro, cuando se trate de ese
delito.

Asi, de esta medida se desprende la proteccién del orden
pUblico, la paz social y los derechos a la vida e integridad fisica
y psicoldgica de las personas, con lo que se justifica plenamente
dicha atribucién del Procurador General de la RepUblica y de
las personas a quienes se les delegue, facultad que ademés
estd dentro de las inherentes a la investigacién de los delitos.

Atento a ello, la Ministra instructora sefalé que la posible
restriccion a la vida privada de una persona, que puede darse
al solicitar la localizacién de un equipo de comunicacién mévil,
debe ceder en interés de preservar el orden puiblico y la paz
social, garantizar la proteccién de los mencionados derechos y

la eficaz investigacién de los delitos.

Ademads, reiterd que esa facultad esté acotada a la ubicacién
del lugar de donde se realiza la llamada mediante un equipo
mévil asociado o una linea, por lo que no comprende la inter-
vencién de comunicaciones ni el registro de llamadas, para las
cuales existe ofra reglamentacién; de ahf que no pueda consi-
derarse que se vulnere el derecho a la privacidad.

En este tenor, manifestd que el ejercicio de esta atribucién
especialmente estd prevista para los delitos relacionados con
delincuencia organizada, la que constitucionalmente se define
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en el articulo 16, segin el cual se entiende por ésta a una orga-
nizacién de hecho de tres o mds personas, para cometer delitos
en forma permanente o reiterada, en los términos de la ley de la
materia. De donde se pone de manifiesto la relevancia de que
la geolocalizacién de un equipo a su vez permita la deteccién
de otros equipos asociados con la misma linea y, en su caso, de
los coparticipes organizados para delinquir.

En atencién a lo anterior, para que la autoridad ministerial
intervenga comunicaciones o realice el cateo del lugar, debe
cumplir con las formalidades previstas en dicho articulo y en la
ley adjetiva, ya que la autorizacién que le confiere el referido
articulo 133 Quéter del CFPP, no la exenta de las obligaciones
constitucionales impuestas en el ejercicio de su facultad de investi-
gacién y persecucién de los delitos.

Asi, la Ministra instructora concluyé que el mencionado
articulo 133 no vulnera los derechos fundamentales que aduce
la CNDH, ni aun cuando de la investigacién derive la localizacién
de una persona, pues el objeto de dicha investigacion a cargo del
Ministerio Publico es practicar y ordenar la realizacién de todos
los actos para acreditar el cuerpo del delito y la probable res-
ponsabilidad del inculpado, para lo cual puede valerse de medios
tradicionales, como son los testigos y las huellas digitales, o de
aquellos que son producto de la innovacién tecnolégica, entre
ellos los sistemas de localizacion satelital.

ii. Violacién a los articulos 14 y 16 constitucionales
En otro orden, la Ministra ponente sefalé que no tiene razén la

CNDH al sefalar que los articulos impugnados carecen de tres
principios fundamentales: 1) la falta de participacién de la auto-
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ridad judicial en la autorizacién, 2) supervisién, y 3) revocacién
de la solicitud de localizacién geogréfica de un equipo de comu-
nicacién mévil, lo cual es contrario a los numerales 14, segundo
parrafo, y 16, primer parrafo, de la Constitucién Federal.

Para responder lo anterior, la Ministra se refirié a dichos pre-
ceptos constitucionales; en cuanto al 14 sefalé que éste contiene
la garantia de audiencia relativa al debido proceso legal que deben
seguir las autoridades antes de realizar un acto privativo que
afecte a los gobernados, es decir, que conlleve un menoscabo
en su esfera juridica o un impedimento para el ejercicio de algin
derecho. Lo que se traduce en que para que un acto no viole
dicha garantia, debe haber previamente un juicio o procedimien-
to donde el afectado sea oido, ofrezca y desahogue pruebas.
Previsién que es diferente de los actos de molestia, regidos por
el articulo 16 constitucional.®'

*' Al respecto la Ministra se apoy6 en la jurisprudencia P./). 40/96, de rubro y texto siguientes:
"ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCION. El articulo
14 constitucional establece, en su segundo parrafo, que nadie podré ser privado de la vida, de la
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidodes esencicles del procedimiento y
conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho; en tanto, el articulo 16 de ese mismo
Ordenamiento Supremo determina, en su primer parrafo, que nadie puede ser molestado en su
persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la auto-
ridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Por consiguiente, la Cons-
titucién Federal distingue y regula de manera diferente los actos privativos respecto de los actos de
molestia, pues a los primeros, que son aquellos que producen como efecto la disminucién, menoscabo
o supresién definitiva de un derecho del gobernado, los autoriza solamente a través del cumplimiento
de determinados requisitos precisados en el articulo 14, como son, la existencia de un juicio seguido
ante un tribunal previomente establecido, que cumpla con las formalidades esenciales de! proce-
dimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anferioridad al hecho juzgado. En cambio,
a los actos de molestia que, pese o constituir afectacién a la esfera juridica del gobernado, no
producen los mismos efectos que los actos privativos, pues sélo restringen de manera provisional o
preventiva un derecho con el objeto de proteger determinados bienes juridicos, los autoriza, segin
lo dispuesto por el articulo 16, siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una auto-
ridad con competencia legal para ello, en donde ésta funde y motive la causa legal del procedimiento.
Ahora bien, para dilucidar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de un acto de autoridad
impugnado como privativo, es necesario precisar si verdaderamente lo es y, por ende, requiere el
cumplimiento de las formalidades establecidas por el primero de aquellos numerales, o si es un acto
de molestia y por ello es suficiente el cumplimiento de los requisitos que e! segundo de ellos exige.
Para efectuar esa distincién debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si la
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En ese sentido, si el objeto de la facultad mencionada es la
localizacion geogrdfica de un equipo de comunicacién mévil,
ésta no constituye un acto de privacién, ya que no tiene como
efecto disminuir o suprimir definitivamente un derecho del par-
ticular que, en su caso, detente el equipo o lo tenga en posesién;
de hecho, el ejercicio de esta atribucién, como todo acto de
autoridad, debe ajustarse a lo dispuesto por el primer pérrafo
del articulo 16 de la Constitucién Federal, sin que se requiera

la intervencién judicial.

Asi, dicho ejercicio tendré que ser por escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento,
requisitos que, a diferencia de lo que sefala la accionante, estan
en la propia norma impugnada, pues ademas de facultar al Pro-
curador General de la RepUblica o a las personas que él deter-
mine para solicitar la localizacién de un equipo mévil, también
lo obliga a formular esa solicitud en forma escrita o por medios
electrénicos, y sélo podré realizarla en los supuestos previstos en

la disposicién, lo que debe cumplirse en todos los casos.

De modo que, el comparativo que propone la CNDH res-
pecto de la facultad indicada con el cateo o la intervencién de
comunicaciones, en las cuales, afirma que el legislador acaté
las normas constitucionales en su regulacién, no son un para-
metro para demostrar la inconstitucionalidad de las disposiciones

impugnadas, dado que éstas por su objeto invaden la privacidad

privacién de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por ei acto de auto-
ridad, o bien, si por su propia fndole tiende sélo a una restriccidn provisional.” Tesis P./J. 40/96,
publicada en el Semanario... op. cit., Novena Epoca, Tomo IV, julio de 1996, pdgina 5; Registro
digital: 200080.
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de las personas, lo que hace necesaria la intervencién y ponde-
racién de la autoridad judicial para su préctica, como se esta-
blece en los articulos 61y 278 Ter del CFPP,%2 situacién que no
ocurre traténdose de la localizacién de aparatos méviles en los
que se realiza una llamada, facultad cuyo alcance se refirié en
los parrafos previos, la que ademds sélo procede ante ciertos

ilicitos.

32 Preceptos que a la letra disponen:

"Articulo 61.- Cuando en la averiguacién previa el Ministerio Publico estime necesaria la préctica
de un cateo, acudird a la autoridad judicial competente, o si no la hubiere a la del orden comun, a
solicitar por cualquier medio lu diligencia, dejando constancia de dicha solicitud, expresando su
objeto y necesidad, asf como la ubicacién del lugar a inspeccionar y persona o personas que han
de localizarse o de aprehenderse, v los objetos que se buscan o han de asegurarse a lo que Gnica-
mente debe limitarse la diligencia. Al inicio de la diligencia el Ministerio PUblico designard a los
servidores publicos que le auxiliardn en la préctica de la misma. Al concluir el cateo se levantara
acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o
en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia; los servidores pablicos de-
signados por el Ministerio Publico para auxiliarle en la préctica de la diligencia no podrén fungir
como testigos de la misma. Cuando no se cumplan estos requisitos, la diligencia carecerd de todo
valor probatorio, sin que sirva de excusa el consentimiento de los ocupantes del lugar. La peticién
de orden de cateo deberd ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata, en un plazo
que no exceda de las veinticuatro horas siguientes a que la haya recibido. Si dentro del plazo sefialado
el juez no resuelve sobre el pedimento de cateo, el Ministerio PUblico podrd recurrir al superior jerdr-
quico para que éste resuelva en un plazo igual.

Articulo 278 Ter.- Cuando la solicitud de intervencién de comunicaciones privadas sea formulada
por el Procurador General de la Repiblica o los servidores piblicos en quienes delegue la facultad,
la autoridad judicial otorgard la autorizacién cuando se constate la existencia de indicios suficientes
que acrediten la probable responsabilidad en la comisién de delitos graves. El Ministerio Publico
serd responsable de que la intervencién se realice en los términos de la autorizacién judicial.
La solicitud de autorizacién deberd contener los preceptos legales que la funda, el razonamiento por el
que se considera procedente, el tipo de comunicaciones, los sujetos y los lugares que seran interve-
nidos, asf como el periodo durante el cual se lievardn a cabo las intervenciones, el cual podré ser
prorrogado, sin que el periodo de intervencién, incluyendo sus prérrogas, pueda exceder de seis
meses. Después de dicho plazo, sélo podran autorizarse nuevas intervenciones cuando el Ministerio
Piblico acredite nuevos elementos que asf lo justifiquen. En la autorizacién, el juez determinaré las
caracteristicas de la intervencién, sus modalidades, limites y, en su caso, ordenard a instituciones
pOblicas o privadas, modos especificos de colaboracién. En la autorizacién que otorgue el juez
debera ordenar que, cuando en la misma préctica sea necesario ampliar a otros sujetos o lugares
la intervencién, se deberd presentar ante el propio juez, una nueva solicitud; también ordenard que al
concluir cada intervencién se levante un acta que contendrd un inventario pormenorizado de las
cintas de audio y video que contengan los sonidos o imagenes captadas durante la intervencién,
asf como que se le entregue un informe sobre sus resultados, a efecto de constatar el debido cum-
plimiento de la autorizacién otorgada. El juez podrd, en cualquier momento, verificar que las inter-
venciones sean realizadas en los términos autorizados y, en caso de incumplimiento, decretar su
revocacién parcial o fotal. En caso de no ejercicio de la accién penal y una vez transcurrido el plazo
legal para impugnarlo, sin que ello suceda, el juez que autorizé la intervencién, ordenard que se
pongan a su disposicién las cintas resultado de las investigaciones, los originales y sus copias, y
ordenard su destruccién en presencia del Ministerio Pdblico.”
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Por otra parte, respecto al argumento relativo a la falta de
precisidn en el alcance de la medida, por cuanto a los sujetos
destinatarios de la localizacién de un equipo de comunicacién,
atento al objeto de esta facultad, dicha ausencia la calificé la
Ministra como innecesaria, pues son los elementos arrojados
por la investigacién los que produzcan quién o quiénes usan ese
equipo o lo detentan, asi como otros indicios sobre la comisién
de un ilicito, caso en el que la autoridad investigadora tiene que
cumplir con las formalidades previstas en la ley, cuando proceden
otras medidas en la indagatoria a su cargo, una vez identificados
los probables responsables de los delitos investigados; por tanto,
la atribucién en comento no puede afectar a otros sujetos que
no detenten o posean dicho equipo.

Atento a lo anterior, la Ministra precisé que la expresién
"estar relacionados con investigaciones', a que se refiere el ar-
ticulo 40 Bis de la LFT, no comprende un amplio rango de per-
sonas que pueden ser sujetas de vigilancia, sino que se refiere
a los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea
telefénica que se pretende ubicar, no a una persona o grupo de
personas previamente determinadas, ni se trata de una autori-
zacién para la intervencién de comunicaciones de quien o quie-
nes utilicen los aparatos.

Con relacién al argumento de la CNDH de falta de precisién
del alcance de la multicitada facultad, en cuanto al limite tem-
poral de duracién, la ponente respondié que si la norma tiene
el objeto de ubicar geogréficamente un equipo de comunicacién
mévil, en tiempo real, ésta se agota cuando se determine la posi-
ble localizacién del equipo, pero que esta atribucién puede sub-
sistir mientras exista el hecho que la originé y cuando se colme
se extinguird, de modo que no puede afirmarse que no esté
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acotada a un limite temporal, supeditado a la propia investiga-
cién y a los elementos que arroje.

Cabe sefialar que la instructora, al estudiar estos conceptos
de invalidez, analizé lo aducido por la CNDH en relacién con
la aplicacién de los criterios de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos al resolver el caso Escher y otros vs. Brasil, con
base en lo sostenido por el Pleno del Alio Tribunal en la contradic-
cién de tesis 293/2011 en el sentido de que la jurisprudencia
emitida por dicha Corte es vinculante para todos los érganos
jurisdiccionales® siempre que ésta favorezca en mayor medida
a las personas.

Sobre este punto, precisé que el asunto citado trata sobre
la intercepcién y monitoreo ilegal de lineas telefénicas, la divul-
gacién de comunicaciones, la denegacién de justiciay la repara-
cién adecuada, que es diferente de lo que autorizan los articulos
combatidos.

Ademds, que aun cuando la mencionada Corte Interameri-
cana se haya pronunciado en torno a que el articulo 11 de la
Convencién Americana sobre Derechos Humanos se aplica a
las conversaciones telefénicas independientemente de su conte-
nido e, incluso, que puede comprender tanto las operaciones
técnicas dirigidas a registrar ese contenido, mediante su grabacién

3 La Ministra instructora adujo que para atender esto los Jueces deben considerar:

1. Cuando el criterio se emita en un caso en el que el Estado Mexicano haya sido parte, la apli-
cabilidad del precedente al caso especffico debe determinarse con base en la verificacién de la
existencia de las mismas razones que motivaron el pronunciamiento;

2. Entodos los casos en que sea posible, debe armonizarse la jurisprudencia interamericana con
la nacional; y

3. De ser imposible la armonizacién, debe aplicarse el criterio que resulte mds favorecedor para
la proteccién de fos derechos humanos de las personas, entendiendo que cuando en la Constitucién
Federal haya una restriccién expresa al ejercicio de los derechos humanos, se deberd estar a lo que
indica la norma constitucional.
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y escucha, como cualquier ofro elemento del proceso comuni-
cativo, como son el destino de las llamadas que salen o el origen
de las que ingresan, la identidad de los interlocutores, la fre-
cuencia y la hora de su duracién, aspectos que pueden consta-
tarse sin necesidad de registrar el contenido de la llamada
mediante la grabacién de las conversaciones, la Ministra reiteré
que la facultad de la que versan los articulos tildados de inconsti-
tucionales no estd dirigida a una persona en lo particular, ni
tiende a obtener informacién sobre el contenido de sus comu-
nicaciones, sino que es un instrumento limitado a la investigacién
de algunos delitos, que busca evitar que se continden perpetrando

en perjuicio de las victimas.

Por otra parte, la ponente sefialé que a pesar de que el Alto
Tribunal no considera que la facultad de mérito sea restrictiva
del derecho a la vida privada por su propia naturaleza y alcance,
para la Corte Interamericana este derecho no es un absoluto y, por
tanto, puede restringirse por los Estados siempre que las injeren-
cias no sean abusivas o arbitrarias; sin embargo, éstas deben
preverse en la ley, perseguir un fin legftimo y ser necesarias en una
sociedad democrdtica, requisitos que se cumplen tratandose de
la atribucién del procurador o sus delegados de localizar los
equipos.

Ello es asi, porque esa facultad se prevé en la ley, en donde
se establecen las autoridades autorizadas para ejercerla y las
condiciones para ello, al acotarse a las investigaciones de delitos
expresamente enunciados; ademds, debe solicitarse por escrito,
dejarse constancia en autos de la solicitud, mantenerse en sigilo

y, finalmente, se sefiala la sancién aplicable a la autoridad
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investigadora que utilice los datos e informacién para fines
distintos.

Por tanto, la Ministra afirmé que, en el caso, se satisfacian
los requisitos de legalidad, se perseguia un fin legitimo, en orden
a los bienes que se pretenden salvaguardar, y que la facultad
era adecuada para lograrlo al dotar a la autoridad investigadora

de un instrumento para la eficaz persecuciéon de los delitos.

En relacién con esto Gltimo, la CNDH argumenté que la tan
referida facultad es desproporcionada, pues aun cuando en el
dictamen de las iniciativas de reforma de donde emanaron
las disposiciones cuestionadas, se infiere que persiguen un fin
legitimo, ello no era asi, pues para alcanzarlo no era factible
transgredir los derechos de certeza, seguridad juridica, legalidad
y privacidad.

Sobre este argumento, la Ministra precisé que, como se habia
evidenciado en pdrrafos previos, las normas impugnadas no
tenian ese alcance, por lo que no vulneraban los derechos fun-
damentales, en virtud de que los delitos establecidos en el articulo
133 Quéter del CFPP son considerados graves, excepto el de
amenazas, ya que los bienes juridicamente tutelados en cada
caso, como la vida, la seguridad, la libertad e integridad fisica
de las personas y la salud piblica, justifican la necesidad de
esa facultad, precisamente, por la particular proteccién que mere-
cen, en aras de mantener el orden publico, la paz social, y evitar
que tales delitos se sigan perpetrando, lo cual no quiere decir que
la autoridad ministerial, para ejercerla, no se ajuste a los pard-
metros constitucionales y satisfaga los requisitos legales, de
certeza y seguridad juridicas.
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iii. Violacién a los articulos 11 de la Convencién Americana
sobre Derechos Humanos, 17 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Politicos, 12 de la Declaracién Universal
de Derechos Humanos y 16 de la Convencién sobre los

Derechos del Nifio

Por otra parte, la CNDH también invocé la violacién a los articu-
los 11 de la Convencién Americana sobre Derechos Humanos, 17
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, 12 de la
Declaraciéon Universal de Derechos Humanos y 16 de la Con-

vencién sobre los Derechos del Nifo.3*

Previamente al estudio de este argumento, la Ministra po-
nente se refirié a la facultad de la CNDH para promover la
accién en contra de esas normas;*® luego analizé el contenido
de las disposiciones que considerd vulneradas, en donde con-

cluyd que los articulos impugnados no tienen por objeto interferir

34 Preceptos, que respectivamente establecen:

"Articulo 11. Proteccién de la Honra y de la Dignidad

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarios o abusivas en su vida privada, en la de su
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputacién.

3. Toda persona tiene derecho a la proteccién de la ley contra esas injerencias o esos ataques."

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos

"Articulo 17

1. Nadie seré objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio
o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputacién.

2. Toda persona tiene derecho a la proteccién de la ley contra esas injerencias o esos ataques.”

Declaracién Universal de Derechos Humanos

"Articulo 12

Nadie serd objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputacién. Toda persona tfiene derecho a la
proteccién de la ley contra tales injerencias o ataques.”

Convencién sobre los Derechos del Nifio

"Articulo 16

1. Ning0n nifio serd objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su
domicilio o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputacién.

2. El nifio tiene derecho a la proteccién de la ley contra esas injerencias o ataques.”

35 Articulos To. y 105, fraccién Il inciso g), constitucionales.
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en la vida privada de las personas, en la de su familia, domicilio
o correspondencia.

Resalté que debe considerarse nuevamente la interpretacién
referida por la Corte Interamericana respecto al articulo 11 de
la Convencién Americana, al resolver el caso Escher y otros vs.
Brasil, pues a pesar de que dicho érgano amplia la tutela de ese
articulo a una serie de conductas vinculadas con las comunicacio-
nes telefénicas, la facultad conferida por el numeral 133 Quédter
del CFPP al Procurador General de la RepUblica o a los servidores
pUblicos en quienes la delegue y la correlativa obligacién de co-
laboracién impuesta por el articulo 40 Bis de la LFT no tienen
correspondencia con esas conductas, ni siquiera en el caso de
la interpretacién de la Corte relativa a "cualquier ofro elemento
del proceso comunicativo mismo, por ejemplo, el destino de las
llamadas que salen o el origen de las que ingresan", pues dado
el contexto de esa inferpretacién, ésta se entiende orientada a
indagar sobre aspectos de la vida privada de las personas, y asi
es como se les considera una injerencia; sin embargo, ése no
es el objeto de la atribucién prevista en el mencionado articulo
133 Qudter, puesto que no se dirige a una persona en lo par-
ticular, ni tiende a obtener informacién sobre el contenido de
sus comunicaciones, sino que constituye un instrumento de la auto-
ridad investigadora para la persecucién de ciertos delitos taxa-

tivamente ahi sefalados.

Atento a lo anterior, la Ministra determiné como infundados
estos conceptos de invalidez, para lo cual reiteré que lo que
autoriza a la autoridad ministerial el multicitado arficulo 133
Qudter del CFPP, aungue pudiera implicar la posible intromisién
a la vida privada de las personas, esto seria razonable y propor-
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cional con el fin constitucionalmente legitimo que se busca, que
ademds estd justificado.3¢

En puntos concretos, la justificacién de dicha atribucion es
porgue: 1) persigue un fin legitimo, al facilitar la investigacién y
persecucién de los delitos que taxativamente enuncia, por el uso
de tecnologias en materia de telecomunicaciones y por los bienes
que juridicamente tutela; 2) resulta idénea, al ser un medio apto
para alcanzar el fin que persigue, considerando que estos apa-
ratos son los habitualmente utilizados para la comisién de los
delitos por la delincuencia organizada, lo que hace necesario
el uso de la tecnologia adecuada para su eficaz investigacién y
persecucién, lo que se refuerza con el hecho de la oportunidad
con que es necesario actuar para salvaguardar los derechos de
las victimas y, en general, de la sociedad; 3) es una medida nece-
saria, por ser una herramienta eficaz en la investigacién y per-
secucién de los delitos; y 4) es proporcional en estricto sentido, pues
la posible restriccién se compensa con la importancia de los
bienes juridicamente protegidos y por la conservacién del orden
pUblico y la paz social que se requieren para consolidar un Estado
democrdtico de derecho, respecto de lo que debe ceder el interés
particular.

Finalmente, la Ministra sefialé que aun cuando, por regla
general, toda invasién al derecho a la privacidad requiere una

36 Sobre este punto se refirié a las tesis Ta. CCCXIl/2013 (10a.} y 1a. CCXV/2013 (10a.). de
rubros, respectivamente: 'INTENSIDAD DEL ANALISIS] DE CONSTITUCIONALIDAD Y USO DEL
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. SU APLICACION EN RELACION CON LOS DERECHOS
HUMANOS" y "DERECHOS HUMANOS. REQUISITOS PARA RESTRINGIRLOS O SUSPENDER-
LOS CONFORME A LOS ARTICULOS 10. DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANQS Y 30 DE LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS', pu-
blicadas en el Semanario Judicial de la Federacién y su Gaceta, Décima Epoca, Libro XXV, octubre
de 2013, Tomo 2, pdgina 1052; Registro digital: 2004712, y Semanario... op. cif., Décima Epoca,
Libro XXII, julio de 2013, Tomo 1, pagina 557; Registro digital: 2003975.
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orden judicial, acorde con los criterios de la Suprema Corte y del
sistema interamericano de derechos humanos, sélo puede pres-
cindirse de tal orden en los casos de urgencia, como son: 1) cuando
se pongan en riesgo la vida o integridad fisica de las victimas
del delito, o bien, 2) cuando exista riesgo de que se oculte o de-
saparezca el objeto del delito.

Por tanto, los articulos impugnados son constitucionales sélo
cuando se apliquen en esos supuestos de excepcién, hecho que
deberd motivar suficientemente la autoridad competente, ya
que si bien en algunos casos la geolocalizacién debe dictarse con
premura para proteger a las victimas o preservar la identifica-
cién del lugar en que se origina una llamada, ello no exime a
la autoridad ministerial de su obligacién constitucional de fundar
y motivar sus actos, a través de: 1. Instruir al personal técnico
que corresponda, para que razone la excepcionalidad del caso,
dado el tipo de delitos que se investiga; 2. La averiguacién previa
en la que se provee la medida, y 3. Las condiciones facticas que
revelen la eventualidad de dafio a las personas o del ocultamien-
to de datos para esclarecer los hechos de la investigacién; donde,
como lo sefiala el propio articulo 133 Qudter del CFPP, la
autoridad debe dejar constancia en el expediente, mantener en
sigilo la informacién hasta el momento procesal oportuno, de
forma que ni el concesionario o permisionario del servicio puedan
acceder a ella.¥’

% Los temas abordados en los incisos a} a c), en cuanto al reconocimiento de validez de los
arffculos 133 Qudter del CFPP y 40 Bis de la LFT, se aprobaron por mayorfa de ocho votos de los sefiores
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena en contra de las consideraciones, Luna Ramos, Franco Gonzélez
Salas en contra de las consideraciones, Zaldivar Lelo de Larrea en contra de las consideracio-
nes, Pardo Rebolledo, Aguilar Morales con salvedades, Pérez Daydn y el, entonces, Presidente Silva
Meza con salvedades. Los sefores Ministros Cossio Diaz, Valls Herndndez y Sanchez Cordero de
Garcia Villegas votaron en contra; por lo que se obtuvo una mayorfa de cinco votos a favor de las
consideraciones que sustentan el referido reconocimiento de validez.
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d) Andlisis del segundo concepto de invalidez

En este concepto, la CNDH manifesté que el articulo 16, fracciéon
I, apartado D, de la LFT, al permitir varias interpretaciones viola
las garantias de legalidad, certeza y seguridad juridica, ademdés
del derecho a la privacidad o a la vida privada, consagrados en
los articulos 16 de la Constitucién Federal, 11 de la Convenciéon
Americana sobre Derechos Humanos, 17 del Pacto Internacional
de Derechos Civiles y Politicos, 12 de la Declaracién Universal de
Derechos Humanos y 16 de la Convencién sobre los Derechos
del Nifo. De igual manera que adiciona un supuesto més de
procedencia —consistente en "algin delito grave'— a los ya pre-
vistos por el articulo 133 Qudter del CFPP para el ejercicio de la
facultad de solicitar la ubicacién geogréfica de equipos de comu-
nicacién movil.

Sobre este punto sefiala que se advierten dos posibles esce-
narios de interpretacién; en el primero, se parte de que el objetivo
del CFPP fue establecer limitativamente los supuestos de proceden-
cia para ejercer tal facultad, ello al disponer el precepto tildado
de inconstitucional, que los interesados en participar en una
concesién de bandas de frecuencia del espectro, incluirdn las accio-
nes coordinadas con la autoridad para combatir los delitos de
extorsién, amenazas, secuestro en cualquiera de sus modalidades
o algin delito grave o relacionado con la delincuencia organiza-
da, lo cual, ajuicio de la CNDH, crea un entorno de incertidumbre
e inseguridad sobre los alcances de esa atribucién, particular-
mente, sobre si sélo procede respecto de los delitos que establece
el CFPP, o también respecto de otros delitos graves.

En el segundo escenario, la CNDH aduce que puede tenerse
como premisa que el CFPP prevé un listado de los delitos respecto
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de los cuales procede dicha facultad, los que, en una interpre-
tacién sistemética, se amplian por el artfculo 16 impugnado,
con lo que se llegaria al extremo de considerar que tal atribucién
también puede ejercerse en investigaciones relacionadas con cual-
quier delito grave, lo que resultaria desafortunado desde la pers-
pectiva del derecho a la privacidad o a la vida privada.

Atento a lo anterior, solicité la invalidez del referido precepto
0, que en una interpretacion conforme, el Alto Tribunal establezca
la que debe darse a la norma, a fin de evitar que la autoridad
investigadora incurra en excesos.

Para responder a este argumento, la Ministra instructora se
refirié al contenido del articulo 16 impugnado, a saber:

Para llevar a cabo el procedimiento de licitacién publica a que
se refiere el articulo 14 de esta Ley, la Secretaria publicard en
el Diario Oficial de la Federacién y en un periédico de la enti-
dad o entidades federativas cuya zona geogrdfica sea cubierta
por las bandas de frecuencia objeto de concesién, convo-
catoria para que cualquier interesado obtenga las bases
correspondientes.

Las bases de licitacién pdblica incluirdn como minimo:

I. Los requisitos que deberdn cumplir los interesados para
participar en la licitacién, entre los que se incluiran:

D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las accio-
nes coordinadas con la autoridad correspondiente, que per-
mitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro
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en cualquiera de sus modalidades o algin delito grave o
relacionado con la delincuencia organizada...

Este precepto enuncia, entre los requisitos que deben cumplir
los interesados en participar en los procesos de licitacién piblica
para la concesién sobre bandas de frecuencias del espectro para
usos determinados, a que se refiere el articulo 14 de la LFT,38
tratdndose de los servicios de telecomunicaciones, aquellas
acciones que en coordinacién con la autoridad correspondiente,
permitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro
en cualquiera de sus modalidades o algin delito grave o rela-
cionado con la delincuencia organizada.

Lo anterior, sefialé la Ministra, se trata de una propuesta de
acciones que deben presentar los interesados en obtener una
concesién, como un requisito para participar en el proceso lici-
tatorio, lo que no implica que se le confieran facultades a la
autoridad ministerial, de forma que se amplien los delitos en
cuya investigacién puede ejercer la facultad prevista en el articulo
133 Qudter del CFPP, ni tampoco que tenga algdn alcance
sobre los particulares, cuyos derechos fundamentales pudieran
verse vulnerados.

Asi, precisé que se refiere al énfasis que el legislador imprimié
en la disposicién, al tratarse de conductos ilicitas de mayor en-
tidad por su gravedad; ademds del mayor compromiso y deber
de colaboracién de los particulares que pretenden participar en
el proceso de licitacién de concesiones sobre bandas de frecuencia

38" Articulo 14.- Las concesiones sobre bandas de frecuencias del especiro para usos determinados
se oforgardn mediante licitacién pUblica. El Gobiemno Federal tendra derecho a recibir una contra-
prestacién econémica por el otorgamiento de la concesién correspondiente.”
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del espectro radioeléctrico, con las autoridades encargadas de
la investigacién y persecucién de los delitos.

Esto, aunado a que la adicién del apartado D a la fraccién
| del articulo impugnado data de otra reforma a la LFT, como
se advierte del Articulo Unico del Decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federacién el 9 de febrero de 2009.% Por tanto, su
origen no se vincula con la adicién del articulo 133 Quéter del
CFPP, con el cual pueda establecerse ofro alcance, aparte
del mencionado deber de colaboracién de las empresas conce-
sionarias o permisionarias de los servicios de telecomunicaciones
con la autoridad ministerial. En atencién a ello, la Ministra po-
nente determiné infundado este concepto de invalidez.*

3. SENTIDO DE LA RESOLUCION

A partir de los razonamientos vertidos en la resolucién el Pleno
de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién determiné: 1) pro-
cedente, pero infundada la accién de inconstitucionalidad; v,
2) validos los articulos 133 Quéter del CFPP, 16, fraccién |,
apartado D y 40 Bis de la LFT.

% El cual dispone: "Articula Unico. Se reforman los articulos 52; 64, fraccién XV, y se adicionan
una fraccién Xlil, recorriéndose la actual Xlil para pasar a ser XV al articulo 7; un inciso D a la
fraccién |, recorriéndose el actual D para pasar a ser E, al articulo 16; las fracciones XI, Xil, Xlil, XIV
y XV al articulo 44; una fraccién XVI, recorriéndose la actual XVI para pasar a ser XVl al articulo 64
y una fraccién Vl al apartado A del articulo 71 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, para quedar
como sigue: [...] Articulo 16. ... I. ... A. ... B. ... C. Las especificaciones técnicas de los proyectos;
D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las acciones coordinadas con la autoridad
correspondiente, que permitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro en cualquiera
de sus modalidades o algin delito grave o relacionado con la delincuencia organizada, ast como
las medidas necesarias para llevar un registro pormenorizado y preciso sobre los usuarios de teléfo-
nos méviles, asf como los nuevos cuentahabientes de este servicio, con la debida proteccién de
datos, y [...]".

40 Concepto de invalidez aprobado por mayorfa de ocho votos de los sefiores Ministros Gutiérrez
Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco Gonzélez Salas, Zaldivar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Aguitar
Morales, Pérez Daydn y el, entonces, Presidente Silva Meza; donde los sefiores Ministros Cossio Diaz,
Valls Herndndez y Sénchez Cordero de Garcia Villegas votaron en conira.
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I1l. CONCLUSIONES

* Los articulos 133 Quéter del CFPP y 40 Bis de la LFT,
adicionados mediante decreto publicado en el DOF el
17 de abril de 2012, al prever, respectivamente, la facul-
tad del Procurador General de la Republica para solicitar
a los concesionarios o permisionarios del servicio de
telecomunicaciones la localizacién geogréfica, en tiempo
real, de los equipos de comunicacién mévil asociados
a una lineq, relacionados con investigaciones de delin-
cuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro,
extorsion o amenazas, y la obligacién de aquéllos de
colaborar con las autoridades en dicha localizacién, no
violan el derecho humano a la privacidad, ni las garan-
tias de legalidad y seguridad juridica.

* Esa localizaciéon no constituye la intervencién de las
comunicaciones que se realicen en dichos delitos, ni del
registro de las llamadas.
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Esta facultad se realiza mediante la tecnologia disponible
en materia de telecomunicaciones con que deben contar
los concesionarios o permisionarios del servicio, y se ubica
en las actividades y diligencias propias de las atribucio-
nes que tiene el Ministerio Pdblico Federal para la inves-
tigacién de los delitos, con la cual se facilita y hace mas
eficoz la persecuciéon de éstos.

Dicha accién de localizacién, se justifica para proteger
el orden poblico, la paz social, los derechos a la vida e
integridad fisica y psicolégica de las personas, aunque
su ejercicio pudiera implicar la restriccién a la vida pri-
vada de una persona, pues ésta debe ceder para pre-
servar esos derechos y permitir la eficaz investigacién de
los delitos.

Esta facultad no exenta a la autoridad ministerial de las
obligaciones constitucionales impuestas en el ejercicio
de la investigacién y persecucién de los delitos y de sa-
tisfacer los requisitos legales, de certeza y seguridad
juridicas.

Los articulos referidos sélo son constitucionales cuando la
autoridad ministerial cumpla con su obligacién cons-
titucional de fundar y motivar sus actos, e: 1. Instruya al
personal técnico para que razone la excepcionalidad
del caso, dado el tipo de delitos investigados; 2. Emita
la averiguacién previa en la que se provea la medida,
y 3. Sefale las condiciones fécticas que revelen la even-
tualidad de dafio a las personas o del ocultamiento de
datos para esclarecer los hechos de la investigacion.
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* Elarticulo 16, fraccién |, apartado D, de la LFT, también
reformado mediante el mencionado decreto, no viola el
derecho humano a la privacidad, ni las garantias de
legalidad y seguridad juridica, ya que lo Gnico que esta-
blece es la colaboracién de los concesionarios con la
autoridad para la persecucidon de esos tipos penales.
Esta Gltima norma no confiere més facultades a la auto-
ridad ministerial para que amplie los delitos en cuya
investigacién puede ejercer la facultad del articulo 133
Qudter, con lo cual tampoco se tiene algin alcance sobre
los particulares, cuyos derechos fundamentales pudieran
verse vulnerados.

DR © 2015. Universidad Nacional Autdnoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM
www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?I=4060

IV. VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL
MINISTRO JOSE RAMON COSSIO DIiAZ EN

LA ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD
32/2012*

oto particular que formula el Ministro José Ramén Cossio
Diaz en la accién de inconstitucionalidad 32/2012.

En sesién de fecha 16 de enero de 2014, el Pleno de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nacién resolvid, por mayoria de
ocho votos, reconocer la validez de los articulos 133 Quéter del
Cédigo Federal de Procedimientos Penales y 40 Bis de la Ley
Federal de Telecomunicaciones en el asunto citado al rubro.
Al respecto, la Comisién Nacional de Derechos Humanos, quién
impugnd los articulos referidos, considerd que eran inconstitu-
cionales por violar el derecho humano a la privacidad al otorgar
facultades discrecionales e ilimitadas a los procuradores gene-
rales de la Republica y de las entidades federativas para ordenar

* Gaceta del Semanario Judicial de la Federacién., Libro 6, mayo de 2014, Tomo [, pagina 151;
Registro digital: 41402.
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la localizacién geogréfica de una persona en tiempo real sin
mediar mandamiento judicial, que funde y motive la causa legal.

El articulo 133 Quéter del Cédigo Federal de Procedimientos
Penales impugnado, otorga al procurador general de la Repu-
blica la facultad de solicitar a los concesionarios o permisionarios
del servicio de telecomunicaciones, la localizacién geogréfica
en tiempo real de los equipos de comunicacién mévil asociados
a una linea que se encuentren relacionados con investigaciones
de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro,
extorsibn o amenazas.

Por su parte, el articulo 40 Bis de la Ley Federal de Teleco-
municaciones establece la obligacién de los concesionarios para
colaborar con las autoridades en la localizacién geogrdfica, en
tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a
una linea que se encuentren relacionados con investigaciones
respecto de los delitos mencionados en el pérrafo anterior.

I. Razones de la mayoria

A continuacién expongo, en sintesis, los argumentos de la
mayoria. En primer lugar, se afirmé que la medida establecida
en los articulos impugnados al no tener como efecto disminuir
o suprimir en forma definitiva un derecho no se trata de un acto
privativo de los regidos por el articulo 14 constitucional sino de un
acto de molestia. Por lo que los actos en ejercicio de la referida
facultad deben regirse de acuerdo con lo que dispone el articulo
16 constitucional sin que sea necesaria la intervencién judicial.

En segundo lugar, se consideré que con base en las ... fa-
cultades que la Constitucién Federal y las leyes confieren al
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Ministerio Pdblico, cabe concluir que la localizacién de un equipo
de comunicacién mévil asociado a una linea se inserta dentro de
las actividades y diligencias propias de la investigacién de los
delitos que la ley le confiere al Ministerio PUblico, mediante tec-
nologias disponibles en materia de telecomunicaciones, con las
que deben contar los concesionarios o permisionarios del ser-
vicio, que tienden a facilitar y hacer més eficaz la persecucién
de delitos que lastiman de manera singular a la sociedad ..."

En tercer lugar, se argumenté que la medida impugnada se
establecié para fortalecer las herramientas de la autoridad mi-
nisterial en el combate de los delitos previstos en el propio articulo
y en busca de la consolidacién de un marco legal que permita al
Estado Mexicano investigar con mayor eficacia dichos delitos.
En este sentido, consideraron que a esta medida subyace la
proteccién al orden publico y la paz social, asi como la tutela a
los derechos de la vida e integridad fisica y psicolégica de las
personas, lo que justifica a plenitud la facultad que se autoriza
al procurador general de la Repiblica.

En cuarto lugar, en cuanto a la posible restriccién del derecho
a la privacidad, consideraron que este derecho debe ceder al
interés de preservar el orden publico y la paz social, garantizar
la proteccién de los derechos de la vida e integridad fisica y
psicolégica de las personas y la eficaz investigacién de los delitos.
Adicionalmente, se argumenté que la medida impugnada no
implica la intervencién de comunicaciones ni registro de llamadas
porque la misma Unicamente se acota a la ubicacién del lugar
que proviene una llamada realizada a través de un equipo mévil
asociado a una linea. En otras palabras, la localizacién geogra-
fica de equipos de comunicacién mévil asociados a una linea no
se encuentra dirigida a una persona individualmente determinada,
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por lo que no tiene alcance de vulnerar derechos humanos. Si bien
la ubicacién del lugar donde proviene una llamada encami-
nard la investigacién hacia las personas que utilicen o detenten
la posesiéon de los aparatos y su probable participacién en el
hecho que se indaga, de esto no se sigue la vulneracién al dere-
cho a la privacidad y otro derecho fundamental porque de pro-
ceder alguna otra medida en orden a dicho fin, la misma queda
sujeta a las reglas y formalidades que las leyes respectivas
establezcan.

Adicionalmente, en relacién con el derecho a la privacidad,
se dijo que aun cuando el articulo 133 Quéter del Cédigo Fe-
deral de Procedimientos Penales pudiera implicar una intromisién
a la vida privada de las personas, la misma resulta razonable y
proporcional con el fin constitucionalmente legitimo que se busca
y también justificada. En este sentido, i) el fin legitimo es facilitar
la investigacién y persecucion de delitos; ii) se considera un medio
tecnolégicamente idéneo para la investigacién del tipo de delitos
para los que estd establecida la medida; iii) la figura es necesaria
porque de otra forma la investigacién podria verse menoscaba
o limitada; vy, iv) es proporcional porque la posible restriccién
que supone se ve compensada por la importancia de los bienes
juridicamente protegidos y en aras de mantener el orden piblico
y la paz social.

Por 0ltimo, se afirmé que si bien es cierto que, por regla
general, toda invasién al derecho a la privacidad requiere una
orden judicial, conforme a los criterios de este Alto Tribunal y
del sistema interamericano de derechos humanos, sélo puede
prescindirse de dicho requerimiento en casos en los que se pon-
gan en riesgo la vida o infegridad fisica de las victimas del delito o
cuando exista riesgo de que se oculte o desaparezca el objeto
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del delito. En este sentido, se afirmé que las normas impugnada
son constitucionales si y sélo si se interpreta que las mismas tiene
aplicacién Onicamente en estos supuestos de excepcién, lo
que deberd estar suficientemente motivado por la autoridad
competente.

Il. Razones del disenso

En primer lugar, mi divergencia general respecto de los
argumentos de la mayoria parte de distintas concepciones de la
Constitucién y del entendimiento del articulo 10. constitucional
en vigor. Los argumentos en favor de la validez de los articulos
parten de la existencia de la facultad de la PGR para solicitar la
geolocalizacién en tiempo real de los aparatos celulares como
parte de una investigacién ministerial y, a partir de ahf entender
los derechos establecidos en la Constitucién como el derecho a
la privacidad cémo un limite a la mencionada facultad. Mi en-
tendimiento del asunto es en sentido completamente inverso.
La facultad de solicitar la investigacién no se encuentra otorgada
como parte de la facultad de investigacién de delitos contenida
en el articulo 21 constitucional, sino que la entiendo como ex-
tensién, por la evolucién tecnolégica, de las facultades de irrup-
cién en la vida privada expresamente establecidas en la misma
(por ejemplo: el cateo o la intervencién de comunicaciones).

En este sentido, creo que lo que la razonabilidad de esta
intervencién debié justificarse delito por delito y no en un listado
de delitos como lo hace el articulo impugnado. Lo anterior, porque
que los mismos obedecen a una razonabilidad diferenciada. Por
eiemplo, cuando se menciona el delito de secuestro, donde existe
una victima concreta y determinada. Tal vez en relacién con ese
delito la argumentacién de necesidad y urgencia pueda ser mds
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sencilla y requiera de menos elementos que los demds delitos
del listado; sin embargo, la medida no estd justificada asi, sino
en general, sin una especificacion de la necesidad de cada uno de
ellos. La estructura de la medida establecida en el articulo impug-
nado juega en contra de su posibilidad de justificacién razonable
y proporcional. Cada uno de los supuestos deberia estar dife-
renciado y permitir una argumentacién particular para su
justificacién por parte del legislador: una argumentacién dedi-
cada, especifica y particular a cada uno de los delitos. De otro
modo, entramos —como se hizo en la sentencio— en un falso
juego de "ponderar” o "balancear” distintos derechos, cuando esta
operacién no puede hacerse dado el modo como estd estructu-
rada la medida.

En este sentido, el punto de partida no es la facultad, sino
el derecho humano y debe ser el legislador ordinario el que
justifique la necesidad constitucional, asi como la razonabilidad
y la proporcionalidad de la medida. En cuyo caso debe referirse
de manera especifica a cada uno de los delitos y no simplemente
a una autorizacién general para un listado de ellos. Es decir, el
punto de partida debe ser el derecho humano; el cual no debe
justificarse frente a una facultad otorgada por el legislador a una
avtoridad investigadora.

En segundo lugar, considero que el andlisis en el sentido de
que no estamos frente a actos privativos, sino a actos de molestia,
porque la investigacién ministerial y la autorizacién para la
localizacién de equipos méviles, no priva de manera definitiva
de sus derechos a los gobernados, no es el que debe realizarse
para confestar la pregunta acerca de la afectacién al derecho
a la privacidad. Esto es asf porque nos encontramos frente a una
accién abstracta de inconstitucionalidad, donde la naturaleza
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del acto y sus alcances en un caso concreto no trascienden al
andlisis de la norma en su contraste directo con la Constitucién.

En este andlisis abstracto de la constitucionalidad de las
normas impugnadas, la tesis de distincién entre actos privativos
y actos de molestia, no me parece aplicable, ya que lo que debe
analizarse de manera directa es la formulacién de la norma y
su potencial afectacién a un derecho humano, asi como su
posible justificacién constitucional, en donde no influye la natu-
raleza del acto de autoridad, en los términos que presenta la
sentencia. En este sentido, si bien es cierto que la facultad ge-
nérica de investigacién de delitos se encuentra en el articulo 21
constitucional, también es cierto que esta facultad no puede
irrumpir en el dmbito de derechos del individuo de forma arbi-
traria sin que exista supuesto expreso en la Constitucién, como
en el caso de cateos o infervencién de comunicaciones privadas
o aun en casos en donde por extensién admitimos acciones de
investigacién, como es el caso de revisiéon de informacién en te-
léfonos celulares asegurados, caso similar al que nos ocupa.
En este segundo tipo de casos en los cuales no existe facultamiento
constitucional expreso, debemos ser ain mds cuidadosos y man-
tener como condicién minima y fundamental las mismas salva-
guardas que para los supuestos expresamente establecidos en
la Constitucién. Por ello, creo que lo que debié haberse justifi-
cado por el legislador ordinario que emitié la norma impugnada,
no solamente en la exposicién de motivos, sino en el texto mismo
de la norma, o en su interpretacién sistemdética, es que la facultad
que le otorga al Procurador General de la Repiblica, cumple
con la exigencia general de la Constitucion de someter los actos
de investigacién ministerial, especificamente establecidos en la
Norma Suprema o por extensién a control judicial. Lo anterior
me lleva a considerar que todo acto que pueda considerarse por

DR © 2015. Universidad Nacional Autdnoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas

75



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM
www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?1=4060

76

GEOLOCALIZACION DE EQUIPOS DE COMUNICACION MOVIL, EN TIEMPO REAL...

extensién como facultad constitucional de investigacion de las
procuradurias, debe tener como salvaguarda minima el control
judicial previo, y no puede soslayarse o superarse esto mediante
una consideracién de razonabilidad o ponderacién como se hace
en la ¢ltima parte del considerando quinto de la sentencia.

Si bien es correcta la afirmacién de la sentencia, de que los
derechos no son ilimitados, la irrupcién o limitacién de un de-
recho como es el de la privacidad, cuando esta facultad no se
encuentra expresamente establecida en la Constitucién, sino
que se considera posible por extension de las existentes, no puede
considerarse constitucional, si la misma no cuenta con un mini-
mo control para evitar su uso indiscriminado por parte de la
autoridad persecutora. Para mi justamente la potencial vulnera-
cién a un derecho fundamental, lo que me lleva en el andlisis
abstracto de la medida y en el andlisis de la estructura constitu-
cional del derecho a la privacidad, a sostener no la inconstitucio-
nalidad en todos los casos de la medida, sino en la necesidad
de su control por parte de un Juez, evitando que el control sea
posterior, una vez que ya ha sido vulnerado el derecho y existen
elementos que ya no son restituibles en su goce.

En tercer lugar, me parece que la distincién entre el objeto
y la persona para determinar que no puede haber vulneracién
de derechos fundamentales, en este caso del derecho a la priva-
cidad, no hace sentido. Cuando se esté localizando a un aparato
celular a través de una linea determinada, no estamos locali-
zando solamente al aparato, como si se tratara de un servicio
de localizacién de objetos perdidos (como funcionan ciertos
servicios de localizacién en caso de robo de teléfonos o tabletas),
sino que la finalidad es localizar a la persona portadora del
aparato asignado a una linea. Cuando las lineas se convierten
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en un accesorio de la persona gracias a la portabilidad numé-
rica, es muy dificil afirmar que la localizacién del aparato que
le corresponde a través de la linea telefénica es simplemente la
localizacién de un "objeto". Esto serfa como afirmar que cuan-
do la Constitucién en su articulo 16 protege la correspondencia
que circula bajo cubierta por estafeta, lo que estd protegiendo
es al sobre y a la carta y no el derecho a la privacidad de la
persona que emite la comunicacién que se encuentra dentro de
ese sobre.

Por ¢ltimo, decir que la norma impugnada no es inconstitu-
cional si se entiende que en la aplicacién de la norma la auto-
ridad sélo puede actuar en los casos de excepcidn y siempre que
exista motivacién y fundamentacién, no resuelve el problema de
que la autoridad no tiene facultades constitucionales, y sigue fun-
déndose en la idea central de la facultad de investigacién del
Ministerio Pdblico y no en el derecho humano a la privacidad.

En conclusién, en mi opinién el punto de partida del andlisis
debe ser el derecho humano que protege la Constitucién y no
la facultad de la autoridad. En abstracto, este derecho nos tiene
que llevar hacia la consideracién de que toda medida legislativa
es inconstitucional siempre que potencialmente vulnere este
derecho y no exista una justificacién de su necesidad constitu-
cional, razonabilidad y proporcionalidad, no en un conjunto de
casos, supuestos o delitos, sino razonado para cada uno de ellos,
permitiendo a este Tribunal un control particular con el que
se permita su examen pormenorizado y se evite una justificacién
de un supuesto por ofro.

Aun siendo sensible a las condiciones sociales y politicas, y
en particular, de seguridad del Estado Mexicano como condicién
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factica, éstas no pueden llevarme a constituir una razén de jus-
tificacién general de la medida impugnada, menos adn como
una facultad del legislador ordinario. En un momento dado, esta
situacién podria explicar una eventual modificacién de la propia
norma constitucional, o la declaracién de suspensién de garan-
tias o derechos humanos ahora, pero nunca la justificacién de
la norma ordinaria que va mds alld del propio sistema de dere-
chos y facultades que la Constitucidn reconoce y pretende hacer
operativas y eficaces.

Es por todo lo anterior que voté en contra de declarar la
validez del articulo 133 Qudter del Cédigo Federal de proce-
dimientos penales y el articulo 40 Bis de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones.

Este voto se publicé el viernes 30 de mayo de 2014 a las
10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federacién.
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V. VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA
EL MINISTRO ALFREDO GUTIERREZ
ORTIZ MENA EN LA ACCION DE
INCONSTITUCIONALIDAD 32/2012*

oto concurrente que formula el Ministro Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena en la accién de inconstitucionalidad 32/2012,
resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-

cién, en sesién de dieciséis de enero de dos mil catorce.

Coincido con la decisién de la mayoria de los Ministros de
que los articulos 133 Qudter del Cédigo Federal de Procedimien-
tos Penales, 16, fraccién |, apartado D y 40 Bis de la Ley Federal
de Telecomunicaciones no violan el derecho a la intimidad de
las personas; sin embargo, estimo necesario precisar las consi-
deraciones que me llevan a separarme de algunos de los razo-

namientos suscritos por la mayoria.

* Gaceta... op. cit., Libro 6, mayo de 2014, Tomo |, pdgina 156; Registro digital: 41403.

79

DR © 2015. Universidad Nacional Auténoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM

www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?I=4060
80 GEOLOCALIZACION DE EQUIPOS DE COMUNICACION MOVIL, EN TIEMPO REAL...

En cuanto a los presupuestos procesales, si bien coincido
con la determinacién de la ejecutoria de que la accién de in-
constitucionalidad es procedente respecto de los articulos 133
Qudter del Cédigo Federal de Procedimientos Penales y 40 Bis
de la Ley Federal de Telecomunicaciones, porque se trata de
normas con un contenido novedoso introducidas mediante refor-
ma publicada en el DOF el 17 de abril de 2012, ya que se
impugnaron dentro del plazo de 30 dias que establece la ley
reglamentaria, no puedo coincidir en que esta causal también
deba desestimarse respecto del articulo 16, fraccién |, apartado
D, de la Ley Federal de Telecomunicaciones.

Como se concluye en la sentencia, este Gltimo precepto legal
si bien fue introducido en el decreto de reformas publicado el
17 de abril de 2012, lo cierto es que no se trata de una reforma
normativa genuina, porque ese contenido normativo ya existia
en el sistema juridico desde la reforma publicada el 9 de febrero
de 2009. Por tanto, no existié un nuevo acto legislativo por lo que
respecta a esa porcién normativa; de ahi que su impugnacién
debié realizarse cuando esa norma fue recién promulgada, pues
serfa una contradiccién légica afirmar que una norma vigente
a lo largo del tiempo ha sido promulgada dos veces.

Esta es la posicién que he sostenido en diversos asuntos, por
ejemplo, en la accién de inconstitucionalidad 24/2012 y en la
controversia constitucional 89/2009, en los que he afirmado
una misma concepcién de lo que debe entenderse un nuevo
acto legislativo para los efectos de la oportunidad de una accién
de inconstitucionalidad. En mi opinién, no es una condicién sufi-
ciente, aunque sf necesaria de un acto legislativo su promulgacién
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y publicacién, sino la aprobacién de un contenido normativo
gue no existia previamente.

La premisa del razonamiento que me lleva disentir de la
mayoria en este apartado de la oportunidad de la accién, es
que, desde mi perspectiva, una norma juridica no se define por
su naturaleza sintdctica {(una norma no es un enunciado lingiis-
tico), sino por su naturaleza semdntica (se trata de un enunciado
lingUistico con significado), por tanto, al no existir un acto legis-
lativo en este sentido —porque no se ha reformado un enunciado
normativo linguistico con un significado distinto—, ya que el con-
tenido se ha mantenido constante en el tiempo, no puedo coincidir
en que la presente accién de inconstitucionalidad sea proce-
dente en ese aspecto.

No obstante, vinculado por la votacién de la mayoria, mi
posicién fue a favor del proyecto en reconocer la constituciona-
lidad de todas las normas impugnadas, las que, en lo principal,
establecen la facultad de la Procuraduria General de la Re-
pUblica y de las Procuradurias de los Estados de solicitar, en el
marco de una investigacién ministerial y sin autorizacién judicial,
que los permisionarios y concesionarios de telecomunicaciones
informen sobre la ubicacién de algdn equipo de comunicacién
mévil. Como lo sostuve en las sesiones, suscribo la conclusién
de la mayoria de que esta facultad no viola el derecho humano
a la privacidad o a la intimidad; sin embargo, con una aproxi-
macién interpretativa distinta.

Mi premisa inicial es que existe una preocupacién constitu-
cional de proteger la privacidad que se manifiesta en un mayor
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nUmero de preceptos constitucionales que el articulo 16 consti-
tucional considerado por la mayoria de Ministros, los que son
necesarios considerar, pues sélo reconstruyendo todos sus ele-
mentos normativos es posible establecer las condiciones de tutela
del derecho a las personas a gozar de un espacio libre de inter-
ferencias en cada caso.

En especifico, lo importante de esta visién, que atiende a
las distintas expresiones de la intimidad es apreciar las distintas
condiciones de aplicacién cuando, en cada caso concreto, se
ha de identificar qué aspecto de la intimidad se encuentra en pe-
ligroy cudl es la naturaleza de la fuente de violacién, pues existen
distintas garantias de proteccién constitucional.

Asi, por ejemplo, el derecho a la privacidad se puede re-
construir mediante la consideracién de distintos derechos huma-
nos: el derecho a la procreacion del articulo 40., el de asociacién
del articulo 90., el de la proteccién del goce de los bienes,
posesiones y libertades mediante el debido proceso en el articulo
14, la inviolabilidad del domicilio y de las comunicaciones en
los parrafos once y doce del articulo 16, todos de la Constitucion
Federal; por su parte, mediante el mandato de incorporacién del
articulo 1o. constitucional, como lo ha sostenido la Corte, es ne-
cesario destacar las normas convencionales relevantes, pues
integran un mismo pardmetro de regularidad constitucional. Asi,
destaco el articulo 11 de la Convencién Americana que protege
al individuo frente a injerencias arbitrarias o abusivas en su vida
y protege su honra y dignidad.

Todas estas normas constitucionales apuntan inequivoca-
mente a sefialar una misma preocupacién por tutelar un dmbito
de privacidad e intimidad que el Estado debe garantizar; sin
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embargo, como se aprecia del contenido de todas esas normas,
no todos los aspectos de privacidad tienen un mismo nivel de pro-
teccion ni es indiferente para la Constitucién la fuente de la
probable vulneracién, en otras palabras, es relevante identificar

el "quién" y "el para qué" de la posible injerencia.
Y

En muchas ocasiones a la Constitucién le preocupa, por
ejemplo, que el Estado garantice un espacio de intimidad familiar
y religiosa no sélo frente a injerencias estatales, sino también
del publico en general, en donde ha de existir un escrutinio es-
tricto para permitir una injerencia de algin tipo; en otros casos,
las regulaciones constitucionales se enderezan integramente a
prevenir las injerencias arbitrarias del Estado, pero no a cancelar
la posibilidad en si, como son aquellas realizadas en el contexto
de la materia penal. De manera simplificada, cabe decir que en
todos estos casos, la intimidad como derecho general tiene
distintos niveles de proteccién, dependiendo si el Estado se cons-
tituye como garante o protector del mismo frente a la sociedad
o si, por el contrario, debe ser garante frente a su propia activi-

dad, resultando relevante qué tipo de actividad se trata.

Pues bien, sobre la base de esta premisa complementada,
estoy en condiciones de determinar que la intimidad sobre la
que versa las normas impugnadas es una relacionada con las
comunicaciones de las personas y la fuente de la violacién se
identifica con la actividad del Estado en el contexto de la inves-
tigacién de una actividad criminal. Por tanto, las condiciones de
aplicacién del derecho a la intimidad son las que regulan los
instrumentos de investigacién ministerial para la persecucién de

los delitos.
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Asi, para la resolucién del caso, resulta relevante considerar
que el articulo 16 constitucional establece un derecho contra los
actos de molestia para que estos sean emitidos por autoridad
competente que funde y motive la causa legal. En otro apartado
de ese mismo precepto, se establece que las comunicaciones
son inviolables y que sélo mediante una orden judicial se pueden
intervenir si se satisfacen ciertas condiciones; lo mismo puede
decirse de la orden de cateo para la inspeccién de lugares,

objetos o personas.

La Constitucién acuerda distintos niveles de proteccién a la
intimidad de las personas frente a sus instrumentos de investi-
gacién de delitos dependiendo si se constata la existencia de una
"expectativa de privacidad legitima" de las personas. La Constitu-
cién identifica dos espacios donde esta expectativa se presupone
prima facie (i) el contenido de las comunicaciones privadas; vy,
(ii) el espacio fisico de los domicilios, inmuebles, objetos y per-
sonas. En el resto de posibilidades de intromisién imaginables
fuera de estos contextos debe determinarse caso por caso si se
constata una expectativa de privacidad.

Si el Juez constitucional determina que efectivamente existe
una expectativa de privacidad, la conclusién es la aplicabilidad
de las garantias instrumentada para evitar una injerencia arbi-
traria e injustificada: la emisién de una autorizacién judicial
mediante el cumplimiento de determinados requisitos que acre-
diten la necesidad, idoneidad y proporcionalidad. De ahi, que
se exija la existencia de una orden judicial de intervencién, en
el caso de las comunicaciones privadas y de una orden de cateo
para el caso de la intromisién de lugares o para la inspeccién
de personas y objetos. De no existir una expectativa de privacidad
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legitima, entonces, el estdndar de escrutinio constitucional se
limita al exigido a un acto de molestia.

En efecto, la premisa interpretativa es que el derecho cons-
titucional protege a personas y no lugares, esto es, la protecciéon
de las comunicaciones y de los domicilios y objetos es indirecta,
pues mediante ellas lo que se busca tutelar es la privacidad de
las personas. Por ello, estimo que el estdndar aplicable requiere
la determinacién de si existe una "expectativa de privacidad le-
gitima" para determinar cudles son las condiciones de aplicacién
del derecho de privacidad o intimidad.

Asi, se insiste, cuando se trata del domicilio de una persona,
la relacién intrinseca que existe entre este espacio y la persona
es tal, que la expectativa de privacidad se presupone y no es
materia de discusién, por ello, basta acreditar que la autoridad
pretende acceder a estas dreas de proteccién constitucional para
concluir que se debe cumplir con las garantias respectivas. En
este caso se requiere safisfacer todos los requisitos de emisién
de una orden judicial de cateo.

Sin embargo, con las comunicaciones privadas, la perspec-
tiva varia, pues es necesario una vez mds determinar los contextos
de las posibilidades de injerencias. Los contenidos de las comu-
nicaciones privadas para el articulo 16 constitucional son invio-
lables, pues ahi se genera una nitida expectativa legitima de
privacidad. Sin embargo, las actividades realizadas incidental-
mente en la actividad comunicativa requieren de precisién con-
textual. Si se realizan en estos espacios protegidos, es claro que
la expectativa de privacidad se presupone, pero cuando se realiza
en un contexto publico, es relevante determinar las formas en
que esa expectativa se puede generar de manera legitima, pues
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pueden existir aspectos en los que las personas no pueden es-
perar razonablemente que toda su actividad comunicativa sea
mantenida al margen del conocimiento pUblico, como son
aquellas comunicaciones llevadas en un espacio publico, donde
la exposicién de las acciones propias es tan alto, que no se pue-
de esperar que las comunicaciones ahi realizadas sean mante-
nidas sin que sean conocidas por las personas ahi presentes.

Para determinar si se constata una "expectativa de privacidad
legitima", se requiere determinar si las expectativas subjetivas de
los individuos de mantener algo como privado se pueden calificar
como razonables y justificados por las circunstancias en un Estado

democrético de derecho.

Aplicadas las anteriores conclusiones al caso concreto, con-
cluyo que la facultad otorgada a los Ministerios Piblicos (federal
y local) en las normas impugnadas recae sobre un dmbito en el
gue no cabe afirmar la existencia de una expectativa legitima de
privacidad, como es la localizaciéon geogréfica de los equipos

méviles de comunicacion.

Sobre la base de la aclaracién anterior, coincide con la
decisién mayoritaria cuando concluye (i) que la medida de loca-
lizacién geogrdfica de equipos méviles no tiene el efecto principal
ni incidental de acceder a los contenidos de las conversaciones,
(ii) ni proceder a la identificacién especifica de una persona, sino
a la identificacién limitada de un equipo que puede estar rela-
cionado con la comisién de un delito, el cual puede llevar a
cualquier persona relacionada con el mismo.
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Por tanto, la pregunta relevante es si existe una expectativa
de privacidad legitima sobre la sefial generada por un equipo de
comunicacién mévil para su ubicacién en un momento preciso
y efimero, sefial que no se obtiene mediante el acceso a un lugar
protegido constitucionalmente, sino que se obtiene mediante el
registro de un dato generado en la infraestructura de telecomu-
nicaciones.

En mi opinién, son tres las razones que justifican una res-
puesta negativa:

1) Las sefiales de ubicacién que envia un equipo mévil for-
man parte de un dmbito de informacién disponible para los
permisionarios o concesionarios de telecomunicaciones para
muy distintos propésitos comerciales, por tanto, a diferencia de
los contenidos de las conversaciones, no cabe esperar que esas
sefiales de ubicacién no sean conocidos por nadie; mds bien lo
contrario se presupone. Esta identificacién es importante para con-
tabilizar en alguna forma las llamadas locales y de larga distancia
y distintos servicios. Esta razén; sin embargo, no es suficiente por
si misma para justificar la conclusién, pero ayuda a ilustrar que el
espacio de intimidad del que se trata no es uno que pertenezca
a una intimidad en sentido fuerte de las personas.

2) Las sefales de ubicacién de los equipos méviles de co-
municacién forman parte de un dmbito disponible de informacién
no sélo para propésitos comerciales, sino también para una
potencial regulacién del Estado, por tanto, no puede esperarse
razonablemente que esa sefial de identificacién sea de conocimien-
to privado de quien lo usa. Incluso el articulo 27 constitucional
otorga facultades al nuevo Instituto Federal de Telecomunica-
ciones para "la regulacién, promocién y supervision del uso,
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aprovechamiento y explotacién del espectro radioeléctrico, las
redes y la prestacién de los servicios de radiodifusién y teleco-
municaciones."

3) Sobre la base de lo anterior, cabe afirmar que las redes
de telecomunicaciones sobre las cuales se generan las sefia-
les de identificacion de los equipos méviles son las autopistas
del siglo XXI, por lo que si en otras circunstancias no se ha con-
siderado que la identificacién de las placas de los automéviles
o demds rasgos de identificacién de una unidad por parte de un
agente policiaco sea equivalente a entrometerse en un espacio
en el que exista una expectativa de privacidad legitima —a di-
ferencia de la infromisién en las comunicaciones que tienen lugar
en el interior de los automéviles— no veo razén para afirmar lo
contrario en este caso. Esta analogia es inevitable, pues como
lo establecié este Tribunal Pleno en la jurisprudencia 65/2007, el
espectro radioeléctrico forma parte del espacio aéreo que cons-
tituye un bien nacional de uso comdn sujeto al régimen de dominio
pUblico de la Federacién.

Por tanto, al no existir una expectativa de privacidad legitima,
debe concluirse que la identificacién del equipo de comunicacién
mévil no exige autorizacién judicial. En este caso, el articulo 16
constitucional sélo exige que la utilizacién del instrumento de
investigacién no sea arbitraria y, por tanto, basta con que se
funde y motive la causa legal y sea emitido por autoridad
competente.

IV.

Finalmente, por la importancia que tiene el criterio de la
mayoria creo pertinente aclarar que el limite de mi posicién se
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encuentra en la evaluacién de una facultad de identificacion de
un equipo de comunicacién mévil en un momento preciso y
efimero.

Por tanto, no adelanto mi posicién para evaluar la constitu-
cionalidad de la utilizacién por parte de autoridades ministeriales
o policiacos de equipos o tecnologias que permita la vigilancia
de las personas de una forma mds comprensiva, al grado de
habilitar la generacién de un expediente de sus movimientos
pUblicos que refleje una gran cantidad de detalles de su vida
familiar, politica, profesional, religiosa o sexual.

En casos futuros que involucren tecnologia equivalente, es-
timo, que los Jueces constitucionales deberdn analizar con igual
visién integral la preocupacién constitucional de proteger la
intimidad de las personas y habré de analizarse nuevas posi-
bilidades de abuso en el almacenamiento de datos que revelen
aspectos de la identidad de las personas sobre los cuales podria
existir una expectativa de privacidad legitima.

Si éste llegara a ser el caso, la expectativa de privacidad
legitima habria, a diferencia de este caso, de ameritar una pro-
teccién constitucional mayor y, por tanto, la aplicacién de un
escrutinio estricto, que no sélo amerite verificar los pasos de la
necesidad, idoneidad y proporcionalidad, sino también requiera
de la participacién de una autoridad judicial para su utilizacién.

Sin embargo, éste no es el caso que tenemos que resolver
en este asunto y forma parte de una discusién adn abierta.

Este voto se public el viernes 30 de mayo de 2014 a las
10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federacién.
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VI. VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA

EL MINISTRO ARTURO ZALDIVAR
LELO DE LARREA EN LA ACCION DE
INCONSTITUCIONALIDAD 32/2012*

oto concurrente que formula el Ministro Arturo Zaldivar Lelo
de Larrea en la accién de inconstitucionalidad 32/2012,
promovida por la Comisién Nacional de los Derechos Humanos.

En sesion de dieciséis de enero de dos mil catorce, el Tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nacién resolvié el
presente asunto en el sentido de reconocer la validez de la técnica
de investigacién conocida como geolocalizacién, cuya constitu-
cionalidad fue cuestionada por el Ombudsman Nacional.

Dicha medida, regulada en los articulos 133 Quéter del
Cédigo Federal de Procedimientos Penales, 16, fraccién |, apar-
tado D y 40 Bis de la Ley Federal de Telecomunicaciones,' permite

* Gaceta... op. cit., Libro 6, mayo de 2014, Tomo |, pdgina 161; Registro digital: 41404.
! "Articulo 133 Quadter. Tratdndose de investigaciones en materia de delincuencia organizada,
delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenozas, el procurador general de la RepUblica o los
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al procurador general de la Repiblica, y por su conducto, a los
procuradores de los Estados, solicitar a los concesionarios o
permisionarios del servicio de telecomunicaciones, la localizacién
geogrdfica en tiempo real de los equipos de comunicaciéon mévil
asociados a una linea, en el transcurso de la investigacién de

los delitos graves que los propios preceptos sefalan.

Respetuosamente, presento este voto concurrente para ex-
poner las razones por las cuales, si bien estoy de acuerdo con
el sentido de lo resuelto por el Tribunal Pleno, estoy en contra

de las consideraciones de dicha resolucién.

servidores pGblicos en quienes delegue la facultad, solicitardn por simple oficio o medios electrénicos
a los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localizacién geogrdfica,
en tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, que se encuentren
relacionados.

"De todas las solicitudes, la autoridad dejard constancia en autos y las mantendré en sigilo.

"En ningtn caso podrd desentenderse la solicitud y foda omisién imputable al concesionario o
permisionarios, serd sancionada en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal
Federal.

"Se castigara a la autoridad investigadora que utilice los datos e informacién obtenidos como
resultado de localizacion geogréfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos a los
sefialados en este articulo, en términos de lo establecido en la fraccion IV del articulo 214 del Cédigo
Penal Federal.”

"Articulo 16. Para llevar a cabo el procedimiento de licitacién poblica a que se refiere el articulo
14 de esta ley, la secretaria publicara en el Diario Oficial de la Federacién y en un Periédico de la
entidad o enfidades federativas cuya zona geogrdfica sea cubierta por las bandas de frecuencia
objeto de concesién, convocatoria para que cualquier interesado obtenga las bases corres-
pondientes.

"Las bases de licitacién publica incluirdn como minimo:

'I. Los requisitos que deberén cumplir los interesados para participar en la licitacién, entre los
que se incluirdn:

"

"D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las acciones coordinadas con la autoridad
correspondiente, que permitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro en cualquiera
de sus modalidades o algin delito grave o relacionado con la delincuencia organizada."

"Articulo 40 Bis. Los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones, estan
obligados & colaborar con las autoridades en la localizacién geogréfica, en tiempo real, de los
equipos de comunicacién mévil asociados a una linea que se encuentren relacionados con inves-
tigaciones en materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsién o
amenazas a solicitud del procurador general de la Republica, de los procuradores de las entidades
federativas o de los servidores pGblicos en quienes deleguen esta facultad, de conformidad con las
leyes correspondientes.

"Cualquier omisién o desacato a estas disposiciones serd sancionada por la autoridad, en los
términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal Federal."
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I. Resolucién de la mayoria

El fallo mayoritario sostiene que el articulo 133 Qudter del
Cédigo Federal de Procedimientos Penales no resulta violatorio
del derecho a la privacidad o vida privada de las personas ni de
los principios de legalidad y seguridad juridica, con base en los
siguientes argumentos torales:

1) La medida impugnada no constituye una intromisién en
el derecho a la privacidad y, por tanto, no necesita autorizacién
de la autoridad judicial, ya que fundamentalmente tiene por
objeto la localizacién geogréfica de un equipo terminal mévil
asociado a una linea telefénica determinada. Dicha medida no
comprende la intervencién de las comunicaciones ni un registro
de las llamadas, con independencia de que con posterioridad,
y como consecuencia légica, se pueda identificar a la persona
que detenta o hace uso del equipo para realizar llamadas.

2) La herramienta atribuida al Ministerio Pdblico se encuentra
dentro del dmbito de facultades exclusivas de dicha autoridad
establecido en los articulos 21 y 102 constitucionales, pues en
dicho precepto se tiende a dar efectividad a la persecucién de deter-
minados delitos que violentan el orden y la paz social.

3) La norma acota el objeto de la medida, la autoridad a la
que se le confiere la facultad y los casos en que puede utilizarse,
asi como los requisitos para su utilizacién, por lo que satisface
los requisitos de legalidad, certeza y seguridad juridica.

4) Aunque dicha facultad pudiera implicar una intromisién
en la vida privada de las personas, lo cierto es que, de cualquier
forma, la medida persigue un fin legitimo en tanto facilita la
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investigacion y persecucién de los delitos que tutelan bienes
juridicos de gran importancia en aras de mantener el orden
pUblico y la paz social; resulta idénea, ya que permite el empleo
de tecnologia adecuada para la persecucién de los delitos y que
la autoridad actie con oportunidad; es necesaria, pues es una
medida eficaz y de no tenerla la persecucién de los delitos podria
verse menoscabada; y, es proporcional, dado que la restriccién
que supone es compensada por la importancia de los bienes
juridicamente protegidos por los distintos tipos penales a los que
se restringe el uso de la medida, de modo que el interés particular

cede en aras de mantener el orden publico y la paz social.

5) En todo caso, de conformidad con los criterios de esta
Suprema Corte y del sistema interamericano de derechos huma-
nos, la autoridad, por regla general, sélo puede prescindir de
contar con orden judicial para invadir el derecho a la privacidad
de una persona cuando se ponga en riesgo la vida o integri-
dad fisica de la victima del delito o cuando exista riesgo de que
se oculte o desaparezca el objeto del delito. Por lo que, en este
contexto, las normas resultan constitucionales Gnicamente si
operan en dichos supuestos de excepcién, maxime que la pre-
mura requerida no releva a la autoridad de fundar y motivar sus

actos.

Con base en tales razonamientos, el fallo mayoritario reco-
noce la validez del precepto impugnado de manera lisa y llana,
sin que ello se haga claramente depender de una interpretacién
conforme, pero sf apuntando a la necesidad de que se cumplan

ciertos requisitos de urgencia para la aplicacién de la medida.
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Il. Motivos del disenso

Comparto la conclusién a la que llega el fallo mayoritario,
en el sentido de que debe reconocerse la validez de los preceptos
impugnados, asi como los requisitos que se fijaron para su apli-
cacién,? pero difiero completamente de la linea argumentativa
que adopta el proyecto para llegar a tales conclusiones.

La senfencia esboza tangencialmente la idea de que para
ser vdlido, el precepto debe entenderse aplicable Unicamente
en los casos en que exista riesgo de ocultamiento o desaparicién
del objeto del delito, pero sin que dicha conclusién esté debi-
damente sustentada a lo largo de la sentencia; por el contrario,
tal afirmacién no guarda concordancia con el resto de los
argumentos del fallo, en los que basicamente se sostiene que la
medida impugnada, tal como estd disefiada, no interfiere con
el derecho a la privacidad y, en todo caso resulta una interfe-
rencia legitima.

En los siguientes apartados intentaré demostrar por qué, a
mi juicio —y contrariamente a lo argumentado por la mayorfa—,
la geolocalizacién de equipos méviles de comunicacién es una
medida restrictiva del derecho a la privacidad, por lo que nece-
sariamente debe someterse a un test de proporcionalidad el cual
no se supera en los términos en que estd disefiada la medida,
por lo que se hace indispensable una interpretacién conforme
de los preceptos impugnados, a fin de hacerlos compatibles con
el contenido de nuestra Constitucién y el de la Convencién Ame-
ricana sobre Derechos Humanos.

2 Cfr. foja 123 del fallo mayoritario.
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A. Intromision en el derecho a la privacidad

La tesis base de la mayoria consiste en que los preceptos
impugnados no afectan la intimidad y a la vida privada de las
personas dado que la medida tiene principalmente por objeto
la localizacién geogrdfica de un equipo terminal mévil, aunque,
con posterioridad, y como consecuencia légica, se pueda iden-
tificar a la persona que detenta o haga uso del equipo para
realizar llamadas.

No puedo compartir esa interpretacién, pues considero que
para determinar si una medida concreta es restrictiva del derecho
a la privacidad deben analizarse las acciones que la medida
permite realizar al Estado, a fin de considerar la potencialidad
de una intromisién abusiva en el dmbito de la vida privada de
las personas.

En el caso, al margen de las acotaciones que la norma prevé
para su uso, de las que en todo caso dependera la legitimidad
de la medida, lo que la geolocalizacién permite a la autoridad es
"la localizacién geogrdfica en tiempo real, de los equipos de
comunicacién mévil asociados a una linea" —no se trata de la
localizacién del equipo desde el cual se origina una llamada,
como reiteradamente lo afirma el proyecto, sino de la posibilidad
de identificar la localizacién de un equipo mévil de comunicacién.

Aunque pueda parecer tentador trazar una distincién entre
la localizacién de un objeto y la de su tenedor, tal proceder no
daria cuenta de la realidad en la que vivimos.

Los dispositivos méviles llamados "inteligentes" estdn hoy en
dia muy vinculados a las personas, porque la mayoria de ellas
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tiende a mantener su equipo mévil muy cerca, en sus bolsillos,
bolsos, mesas de noche, etcétera. Esto implica que a través de
los servicios de geolocalizacién de los equipos es factible obtener
informacién muy exhaustiva sobre los hdbitos de las personas:
el lugar donde duermen, su lugar de trabajo, sus hdbitos, reli-
gién, etcétera, siendo posible también la identificacién de los
propietarios a partir de los datos en poder del operador de tele-
comunicaciones, o a través de las propias actividades del usua-

rio, como la utilizacién de tarjetas de crédito.?

En este sentido, es posible afirmar que la atribucién del
Ministerio PUblico contenida en los preceptos impugnados tiene
una potencialidad de intromisién en la vida privada de las per-
sonas y de derivar en una injerencia abusiva o arbitraria, lo que
definitivamente hace necesario someter esta medida a los estan-
dares que tanto esta Corte, como la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, han fijado para evaluar las restricciones a

derechos fundamentales.

Al respecto, la Corte Interamericana ha establecido que las
medidas que supongan una intervencién en la vida de las per-
sonas deben cumplir con los siguientes requisitos: (1) estar
claramente previstas en ley; (2) perseguir un fin legitimo; vy,
(3) cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y propor-
cionalidad.*

3 Véase el dictamen 13/2011 sobre los servicios de geolocalizacién en los dispositivos méviles
inteligentes del Grupo de Trabajo sobre Proteccién de Datos Establecido por el articulo 29 de la
directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo.

4 Tristdn Donoso vs. Panamd. Excepcién Preliminar, Fono, Reparaciones y Costas. Sentencia de
27 de enero de 2009. Serie C, No. 193, pérrafo 56.
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B. Andlisis de la constitucionalidad del precepto
impugnado

Establecido que la medida combatida tiene un potencial de
afectacién a la vida privada de las personas, debe recordarse
que el derecho a la privacidad no es un derecho absoluto, por
lo que es posible que en determinadas circunstancias se restrinja
ante intereses constitucionalmente relevantes, siempre que el
limite impuesto se revele como necesario para lograr un fin
constitucionalmente legitimo y sea proporcionado.

En el caso, la medida estd prevista en ley formal y material
y su contenido es razonablemente claro, de modo que puede
conocerse el alcance de la facultad atribuida a la autoridad.

Por cuanto hace al fin legitimo de la norma, me parece, y
en eso coincido con el fallo mayoritario, que el requisito estd
satisfecho, pues no hay duda de que el objetivo expresado por
el legislador, consistente en fortalecer las herramientas de la
autoridad en el combate de los delitos y salvaguardar la vida y
la integridad fisica de una persona, es constitucionalmente

valido.

De igual manera, se trata de un mecanismo idéneo pues la
geolocalizacién de un equipo guarda una relacién de instrumen-
talidad respecto al combate de delitos, tal como en el caso
paradigmdtico de la victima de un secuestro, cuya ubicacién es
detectada gracias a la localizacién del equipo mévil que portaba
y el delito es frustrado. Es, pues, una medida eficaz para los fines

gue persigue.
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Asimismo, me parece que la medida es necesaria, en el sen-
tido de que la geolocalizacién es un instrumento imprescindible
en ciertas circunstancias, por no existir otro medio de investi-
gacién igualmente eficaz para el logro del objetivo de descu-
brir y perseguir algunos delitos graves, bajo determinadas
circunstancias.

En cambio —y aqui me aparto de las consideraciones del
fallo mayoritario—, considero que la medida en su literalided,
tal como fue concebida por el legislador, no es proporcional,
pues por la manera en que esté disefiada, conlleva un riesgo
demasiado alto de intromisién en el derecho a la privacidad de
las personas, en casos en que sU USO NO sea necesario.

Indudablemente la medida puede ser de la mayor utilidad
en circunstancias especificas de emergencia en las que sélo su
utilizacién puede llevar al éxito de las investigaciones y a la pro-
teccién eficaz de las victimas; sin embargo, el Unico detonante
para su uso en términos del articulo impugnado, es que se trate de
la investigacién de determinados delitos graves.

En efecto, en términos de los preceptos impugnados, las
salvaguardas para el uso de esta medida son las siguientes:

1. Procede Unicamente en el contexto de investigaciones en
materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud,

secuestro, extorsiéon o amenazas.

2. Se solicita por oficio o medios electrénicos a los conce-
sionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones.

3. Se debe dejar constancia en autos.
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4. Se debe mantener el sigilo.

5. Se costiga a la autoridad investigadora que utilice los
datos e informacién obtenidos para fines distintos a la persecu-
cién del delito.

Tales salvaguardas son, a mi juicio, insuficientes. No mini-
mizan la posibilidad de abuso, sino antes bien, dejan abierta la
posibilidad de que una herramienta con un alto potencial de
invasién a la esfera privada de las personas pueda ser utilizada
para fines en los que no necesariamente debe ceder el derecho
a la privacidad de las personas, ya que no en fodas las investi-
gaciones sobre delincuencia organizada, delitos contra la salud,
secuestro, extorsién o amenazas, necesariamente existe el mismo
grado de urgencia, por lo que el legislador tendria que haber
detallodo muy bien todos estos supuestos.

El solo hecho de que la autoridad dirija un simple oficio o
por medios electrénicos haga la solicitud de geolocalizacién no
es suficiente para impedir el abuso de esta figura, maxime que en
términos de los propios preceptos impugnados, los concesiona-
rios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones no
pueden desatender la solicitud, aunque pudieran advertir que
en el caso resulta injustificada, arbitraria, excesiva, etcétera.

Para demostrar esta posibilidad de aplicacién arbitraria,
basta asomarse al Manual de Procedimientos de la Procuradu-
ria General de la Repiblica relativo al "Protocolo de Gestién de
Geolocalizacién Concesionarias Telefénicas", de 13 de abril
de 2013, el cual establece los lineamientos para el ejercicio de
la facultad legal en cuestidn, en los siguientes términos:
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Objetivo general

Establecer los lineamientos para gestionar los servicios de
localizacién geogrdfica en tiempo real (geolocalizacién), de equi-
pos de comunicacién mévil asociados a una linea telefénica, asf
como para entregar la informacién generada por las plataformas

tecnolégicas de las concesionarias telefénicas.
Alcance:

Titulares de unidades, coordinadores, fiscales y agentes del
Ministerio PUblico de la Federacién (AMPF) adscritos a la Subpro-
curaduria Especializada en Investigacién de Delincuencia Orga-
nizada {Seido), asi como de la Direccién de Geolocalizacién de
la Direccién General del Cuerpo Técnico de Control (DGCTC)

Responsabilidades

Agente del Ministerio POblico de la Federaciéon (AMPF)

Enviar a la DGCTC oficio dirigido a la concesionaria tele-

fénica con la informacién para llevar a cabo la geolocalizacién:
1. NUmero de averiguacién previa.
2. Nomero(s) del teléfono celular obijetivo.

3. Frecuencia de la bisqueda.

4. Periodo de la bidsqueda.
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5. Puntos de contacto: NUmero(s) telefénico(s) y cuenta(s)
de correo electrénico institucional para la recepcién de la
informacién.

Direccién de Control de Gestién de Ordenes Judiciales
y Solicitudes Ministeriales (DCGOJSM)

1. Requerir a la concesionaria telefénica correspondiente,
por correo electrénico y formalizado por oficio, la activacién del
servicio de localizacién geogréfica en tiempo real, de conformi-
dad con los criterios de operacién ordenados por el AMPF.

2. Avisar a la Direccién de Geolocalizacién respecto de los
servicios de localizacién geogréfica en tiempo real, gestiona-

dos para su atencién y operacién.

3. Gestionar ante la concesionaria la cancelacién anticipada,
la prérroga o la cancelacién definitiva del servicio de localizacién

geogréfica en tiempo real cuando se requiera.

Direcciéon de Geolocalizacién (DG)

1. Recibir de la Direccién de Control de Gestién de Ordenes
Judiciales y Solicitudes Ministeriales (DCGOJSM) de la DGCTC,

la informacién respecto de la activacién del servicio de locali-
zacion geogréfica en tiempo real.

2. Coordinar con el AMPF el intercambio de informacién
que proporcionen las concesionarias de felefonia:

a. Frecuencia de la bisqueda.
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b. Periodo de la busqueda.

c. Puntos de contacto: Nomero(s) telefénico(s) y cuenta(s) de
correo para la recepcién de la informacion.

d. Acciones de operatividad cuando se requiera.

e. Solicitudes de prérroga o cancelaciones anticipadas.

3. Informar a la DGCTC los criterios de coordinacién acor-
dados con el AMPF, asi como informar el inicio y conclusién del

servicio.

4. Coordinar y dirigir al jefe de grupo los criterios de ope-
racién y seguimiento del objetivo acordado con el AMPF.

Jefe de grupo de geolocalizacién (JGG)

Instruir y coordinar a los subjefes de grupo sobre los crite-

rios de operacion, en cuanto a tiempos y formas de administrar
los datos.

Subjefe de grupo de geolocalizacién (SIGG)

1. Supervisar y coordinar las acciones de los analistas, asi

como asistir directamente en el andlisis de la informacién.

2. Concentrar vy revisar la_informacién_proporcionada por

las concesionarias telefénicas, derivada del monitoreo de los obie-

tivos en_investigacién, comunicando a la brevedad posible al

JGG la informacién obtenida.
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3. Determinar los patrones de conducta del objetivo cuando

la informacién obtenida asf lo permita, segin lo solicitado por
el AMPF.

Analista:

1. Realizar el monitoreo de la informacién proporcionada
por las concesionarias telefénicas.

2. Procesar la informacién recibida para su envio al AMPF,
al correo electrénico proporcionado para tal fin.

Normatividad aplicable. 133 Quater del Cédigo Federal
de Procedimientos Penales y 40 Bis de la Ley Federal de Teleco-
municaciones.

Definiciones y acrénimos

1. Geolocalizacién: es la ubicacién geogréfica aproximada
que proporcionan las concesionarias de telefonia mévil, de un
equipo de comunicacién mévil asociado a una linea telefénica,
expresadas en coordenadas geogrdficas.

2. Frecuencia de la busqueda: se refiere al espacio de tiempo
entre una busqueda y la siguiente de un mismo teléfono celular
a geolocalizar.

3. Periodo de la busqueda: se refiere al lapso desde que
da inicio hasta que finalizan las bisquedas de un mismo teléfono
celular a geolocalizar, que podra ser de diez dias naturales, los

cuales se pueden prorrogar o anticipar su conclusién segin lo
determine el AMPF.
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4. AMPF: Agente del Ministerio PUblico de la Federacién.

5. DGCTC: Direccion General de Cuerpo Técnico de Con-
trol de Seido.

6. DCGOJSM: Direccién de Control de Gestidn de Ordenes
Judiciales y Solicitudes Ministeriales.

7. DG: Direccién de Geolocalizacion.

8. JGG: Jefe de Grupo de Geolocalizacién.

9. SIGG: Subjefe de Grupo de Geolocalizacién.
(subrayado afadido)

Del documento anterior destaca que queda en manos del
agente del Ministerio Piblico ordenar la bisqueda, su frecuencia
y duracién, que puede ser indefinida, y que el objeto de la locali-
zacién incluye la posibilidad de establecer patrones de conducta,
hacer un monitoreo de datos, etcétera.

De la manera en la que la Procuraduria General de la Repu-
blica reglamenta su propia facultad puede advertirse cémo la
ley deja un amplio margen para la realizacién de monitoreos
que pueden ir mucho més allé4 de la simple localizacién de
equipos en situaciéon de emergencia y, todo ello, sin necesidad
de orden judicial.

Lo anterior, es demostrativo, a mi parecer, de que la norma
resulta demasiado amplia y no cumple con el requisito de pro-
porcionalidad, pues comprende casos en que la medida invasiva
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no necesariamente esté justificada por la necesidad inminente de
salvaguardar la integridad de las victimas o de hacer cesar un
delito en transcurso de cometerse, sino que por el contrario,
puede comprender localizaciones encaminadas a una prospec-
cién sobre la conducta de una persona en particular y una

recoleccién sistemdtica de datos sobre ella.

Existe un gran nGmero de supuestos, en los que una invasién
de tal envergadura al derecho a la privacidad, necesariamente
tendria que estar autorizada judicialmente,’ a fin de que fuera
un Juez, con base en el material aportado por la autoridad inves-
tigadora, el que valorara la necesidad de contar con determinada
informacién en el transcurso de una investigacién especifica,
atendiendo a los indicios o pruebas ya obtenidos en las investi-

gaciones en curso.

Tal como estd disefiada, la medida permite que en casos
urgentes la geolocalizacién pueda ser utilizada para salvaguardar
la vida o la infegridad fisica de una victima, pero también da
margen para gue el Ministerio POblico, por si y sin necesidad
de control judicial, monitoree indefinidamente todos los mo-
vimientos de una persona, sin mds requisitos que el que se trate
de los delitos de delincuencia organizada, secuestro, extorsion
o amenazas y que el nimero telefénico esté "relacionado”, con
las investigaciones respectivas, sin sujecién a un estédndar de

"causa probable", "riesgo fundado" ni ningdn otro.

5 La utilizacién de la medida en tales casos se asemeijaria a lo que los tribunales europeos han
identificado como "vigilancia encubierta” en donde se realiza una recoleccién sistemdtica de infor-
macién que puede dar lugar a un "perfil completo' de la persona vigilada, la cual requeriria de
control judicial previo.

DR © 2015. Universidad Nacional Auténoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM
www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?I=4060

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO ARTURO ZALDIVAR LELO DE LARREA...

Por tanto, en su literalidad, la medida es desproporcionada
porque su dmbito de aplicacién excede de los casos en que una
invasién a la privacidad sin autorizacién judicial estaria justifi-
cada por el interés en la preservacién de la vida e integridad
fisica de las victimas o el combate eficaz de los delitos, de manera
que puede llegar a abarcar pricticas de vigilancia encubierta que
necesariamente requeririan de autorizacién judicial para ser res-
petuosas del derecho a la privacidad.

C. Necesidad de someter el precepto impugnado a una
interpretacién conforme

A pesar de que en su literalidad, la norma impugnada resulta
excesivamente amplia y deja demasiado lugar para su ejercicio
abusivo, estimo que declararla invélida despoijaria a la autoridad
investigadora de una herramienta esencial, en muchos casos,
para salvaguardar la vida de las personas, principalmente en el
caso del delito de secuestro, que mucho fue traido a colacién
durante la discusién del asunto.

Por ello, considero que fue correcto el reconocimiento de
validez de la norma, pero para ello era indispensable dejar claro
que tal reconocimiento de validez esté condicionado a una
interpretacién del precepto impugnado que sea conforme a
la Constitucion Politica de los Estados Unidos Mexicanos y a la
Convencién Americana sobre Derechos Humanos.

El principio de interpretacién conforme de todas las normas
del ordenamiento a la convencién, y no sélo a la Constitucién,
es una consecuencia elemental de la concepcién del orde-
namiento como una estructura coherente, como una unidad o
contexto. Asi, antes de considerar a una norma juridica como
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constitucionalmente invélida, es necesario agotar todas las posi-
bilidades de encontrar en la Constitucién y la convencién, un
significado que la haga compatible con el bloque de derechos
y que le permita, por tanto, subsistir dentro del ordenamiento.

Es asf que la interpretaciéon conforme es connatural al ejer-
cicio del control judicial de las leyes, no como una forma de
corregir errores del legislador, sino como una forma de hacer com-
patible la integridad del orden juridico con la Constitucién, de
conformidad con los principios de deferencia al legislador demo-
crético y de presuncién de validez de las normas. De tal suerte, que
no se deja en voluntad del legislador el contenido constitucio-
nal sino que dicho contenido lo establece precisamente el Tribunal
Constitucional. La interpretacién conforme es una herramienta
no sélo til, sino necesaria y consustancial al control jurisdiccional
de las leyes.¢

Aclarado lo anterior, cabe advertir que la reforma impugnada
parece obedecer a la légica de obtener, en situaciones de
emergencia, informacién sobre la geolocalizacién de una per-
sona a través de su teléfono celular y si bien esa precisién no
estd contenida en la norma, el intérprete puede validamente
incorporarla.

Asi, tratdndose del ejercicio legitimo de la actividad investi-
gadora del Estado, cuando existan motivos fundados para re-
querir la ubicacién de una persona a través de la geolocalizacién
mediante el equipo celular, deberd verificarse alguno de los

¢ "NTERPRETACION CONFORME. NATURALEZA Y ALCANCES A LA LUZ DEL PRINCIPIO PRO
PERSONA.". Datos de localizacién: Tesis aislada 1a. CCCXL/2013 (10a.), Décima Epoca, Primera
Sala, Gaceta del Semanario Judicial de la Federacién, Libro 1, Tomo 1, diciembre de 2013, pégina 530.
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siguientes supuestos: (i) que se pongan en riesgo la vida o inte-
gridad fisica de las victimas del delito, o bien, (i) que exista riesgo
de que se oculte o desaparezca el objeto del delito.

Tales requerimientos no son extrafos a nuestro sistema de
investigacién penal. Nuestro ordenamiento los requiere en deten-
ciones en flagrancia o en caso urgente o en cateos en flagrancia,
etcétera, en los cuales se considera que no es necesaria la
existencia de una orden judicial por existir urgencia, o peligro en
los bienes o integridad fisica de las victimas, por lo que se trata
de estandares que nuestros operadores manejan con pericia.

En este orden de ideas, la norma debe ser leida de modo
que permita armonizar las necesidades del Estado en el combate
al crimen con el respeto a los derechos humanos, integrando en
su interpretacién los requerimientos de proporcionalidad que
sefala la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos. En este sentido, coincido con el sentido de la resolu-
cién respecto a que la norma es constitucional pero siempre y
cuando tal disposicién sea interpretada de acuerdo a los requi-
sitos establecidos por la Corte Interamericana de Derechos
Humanos y a los exigidos por el derecho penal mexicano tra-
tdéndose de intromisiones al derecho a la privacidad.

Asi, las normas impugnadas son constitucionales, si y sélo
si, se interpreta que las mismas tienen aplicacién Gnicamente en
estos supuestos de excepcién, lo cual deberd estar suficiente-
mente motivado por la autoridad competente y asf debié haber
quedado mds claramente establecido en la sentencia.

Este voto se publicé el viernes 30 de mayo de 2014 a las
10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federacién.
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VIl. VOTO PARTICULAR QUE FORMULA
LA SENORA MINISTRA OLGA SANCHEZ
CORDERO DE GARCIA VILLEGAS EN LA
ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD
32/2012*

oto particular que formula la sefiora Ministra Olga S4nchez

Cordero de Garcia Villegas en la accién de inconstituciona-
lidad 32/2012.

I. Antecedentes del caso y criterio mayoritario

La Comisién Nacional de los Derechos Humanos, promovié
la accién de inconstitucionalidad 32/2012, en la que solicité la
declaracién de invalidez de los articulos 133 Quédter del Cédigo
Federal de Procedimientos Penales y 40 Bis de la Ley Federal de
Telecomunicaciones, por considerarlos violatorios a los derechos
humanos contenidos en los articulos 16 de la Constitucién Poli-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, el numeral 11 de la Con-

* Gaceta... op. cit., Libro 6, mayo de 2014, Tomo |, p4gina 170; Registro digital: 41405.
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vencién Americana sobre Derechos Humanos, el articulo 17 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, el numeral
12 de la Declaracién Universal de los Derechos Humanos y 16

de la Convencién sobre los Derechos del Nifo.

El contenido de los citados numerales es el siguiente:

"Articulo 133 Quédter. Tratdndose de investigaciones en ma-
teria de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secues-
tro, extorsién o amenazas, el procurador general de la RepUblica
o los servidores puUblicos en quienes delegue la facultad, solici-
tardn por simple oficio 0 medios electrénicos a los concesionarios
o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localiza-
cién geogréfica, en tiempo real, de los equipos de comunicacién

mévil asociados a una linea, que se encuentren relacionados.

"De todas las solicitudes, la autoridad dejard constancia en

autos y las mantendrd en sigilo.

"En ningUn caso podrd desentenderse la solicitud y toda
omisién imputable al concesionario o permisionarios, seré san-
cionada en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del

Cédigo Penal Federal.

"Se castigard a la autoridad investigadora que utilice los
datos e informacién obtenidos como resultado de localizacién
geogrdfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos
a los sefalados en este articulo, en términos de lo establecido

en la fraccién IV del articulo 214 del Cédigo Penal Federal."
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kK

"Articulo 40 Bis. Los concesionarios o permisionarios del
servicio de telecomunicaciones, estdn obligados a colaborar con
las autoridades en la localizacién geogréfica, en tiempo real,
de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea
que se encuentren relacionados con investigaciones en materia
de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro,
extorsién o amenazas a solicitud del procurador general de la
Republica, de los procuradores de las entidades federativas o
de los servidores publicos en quienes deleguen esta facultad, de
conformidad con las leyes correspondientes.

"Cualquier omisién o desacato a estas disposiciones serd
sancionada por la autoridad, en los términos de lo previsto por
el articulo 178 Bis del Cédigo Penal Federal."

En sesién de dieciséis de enero de dos mil catorce, el Tribunal
Pleno por mayoria de ocho votos, reconocié la validez constitu-
cional de los anteriores preceptos bajo la condicién de que se
realizara una interpretacién conforme. Dicha mayoria sostuvo

que "... la posible restriccién a la vida privada de una persona, que
pudiera tener lugar de solicitarse la localizacién de un equipo de
comunicacién mévil, debe ceder en interés de preservar el orden
publico y la paz social, garantizar la proteccién de los mencio-
nados derechos, y la eficaz investigacién de los delitos."

La resolucién mayoritaria analizé los diversos dictamenes
legislativos, asf como la resolucién del Caso Escher y otros vs.
Brasil para arribar a la conclusién de que: "Ni siquiera en el

! Fojas 91 y 92 de la resolucién de la accién de inconstitucionalidad 32/2012 fallada el dieciséis
de enero de dos mil catorce.
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supuesto que refiere a cualquier otro elemento del proceso comu-
nicativo mismo, por ejemplo, el destino de las llamadas que salen
o el origen de las que ingresan, pues dado el confexto de la
propia interpretacién de la Corte Interamericana en que se inserta,
se entienden orientadas a indagar sobre aspectos de la vida
privada de las personas, y en este tenor es que se les tiene como
una injerencia, lo que no es objeto de la medida que autoriza
el articulo 133 Quéter del cédigo adjetivo en materia penal,
norma que no se encuentra dirigida a una persona en lo particular,
ni tiende tampoco a obtener informacién sobre el contenido de
sus comunicaciones, sino constituye un instrumento a disposicién
de la autoridad investigadora en la persecucién de ciertos delitos

taxativamente sefialados."?

Finalmente, los Ministros de la mayoria realizaron un examen
de proporcionalidad® de la medida introducida en el artficulo

133 Quadter impugnado:

"No obstante la conclusién alcanzada, este Tribunal Pleno

adicionalmente determina gue aun siendo el caso de considerar

gue la medida que autoriza a la autoridad ministerial el multici-

tado articulo 133 Qudter del cédigo adijetivo _de la materia,

pudiera implicar la posible intromisién a la vida privada de las

personas, la misma resulta razonable y proporcional con el fin
constitucionalmente legitimo que se busca, y también se encuen-

tra justificada."

2 Foja 117 de la sentencia.

3 Dicho examen corre de las fojas 118 a 124 de la resolucién mayoritaria para sostener que lo
procedente era reconocer la validez de las normas impugnadas.

4 Foja 118 de la sentencia, el subrayado es propio de la ponencia.
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Il. Razones del desacuerdo con la opinién adoptada
por la mayoria

Respetuosamente no puedo compartir la opinién mayoritaria
del Pleno, puesto que en el caso concreto de la accién de incons-
titucionalidad debié tomarse en consideracién el planteamiento
siguiente: 2La figura de la localizacién geogrdfica en tiempo real,
prevista en las normas impugnadas se trataria de una "injerencia
arbitraria" que rifie con la fraccién Il del apartado B del articulo
60. de la Constitucién?

Desde mi punto de vista, resulta afirmativo, porque del con-
tenido normativo que prevalece en las normas que se combaten,
podrian vulnerar no sélo la seguridad juridica,® que se traduciria
en una injerencia arbitraria, sino también, la obligacién del
Estado de garantizar la prestacién del servicio de telecomunica-
ciones sin estas injerencias.

A mi entender, el proyecto no realiza un estudio muy acucioso
de cada uno de los elementos normativos que componen al
numeral 133 Qudter del Cédigo Federal de Procedimientos
Penales, particularmente por el término de: "linea asociada" y,

® Véase el criterio: 2a. LXI11/2008, de rubro y texto siguientes: "DERECHO A LA PRIVACIDAD O
INTIMIDAD. ESTA PROTEGIDO POR EL ARTICULO 16, PRIMER PARRAFO, DE LA CONSTITUCION
POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.—Dicho numeral establece, en general, la
garantia de seguridad juridica de todo gobernado a no ser molestado en su persona, familia, papeles
o posesiones, sino cuando medie mandato de autoridad competente debidamente fundado y moti-
vado, de lo que deriva la inviolabilidad del domicilio, cuya finalidad primordial es el respeto a un
&mbito de la vida privada personal y familiar que debe quedar excluido del conocimiento ajeno y
de las intromisiones de los demds, con la limitante que la Constitucién Politica de los Estados Unidos
Mexicanos establece para las autoridades. En un sentido amplio, la referida garantia puede extenderse
a una proteccién que va més alla del aseguramiento del domicilio como espacio fisico en que se desen-
vuelve normalmente la privacidad o la intimidad, de lo cual deriva el reconocimiento en el articulo
16, primer pdrrafo, constitucional, de un derecho a la intimidad o vida privada de los gobernados
que abarca las infromisiones o molestias que por cualquier medio puedan realizarse en ese dmbito
reservado de la vida."
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en consecuencia, generaria para muchos de los operadores
juridicos encargados de su aplicacién realizar una interpretacién
del precepto. Asimismo, sostengo en la Ley Federal de Tele-
comunicaciones® no se encuentra una concepcién juridica de
lo que debemos entender por "linea"; por su parte, solamente la
fraccién XVIl del articulo 3o. de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones realiza una definicién de localizacién geogrdafica
en tiempo real; entendida como la: "ubicacién aproximada en
el momento en que se procesa una bisqueda de un equipo ter-
minal mévil asociado a una linea telefénica determinada’.

Ahora bien, si la Ley Federal de Telecomunicaciones poco
o nada nos dice sobre las nociones de "linea asociada" o "linea

telefénica", entonces ¢dénde podemos encontrar una inter-
pretaciéon plausible del concepto? Una primera respuesta la
encontramos en el articulo 20., pérrafo segundo, del reglamento
de telecomunicaciones, mismo que sefiala por linea telefénica
el: "Enlace con capacidad bdsica para transmitir principalmente
sefiales de voz, entre un centro de conmutacién publico y un
punto de conexién terminal, una caseta publica telefénica, una
instalacién telefénica privada o cualquier otro tipo terminal que

utilice sefiales compatibles con la red publica telefénica."

Una diversa respuesta, respecto al concepto de "linea", tam-

bién la podemos encontrar en los contratos de prestacién de
servicios de los concesionarios,” por ejemplo, en dichos contratos

aparece regularmente un recuadro con la "informacién del

¢ Ley publicada en el Diario Oficial de la Federacién el miércoles 7 de junio de mil novecientos
noventa y cinco.

7 Para efectos del presente dictamen se tomé como referencia el "Contrato de prestacion de
servicios de Telcel", disponible en la siguiente direccién web: hitp://www.telcel.com/portal/footer/

nuestra_empresa/contrato_servicios.html2mid=4940.
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equipo celular" y los rubros: Marca, modelo, ndmero Imei, lccid
o Sim Card, estos 0ltimos elementos son los que hacen identifi-
cable un nimero o un equipo, asi, el acrénimo Imei significa
"ldentidad Internacional del equipo o dispositivo moévil" 8 el Iccid

significa: "Tarjeta de identificacién de circuitos integrados" y el
acrénimo Sim significa: "Médulo de identidad del suscriptor”,'°

esta Gltima es la tarjeta desmontable de los equipos telefénicos
gue cuenta con un nimero. Posteriormente, en el contrato de
prestacién de servicios aparecen recuadros con datos de factu-
racién tales como: nombre o razén social, RFC, fecha de na-
cimiento, usuario, referencia personal o contacto de pago, correo
electrénico y teléfono particular.

Asi, a mi juicio toda esta informacién, sin duda, me hace
pensar que pudiera llegar a tratarse de datos personales prote-
gidos por el articulo 16, parrafo décimo segundo,' y la Ley
Federal de Proteccion de Datos en Posesién de los Particu-
lares, lo cual genera un primera vertiente de proteccién dirigida
hacia los concesionarios y permisionarios del servicio piblico de
telecomunicaciones.

En efecto, en el contrato de prestacién de servicios aparece
un catdlogo de definiciones, y alli emerge el concepto de "linea”,

definida como "El ndmero geogrdfico compuesto por 10 (digitos)

8 International mobile equipment identity,

? Integrated circuit card ID.

19 Subscriber Identity Module.

1 "Articulo 16

"

"Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionard penalmente cualquier acto que
atente contra la libertad y privacia de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma volun-
taria por alguno de los particulares que participen en ellas. El Juez valorarg el alcance de éstas,
siempre y cuando contengan informacién relacionada con la comisién de un delito. En ningln caso
se admitirdn comunicaciones que violen el deber de confidencialidad que establezca la ley."
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que la empresa asigna al clienfe para poder hacer uso de los
servicios materia del presente contrato.". Pero por otra parte,
existe una segunda vertiente de proteccién, en este caso dirigida
al Estado que deriva del articulo 60., apartado A, fraccién 1,
«constitucional» que establece la obligacién genérica de protec-
cién de datos personales, asi como de la fraccién Il del apartado
B del mismo articulo 60. que establece la obligacién del Es-
tado de prestar el servicio de telecomunicaciones sin injerencias
arbitrarias.

Como puede observarse, hay una relacién inequivoca entre
la persona que contrata el servicio, sea el cliente o el usuario
con el dispositivo mévil, asi como el nimero de linea que se le
ha asignado. Consecuentemente, resulta falso sostener que las
normas Unicamente van a involucrar la localizacién de objetos
en una investigacién de delitos graves, pues pueden involucrarse
muchas personas de una forma potencialmente dafina para la
seguridad juridica en el contexto de una sociedad democrdtica
en condiciones de normalidad constitucional y no de suspen-

sién de derechos;'? lo anterior, puede llevarnos a sostener los
méritos del concepto de invalidez planteado por la Comisién
Nacional al sefalar que la medida puede comprender un amplio
rango de personas.

Ahora bien, como he sefalado, también se debe determinar
si la medida interfiere o no, con el derecho fundamental a la
privacidad. La respuesta a esta interrogante, en mi opinién, es

12 Véase: Corte IDH. Garantias Judiciales en Estados de Emergencia {articulos 27.2, 25 y 8
Convencién Americana sobre Derechos Humanos). Opinién consultiva OC-9/87 del & de octubre
de 1987, serie A, No. 9 y Corte IDH. El Hébeos Corpus Bajo Suspensién de Garantias (articulos
27.2,25.1 y 7.6 Convencién Americana sobre Derechos Humanos). Opinién consultiva OC-8/87
del 30 de enero de 1987, serie A, No. 8.
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afirmativa. Me explico: el derecho a la privacidad, como ha sido
sefialado reiteradamente por esta Suprema Corte, es un derecho
fundamental reconocido y garantizado en nuestra Constitucién
en el articulo 16, y en los articulos 11 de la Convencién Ame-
ricana y 17 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y
Politicos.'3

Este derecho —el de la privacidad— ha tenido una larga
evolucién en la doctrina y el derecho comparado, desde ser
considerado como el simple derecho a "estar solo" o sola (Warren
y Brandeis: 1890) hasta "el derecho de los individuos, grupos
o instituciones para determinar por si mismos, cudndo, cémo y hasta
qué punto una informacién es fransmitida a ferceros" (Westin:
1970). inclusive, la propia Corte Interamericana de Derechos
Humanos ha sefalado que "el émbito de proteccién del derecho
a la vida privada ha sido interpretado en términos amplios por
los tribunales internacionales de derechos humanos, al sefalar
que éste va mas allé del derecho a la privacidad".™

Ahora bien, la herramienta de investigacién que se sometié
ahora a escrutinio constitucional, considero, es una medida que
si bien es cierfo no en todos los casos, si incide potencialmente
en la vida privada de una persona. En efecto, el hecho de que ter-
ceros tengan acceso a un dato concreto de una persona que
permita identificarle sin su consentimiento —en este caso, un
dato de localizacién en tiempo real a través de un equipo de comu-
nicacién mévil—, estimo, puede llevar de forma automética a

13 Véase: Corte IDH. Caso Escher y otros vs. Brasil. Inferpretacién de la sentencia de excepciones
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009, serie C, No. 208.

4 Corte IDH. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundacién in vitro) vs. Costa Rica. Excepciones
preliminares, fondo, reparaciones y costas sentencia de 28 noviembre de 2012, serie C, No. 257,
parrafo 143.
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la situacién de que el derecho a la vida privada se vea vulnerado,
pues es posible cruzar datos con el propdsito de conocer la
ubicacién aproximada de una persona concreta, e inclusive,
a partir de ahi, conocer una serie de informacién personal
adicional.

Algunos de los Ministros sostuvieron que el andlisis debe
partir de la "expectativa razonable de privacidad" que tienen los
usuarios de equipos méviles. En mi opinién, esta expectativa
razonable de privacidad sf se actualiza en estos casos. Aun y
cuando las personas permitan a los concesionarios de servicios
de telecomunicaciones tener acceso a informacién sobre sus
equipos, ello no implica que, automdticamente, estén conce-
diendo transferir esa informacién a terceros. Por el contrario, me
parece, existe una expectativa razonable de que dicha informa-
cién se mantendré confidencial. (Las personas no compran ce-
lulares para ser rastreados por terceros o por la policia, sino
para comunicarse, utilizar Internet y otra gran variedad de razones
distintas). De este modo, el hecho de que la herramienta de
investigacién se encuentre destinada a cumplir un fin legftimo,
como es servir al cumplimiento de las obligaciones del Ministerio
Pdblico conforme al articulo 21, no implica que la misma, por
ese simple hecho, resulte constitucional.

El tema radicaba, en mi opinién, en determinar si esta he-
rramienta de investigacion cumple o no con los estdndares que esta
Suprema Corte ha sefalado para las restricciones a los derechos
fundamentales; en la especie, el derecho a la privacidad.'

5 Tesis 1a./J. 2/2012 (9a.), de rubro: "RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES.
ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS
VALIDAS.—Ningin derecho fundamental es absoluto y en esa medida fodos admiten restricciones.
Sin embargo, la regulacién de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Para que las medidas
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Tal y como lo sefal6 el proyecto, el derecho a la vida privada
no es un derecho absoluto y, por tanto, el mismo puede ser res-
tringido, siempre y cuando cumpla con determinados requisitos
constitucionales. Sin embargo, a diferencia de la propuesta, en
mi opinién, el andlisis de proporcionalidad de la medida debe
ser mds exhaustivo. El mismo debe tomar en consideracién
—ademds de que la medida cumpla un fin legitimo y sea idé-
nea— la necesidad de la misma y su proporcionalidad en un
sentido estricto. Partiendo de esta base, en el sentido de que existe
una expectativa razonable de privacidad general respecto de la
localizacién de los equipos méviles, lo que resta a continuacién
es determinar si una medida como la que ahora se analiza,
cumple o no con el principio de proporcionalidad.

Asi, de la revisién de los argumentos expuestos y de las opi-
niones aqui vertidas, me parece que la medida, si bien cumple
con los requisitos de perseguir un fin legitimo y ser idénea para
alcanzar dicho objetivo (en la especie, la persecucién de los

emitidas por el legislador ordinario con el propésito de restringir los derechos fundamentales sean
vélidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del Gmbito
constitucional, esto es, el legislador ordinario sélo puede restringir o suspender el ejercicio de las
garantias individuales con objetivos que puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta
Magna; b) ser necesarias para asegurar la obtencién de los fines que fundamentan fa restriccién
constitucional, es decir, no basta que la restriccién sea en términos amplios Util para la obtencién de
esos objetivos, sino que debe ser la idénea para su redlizacién, lo que significa que el fin buscado
por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos restrictivos de derechos
fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa debe respetar una correspondencia
entre la importancia del fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en ofros de-
rechos e intereses constitucionales, en el entendido de que la persecucién de un objetivo constitucional
no puede hacerse a costa de una afectacion innecesaria o desmedida a ofros bienes y derechos
constitucionalmente protegidos. Asi, el juzgador debe determinar en cada caso si la restriccién legis-
lativa a un derecho fundamental es, en primer lugar, admisible dadas las previsiones constitucionales,
en segundo lugar, si es el medio necesario para proteger esos fines o infereses constitucionalmente
amparados, al no existir opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer lugar, si
la distincién legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento que pueden considerarse
proporcionales. De igual manerq, las restricciones deberdn estar en consonancia con la ley, incluidas
las normas internacionales de derechos humanos, y ser compatibles con la naturaleza de los derechos
amparados por la Constitucién, en aras de la consecucién de los obijetivos legftimos perseguidos, y
ser estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrdtica.”
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delitos de delincuencia organizada, secuestro, extorsién o ame-
nazas, asi como la proteccion de las victimas de dichos delitos)
carece de garantias suficientes para ser una medida absolu-
tamente necesaria, pues existen otros medios que alcanzan el
propésito buscado por la norma, de manera menos intrusiva o
con mayores garantias para el respeto al derecho a la vida
privada.

En efecto, tal y como sucede en tratdndose de la intervencién
de comunicaciones de acuerdo con el articulo 16, pérrafo do-
ceavo, «constitucional» en este caso, considero que subsisten las
mismas razones para requerir garantias constitucionales adicio-
nales a priori a fin de estar en posibilidad de intervenir en la vida
privada de las personas. En ambos casos, dada la imposibilidad
de que el individuo utilice medios de defensa y de control ex ante
en contra de un potencial uso arbitrario de esta herramienta, es
necesaria la existencia de salvaguardas. Estas pueden ser, entre
ofra autorizacién judicial, de un aviso simplemente en casos
de extrema urgencia o necesidad debidamente justificada, o de
cualquier otro mecanismo que garantice un control y regulacién
de la medida. De otro modo, las personas carecerian, a mi jui-
cio, de la seguridad de que su informacién personal contaré con
un minimo de confidencialidad; y que sélo serd utilizada en los
casos expresamente establecidos en la ley, cuando se ha acre-
ditado, prima facie, la razonabilidad de su empleo.

Asi las cosas, algunas agencias de Naciones Unidas han
interpretado que el articulo 17 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Politicos se refiere a la prohibicién de injerencias
arbitrarias o ilegales en la vida privada, familia, domicilio o corres-
pondencia; inclusive el relator de Naciones Unidas sobre
Promocién y Proteccién de los Derechos Humanos en el
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Combate al Terrorismo ha sefalado que los Estados pueden
hacer uso de las medidas de vigilancia, siempre que se trate de
casos especificos de interferencia, sobre la base de un aviso o
una orden emitida por un Juez en mostrar una causa o mo-
tivos razonables probables, pero adicionalmente debe enten-
derse que la lucha contra la inseguridad ciudadana no es una
opcién que "... automdaticamente legitime cualquier interfe-
rencia con el derecho a la privacidad. [Y] cada instancia
de injerencia necesita ser sujeta a una evaluacién critica"'®
a través de una garantia, en cuyo caso la mejor opcién es la
autoridad judicial. Asi, en la legislacién mexicana seria indudable
cumplir con los extremos del articulo 16 de la Constitucién
Federal; los numerales 8 y 11 de la Convenciéon Americana'” y

¢ United Nations, A/HRC/13/37, "Report of the Special Rapporteur on the promotion and pro-
tection of human rights and fundamental freedoms while countering terrorism, Martin Scheinin”, Texto
original: "The right to privacy is not an absolute right. Once an individual is being formally investigated
or screened by a security agency, personal information is shared among security agencies for reasons
of countering terrorism and the right to privacy is almost automatically affected. These are situations
where States have a legitimate power to limit the right to privacy under infernational human rights
law. However, countering terrorism is not a frump card which automatically legitimates any interference
with the right to privacy. Every instance of interference needs to be subject fo critical assessment." 28
de diciembre de 2009.

17 "Articulo 8. Garantfas judiciales

"1. Toda persona tiene derecho a ser ofda, con las debidas garantias y dentro de un plazo ra-
zonable, por un Juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad
por la ley, en la sustanciacién de cualquier acusacién penal formulada contra ella, o para la deter-
minacién de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro
cardcter.

"2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no
se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena
igualdad, a las siguientes garantias minimas:

"a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no com-
prende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

"b) comunicacién previa y detallada al inculpado de la acusacién formulada;

"c) concesién al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparacién de su
defensa;

"d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su
eleccién y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

"e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado
o no segun la legislacién inferna, si el inculpado no se defendiere por sf mismo ni nombrare defensor
dentro del plazo establecido por la ley;

') derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los
hechos;
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17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos;'8 vy,
al no satisfacerse estos requisitos en las normas combatidos de-

viene su inconstitucionalidad.

Si bien, no se trata propiamente del supuesto previsto textual-
mente en el articulo 16, me parece que las razones que imperan
en ambos casos (intervencién de comunicaciones privadas y geo-
localizacién) son las mismas. Esta idea se refuerza si se considera
que la informacién debe ser protegida en todos sus aspectos,
dado que es un requisito indispensable que cualquier restriccién
a un derecho fundamental que ésta se encuentre debidamente

justificada, entre otros, a la luz del principio de proporcionalidad.

Consecuentemente, considero que la opinién mayoritaria
adoptada el dieciséis de enero de dos mil catorce no tomé en
cuenta muchos elementos para tomar como fundados los con-
ceptos de invalidez planteados por la Comisién Nacional de los

Derechos Humanos en la accién de inconstitucionalidad

32/2012.

'g) derecho a no ser obligado a declarar contra si mismo ni a declararse culpable, y

'h} derecho de recurrir del fallo ante Juez o tribunal superior.

'3. La confesién del inculpado solamente es vélida si es hecha sin coaccién de ninguna
naturaleza.

"4. £l inculpado absuelto por una sentencia firme no podrd ser sometido a nuevo juicio por los
mismos hechos.

"5. El proceso penal debe ser pUblico, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses
de la justicia."

"Articulo 11. Proteccién de la honra y de la dignidad

"1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

*2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputacién.

'3. Toda persona tiene derecho a la profeccién de la ley contra esas injerencias o esos atagues.”

18 "Articulo 17

"1. Nadie serd objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su do-
micilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputacion.

"2. Toda persona tiene derecho a la proteccién de la ley contra esas injerencias o esos ataques.”
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Nota: Las tesis aislada y de jurisprudencia 2a. LXI1I/2008 y
la./). 2/2012 (9a.) citadas en este voto, aparecen publicadas
en el Semanario Judicial de la Federacién y su Gaceta, Novena
Epoco, Tomo XXVII, mayo de 2008, pagina 229 y Décima Epoco,
Libro V, Tomo 1, febrero de 2013, pagina 533, respectivamente.

Este voto se publicé el viernes 30 de mayo de 2014 a las
10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federacion.
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VIIl. VOTO PARTICULAR QUE FORMULA
EL MINISTRO SERGIO A. VALLS
HERNANDEZ EN LA ACCION DE
INCONSTITUCIONALIDAD 32/2012*

oto particular que formula el Ministro Sergio A. Valls
Herndndez en la accién de inconstitucionalidad 32/2012.

Durante las sesiones piblicas del nueve al dieciséis de enero
de dos mil catorce, el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nacién resolvié la accién de inconstitucionalidad
32/2012 promovida por la Comisiéon Nacional de los Derechos
Humanos, que solicitaba la invalidez del articulo 133 Quater’

* Gaceta... op. cit., Libro 7, junio de 2014, Tomo |, pdgina 118; Registro digital: 41435.

! "Articulo 133 Quéter. Tratdndose de investigaciones en materia de delincuencia organizada,
delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas, el procurador general de la Republica o los
servidores publicos en quienes delegue [a facultad, solicitaran por simple oficio o medios electrénicos
a los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones la localizacién geogrdfica,
en tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, que se encuentren
relacionados.

"De todas las solicitudes, la autoridad dejard constancia en autos y las mantendré en sigilo.

"En ning0n caso podré desentenderse la solicitud y toda omisién imputable al concesionario o
permisionarios, serd sancionada en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal
Federal.
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del Cédigo Federal de Procedimientos Penales, asi como 162y

40 Bis® de la Ley Federal de Telecomunicaciones.

Lo anterior, debido a que tales preceptos facultan a las auto-
ridades investigadoras para solicitar a las empresas que prestan
el servicio de telefonia mévil la localizacién geogréfica, en tiempo
real, de un equipo mévil asociado a una linea telefénica, que se
encuentren relacionados con investigaciones en materia de delin-
cuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsién
o amenazas, con la correlativa obligacién de dichos permisio-

narios o concesionarios de brindar tal informacién.

'Se castigard a la autoridad investigadora que utilice los datos e informacién obtenidos como
resultado de localizacién geogréfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos a los
sefialados en este articulo, en términos de lo establecido en la fraccién IV del articulo 214 del Cédigo
Penal Federal."

2"Articulo 16. Para llevar a cabo el procedimiento de licitacién publica a que se refiere el articulo
14 de esta ley, la secretaria publicard en el Diario Oficial de la Federacién y en un periédico de la
entidad o entidades federativas cuya zona geogrdfica sea cubierta por las bandas de frecuencia
objeto de concesidn, convocatoria para que cualguier interesado obtenga las bases correspondientes.

"Las bases de licitacién piblica incluirdn como minimo:

'l. Los requisitos que deberdn cumplir los interesados para participar en la licitacién, entre los
que se incluirdn:

"A. Los programas y compromisos de inversién, de cobertura y calidad de los servicios que se
pretenden prestar;

"B. El plan de negocios;

'C. Las especificaciones técnicas de los proyectos;

"D. En el caso de los servicios de telecomunicaciones, las acciones coordinadas con la autoridad
correspondiente, que permitan combatir los delitos de extorsién, amenazas, el secuestro en cualquiera
de sus modalidades o algdn delito grave o relocionado con la delincuencia organizada.

"E. Opinién favorable de la Comisién Federal de Competencia.

“I1. Las bandas de frecuencias objeto de concesidn, sus modalidades de uso y zonas geogréficas
en que pueden ser ufilizadas;

"Hl. E} periodo de vigencia de la concesién, y

"IV. Los criterios para seleccionar al ganador.”

3 "Articulo 40 Bis. Los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomunicaciones, estan
obligados a colaborar con las autoridades en la localizacién geogréfica, en tiempo real, de los equi-
pos de comunicacién mévil asociados a una linea que se encuentren relacionados con investigaciones
en materia de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas
a solicitud del procurador general de la Repiblica, de los procuradores de las entidades federati-
vas o de los servidores pUblicos en quienes deleguen esta facultad, de conformidad con las leyes
correspondientes.

"Cualquier omisién o desacato a estas disposiciones serd sancionada por la autoridad, en los
términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo Penal Federal."
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Al efecto, la ley establece que la autoridad debe dejar cons-
tancia en autos de todas las solicitudes correspondientes y

mantenerlas en sigilo.

La accién fue resuelta por una mayoria de ocho Ministros,
en el sentido de reconocer la validez de las normas impugnadas,
al considerar que no vulneraban la Constitucién, no obstante, mi
posicionamiento fue en contra de tal determinacién, debido a que
considero que las normas sf resultan contrarias al Texto Consti-

tucional, con base en las razones que referiré a continuacién:

El articulo 133 Qudter impugnado otorga facultad a la Pro-
curaduria General de la Repiblica y a las procuradurias locales,
para solicitar a los concesionarios o permisionarios del servicio
de telecomunicaciones, la localizacién geogréfica, en tiempo
real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea,
que se encuentren relacionados con determinados delitos; soli-
citudes de las que deberd quedar constancia en autos y guardarse

sigilo.

En mi opinién, la accién era fundada, pues si bien, la medida
persigue un fin legitimo como es el combate a delitos contra la
salud, el secuestro, extorsién o amenazas e investigaciones en
materia de delincuencia organizada, lo cierto es que encuadra
en la vigilancia de comunicaciones, dado que, en principio, un
equipo mévil estd relacionado a una persona, y la ubicacién
geogrdfica de tal equipo es, sin duda, una forma en que podria
obtenerse informacién del individuo, siendo que el derecho a la
intimidad y a la vida privada estan protegidos por el articulo 16

constitucional.
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Este precepto no sélo resguarda el contenido de las comu-
nicaciones, sino que protege en amplio sentido la inviolabilidad
de éstas, siendo la ubicacién o direccién de donde se emite una
comunicacién, un dato de la misma y, por ende, no debe ser de
facil acceso, sino en casos excepcionales y mediante escrutinio
judicial.

En ese sentido, el eje central de mi conviccién sobre la incons-
titucionalidad de las normas parte de que, un equipo mévil
siempre estd asociado a una persona, tan es asi, que ¢l objetivo
de la norma seq, en realidad, lo ubicacién de quienes estén
vinculados con determinados delitos, incluso a las victimas.

Aun cuando nos encontramos ante medidas que buscan
hacer frente a la situacién criminal que impera en México, es un
hecho que, conforme a nuestro marco constitucional y conven-
cional, toda actuacién de la autoridad investigadora que tenga
o pueda tener alguna injerencia en los derechos humanos,
en el caso, primordialmente, sobre la intimidad y vida privada
—aunque también pudieran verse afectados el derecho al debido
proceso y a la seguridad jurfdica, asf como el principio de presun-
cién de inocencia—, debe necesariamente estar garantizado su
uso correcto, lejos de toda arbitrariedad, a través del contrapeso
o control de la autoridad judicial.

De esa manera, se requiere necesariamente que sea un Juez
el que, previa solicitud escrita de la autoridad investigadora,
fundada y motivada, autorice la localizacién de un equipo mévil.
Esto, no sélo porque las procuradurias deben acreditar en todo
caso la necesidad de la medida, sino porque ademés sélo de
esa manera se sujetard a vigilancia y control del Juez el uso de la
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informacién, como ocurre en la préctica con otra clase de me-
didas, tales como los cateos e, inclusive, las intervenciones tele-
fénicas o de otros medios de comunicacién.

El solo hecho del apremio causado por la propia situacién,
no justifica que las procuradurias actden por su cuenta, discre-
cionalmente, se debe contar con pruebas objetivas proporcio-
nadas a una autoridad imparcial —Juez— que permitan, en su
caso, actuar a la brevedad posible, estableciéndose entonces
un "limite temporal" para ejecutar la medida y los fines que se
persiguen, pues, si bien podria pensarse que, una vez establecido
el lugar donde se ubica un equipo mévil, se han cumplido los
objetivos, lo cierto es que, al actuar sin un contrapeso institucio-
nal, no estard garantizado en modo alguno el uso debido de la
medida.

Sin duda la tecnologia ha evolucionado de tal manera, que
puede ser un instrumento eficaz para combatir la delincuencia;
sin embargo, precisamente porque en la actualidad es posible
que a través de diversos instrumentos, como por ejemplo el GPS
instalado en equipos méviles o en automéviles, se pueden cono-
cer datos de la vida privada de las personas, como el lugar en
el que en un momento determinado se ubican, ello no debe inter-
pretarse como una desproteccién hacia las mismas, esto es, que
de forma indiscriminada se pueda acceder a datos de su vida
privada, sino mds bien, bajo la interpretacién de que, ante tales
avances, los Estados estdn obligados a buscar mecanismos que
garanticen su proteccién de invasiones de terceros.

Es un hecho que una actividad privada de las personas, son
las comunicaciones, por lo que, la informacién relacionada

DR © 2015. Universidad Nacional Autdnoma de México,
Instituto de Investigaciones Juridicas

131



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Juridica Virtual del Instituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM

www.juridicas.unam.mx Libro completo en
http://biblio.juridicas.unam.mx http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?I=4060
132 GEOLOCALIZACION DE EQUIPOS DE COMUNICACION MOVIL, EN TIEMPO REAL...

con éstas, como es el lugar en donde se originan, debe estar
protegido del acceso arbitrario de terceros, al pertenecer a un
espacio privado de éstas.

En ese sentido, no puedo coincidir con la afirmacién de que
ante el interés pUblico de combatir los delitos, el derecho humano
a la intimidad o privacidad de una persona deba ceder y, por
ende, la normatividad impugnada sea constitucional, como

sostuvo la mayoria del Tribunal en Pleno.

Al respecto, tampoco coincido con la consulta en cuanto
reconoce la validez del articulo 40 de la Ley Federal de Teleco-
municaciones que, para garantizar la operatividad del referido
articulo 133 Quéter, obliga a los concesionarios y permisionarios
de servicios de telecomunicaciones a colaborar con las autori-
dades, es decir, a atender las solicitudes que les hagan los pro-
curadores o servidores publicos autorizados por éstos, para
realizar tal ubicacién geogrdfica, pues, insisto, bajo nuestro orden
jurfdico constitucional y convencional, ello debe ser autorizado
via judicial y no dejarse ol arbitrio de las procuradurias.

Ninguna medida estatal que pueda incidir en el ejercicio de
los derechos humanos se puede justificar, per se, en aras del
bienestar comin, pues cualquier restriccién a los mismos exige
la satisfaccién de determinados principios constitucionales, y
debe ponderarse caso por caso, salvo los casos en que expresa-
mente la Constitucién Federal permite la suspensién de derechos
fundamentales o de sus garantias —que, ademds, también exigen
ciertas formalidades— en que el Estado estd obligado a garan-
tizar el ejercicio y la proteccién de los derechos humanos, segun
lo mandata el parrafo tercero del articulo 1o. constitucional.
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Carecer de un control judicial que autorice la ubicacién
geogrdfica bajo pruebas objetivas de su necesidad, asf como de
la certeza de que la diligencia se ejecuté en los términos en que
fue concedida, se traduce solamente en un acto de buena fe,
sin olvidar que el fin perseguido por el articulo 1o. constitucional,
no es contar con la "posibilidad" futura de denunciar abusos a
los derechos humanos, sino de evitar que éstos se vulneren de-
biendo el Estado garantizar su ejercicio y proteccién.

Por otra parte, respecto del articulo 16, fraccién |, apartado d,
impugnado, si bien compartf el sentido de la consulta, al estimar
constitucional dicho precepto, no comparto las consideraciones
en que la mayoria basé su dicho, ya que, al tratarse de una
norma relacionada con facultades del Ministerio Péblico Federal
o de las entidades federativas, no podria sostenerse una inter-
pretacién conforme, en términos del articulo 14 constitucional.*

No obstante, a mi juicio, la norma es constitucional, pues,
si atendemos al contenido del referido articulo 16, fraccién |,
apartado d, en relacién con lo dispuesto en el diverso numeral
14 de la misma Ley Federal de Telecomunicaciones, lo que regula
son las bases para la licitacién piblica para concesiones sobre
bandas de frecuencias del espectro para usos determinados,
estableciendo las bases para participar en las licitaciones, en el
sentido de determinar, que, tratdndose de los servicios de tele-

4 "Articulo 14. A ninguna ley se dard efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

"Nadie podré ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante
juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.

"En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogia, y ain por
mayorfa de razén, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito
de que se frata.

"En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberd ser conforme a la letra o a la interpre-
tacién juridica de la ley, y a falta de ésta se fundard en los principios generales del derecho.”
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comunicaciones, deberdan incluir "las acciones coordinadas con
la autoridad correspondiente, que permitan combatir los delitos
de extorsién, amenazas, el secuestro en cualquiera de sus mo-
dalidades o algun delito grave o relacionado con la delincuen-
cia organizada". De forma que el hecho de que se comprenda
también a "algun delito grave", encuentra sentido, pues, no sélo
se esté refiriendo a los casos regulados por el diverso 133 Quéter
del Cédigo Federal de Procedimientos Penales, sino también a
aquellos supuestos de delitos graves, como se advierte de lo
dispuesto en los articulos 16 constitucional y 278 Bis y 278 Ter,
que prevén lo relativo a las intervenciones de comunicaciones.

Nota: La ejecutoria relativa a la accién de inconstituciona-
lidad 32/2012, que contiene el criterio respecto del cual se
formulé este voto, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federacién del viernes 30 de mayo de 2014 a las 10:40
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federacién,
Décima Epoca, Libro 6, Tomo |, mayo de 2014, pagina 65.
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IX. VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA

LA SENORA MINISTRA MARGARITA
BEATRIZ LUNA RAMOS, EN LA ACCION
DE INCONSTITUCIONALIDAD 32/2012*

VOfo concurrente que formula la sefiora Ministra Margarita
Beatriz Luna Ramos, en la accién de inconstitucionalidad
32/2012, fallada en sesién del Tribunal Pleno celebrada el die-

ciséis de enero de dos mil catorce.

Habiendo sido ponente del asunto del que deriva la presente
ejecutoria, respetuosa de las opiniones que cada uno de los
integrantes del Tribunal Pleno expusieron en el transcurso de su
discusién y con el Gnimo de acoger aquellas que en consonancia
con la propuesta robustecieran la declaracién de validez de las
normas que impugné la Comisién Nacional de los Derechos Hu-

manos, se incorporaron a la resolucién sendos argumentos.

* Gaceta... op. cit., 10a. Epoca, Libro 10, septiembre de 2014, Tomo |, pégina 456; Registro
digital: 41510.
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En lo particular, aquellos mediante los cuales se realiza el
examen de control de constitucionalidad bajo los parémetros de
razonabilidad y proporcionalidad, tendentes a justificar que la
facultad que confiere el articulo 133 Quater del Cédigo Federal
de Procedimientos Penales a la autoridad ministerial, persigue
un fin constitucionalmente legitimo y es idénea, necesaria y pro-
porcional en estricto sentido, de modo tal que la posible intromi-
si6n a la vida privada de las personas que pudiera implicar, se

encuentra plenamente justificada.

Asi también, aquellas consideraciones en que por igual se
tiene como punto de partida el reconocimiento que tal facultad
puede constituir una restriccién al dmbito privado de los indivi-
duos, que hace necesaria una orden judicial para poder ejercer-
la, y de donde deriva que conforme a los criterios de este Alto
Tribunal y del sistema interamericano de derechos humanos, ha
de entenderse que sélo puede prescindirse de aquélla en los
casos de urgencia, esto es, cuando se ponga en riesgo la vida o
integridad fisica de las victimas del delito, o bien, cuando exista

riesgo de que se oculte o desaparezca el objeto del delito.

Consideracién ésta, de la que se concluye que las normas
impugnadas serdn constitucionales si y sélo si, se interpreta que
las mismas tienen aplicacién Gnicamente en supuestos de excep-
cién, lo cual deberd estar suficientemente motivado por la au-

toridad competente.

No obstante, en congruencia con el criterio que reiterada-
mente he sostenido en relacién con estos particulares temas,

me aparto de esas razones que se recogen en la ejecutoria.
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Lo anterior, ademds, porque, en mi concepto, habiéndose
arribado a la conviccién de que los articulos 133 Quéter del
Cédigo Federal de Procedimientos Penales y 40 Bis de la Ley
Federal de Telecomunicaciones, en su recto alcance, en modo
alguno constituyen una restriccién a la vida privada de las per-
sonas, no podria consentir en la necesidad de un examen de
control de constitucionalidad, como tampoco en interpretar las
normas en conformidad con la propia Constitucién General de
la Repdblica, respecto de la cual, es mi conviccién, no resultan
atentatorias.

Estas son, en suma, las razones que motivan mi disenso con
las consideraciones precisas que aquf expongo, compartiendo
integramente el resto de la argumentacién y sentido de la
ejecutoria.

Nota: La ejecutoria relativa a la accién de inconstitucionali-
dad 32/2012, que contiene el criterio respecto del cual se for-
mulé este voto, aparece publicada en el Semanario Judicial de
la Federacién del viernes 30 de mayo de 2014 alas 10:40 horas
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federacién, Décima
Epoca, Libro 6, Tomo |, mayo de 2014, pégina 65.
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X. COMENTARIO DEL INSTITUTO DE
INVESTIGACIONES JURIDICAS

DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL
AUTONOMA DE MEXICO

LA LOCALIZACION GEOGRAFICA, EN TIEMPO REAL,
DE LOS EQUIPOS DE COMUNICACION MOVIL

Dr. Roberto Andrés Ochoa Romero*

1. INTRODUCCION

Lo delincuencia organizada y los delitos vinculados a ésta son
uno de los problemas més graves por los que atraviesa la
comunidad mundial’ y, particularmente, nuestro pais. Las orga-
nizaciones criminales que operan actualmente en México se
relacionan, especialmente, con las actividades propias de los
delitos contra la salud, trata de personas, blanqueo de capitales,
trafico de armas y secuestro, lo que da muestra de su extraordi-
naria capacidad lesiva.

Tales organizaciones se ajustan, en buena medida, a los
indicadores que han sido aceptados internacionalmente como

* Investigador titular en el Instituto de Investigaciones Juridicas de la Universidad Nacional Au-
ténoma de México.

! Para conocer la experiencia espafola en la materia, véase especialmente Gonzdlez Rus, Juan
José, "Aproximacién politico-criminal a la regulacién de la criminalidad organizada después de la
reforma de 2010", en Gonzélez Rus, Juan José (dir.), La criminalidad organizada, AA. V., México,
Tirant lo Blanch, 2013, pp. 93y ss.
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notas caracteristicas de la mayoria de las organizaciones delic-

tivas con tintes empresariales.?

En efecto, las organizaciones criminales que operan en México
presentan las mismas caracteristicas de otras que han sido iden-

tificadas a nivel continental e incluso en otras latitudes.

Se trata, fundamentalmente, de entidades colectivas orde-
nadas en funcién de estrictos criterios de racionalidad, en las
que cada uno de sus miembros desempefia un rol especifico
para el que se encuentra especialmente capacitado; asi, la orga-
nizacién alcanza los rasgos de una sociedad de profesionales del
delito en la que se definen relaciones especificas a partir de deberes

y privilegios reciprocos.

La eficaz administracién de su poderio econémico —tanto
como de los recursos tecnolégicos y bélicos que tienen a su
alcance—? permite que los miembros de la delincuencia orga-
nizada lleven a cabo sus actividades criminales con gran facili-
dad. Al mismo tiempo se allana el terreno para la expansién de
las distintas organizaciones no sélo territorialmente, sino, asi-

mismo, en el dmbito de los delitos que cometen.

2 Véanse, Delgado Martin, Joaquin, Criminalidad organizada, Barcelona, Bosch, 2001, pp. 24
y ss; Simancas Carrién, Mariano-Germén, "Las organizaciones criminales en la Unién Europea’, en
Gonzélez Rus, Juan José (dir.), La criminalidad organizada...op. cit., notal, pp. 321 y ss.

3 Como seiala Bueno Ards, el crecimiento de la delincuencia organizada "es un fenémeno ca-
racterfstico de la segunda mitad del siglo XX, paralelo al crecimiento econémico e industrial y al
desarrollo internacional de las comunicaciones, asi como al progreso técnico, que suscita una jus-
tificada alarma, tanto a los Estados y a los operadores del derecho como a los particulares, por el
hecho de que la experiencia demuestra que los grupos y entidades delincuentes manejan més amplia-
mente y con mayor eficacia los recursos técnicos de lo que lo hacen los Estados y las fuerzas de
policia para la prevencién y represién de dicha delincuencia". Bueno Arts, Francisco, "Medidas juridicas
eficaces para reprimir la delincuencia organizada y los actividades terroristos”, en La Ley: Revista
juridica espariola de doctring, jurisprudencia y bibliografia, ndm. 1, 1990, p. 956.
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Para enfrentar este problema, en México se ha debido crear
una legislacién penal especial que —al margen de sus implica-
ciones constitucionales, que no son pocas— permitiera hacer
frente a este fenémeno criminal. El resultado de la labor legis-
lativa concluyé, en su dia, con la expedicién de la Ley Federal
contra la Delincuencia Organizada (LFCDO).* En este orde-
namiento federal se contienen, casi en su totalidad, las estrategias
legales especiales para la investigacién, persecucién, proce-
samiento y sancién de los delitos cometidos por miembros de la
criminalidad organizada.®

A pesar de que ya existia dicha legislacién penal y procesal
penal especial, en el afo 2008 fueron incorporadas en la Cons-
titucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM)¢ al-
gunas de tales estrategias especiales. La intencién fue evitar las
consecuencias funestas que tales instrumentos de investigacién
criminal pueden comportar (y comportan) desde la perspectiva de
los principios que informan y nutren al derecho penal de corte
democrdtico.

La cuestion no es menor. La adicidén que se produjo sobre
el Texto Constitucional a propésito de la insercién de tan discuti-
das apuestas legislativas, da cuenta de la expansién de una es-
trategia politico-criminal de intervencién mdaxima que parece
estar recibiendo carta de naturalidad en nuestro pais. Y es que

4 Ley publicada en el Diario Oficial de la Federacién (DOF) el 7 de noviembre de 1996.

5 Al respecto véanse Ochoa Romero, Roberto Andrés, "Politica criminal mexicana en materia de
delincuencia organizada', en Gonzdlez Rus, Juan José (dir.), La criminalidad organizada...op. cit.,
nota 1, México, Tirant lo Blanch, 2013, pp. 219 y ss, y Alvarado Martinez, Israel, Andlisis o la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada, México, Porrda, 2004, pp. 57 y ss.

¢ La reforma se dio a conocer mediante decreto publicado en el DOF el 18 de junio de 2008.
Este importante ajuste constitucional es tratado a profundidad por Garcia Ramirez en La reforma
penal constitucional (2007-2008). éDemocracio o autoritarismo?, 4a. ed., México, Porrga, 2010.
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la amplificacién de dicha estrategia no parece ser muy compli-
cada; basta con sumar otro sector mds de la criminalidad (cual-
quiera que sea) al articulo 20. de la LFCDO para habilitar la
oplicacién de todos y cada uno de los instrumentos legales de
excepcion penal previstos para la investigacién, persecucién,

procesamiento y sancién de la delincuencia organizada.

Pues bien, en esa tendencia politico-criminal que venimos
esbozando, caracterizada por el endurecimiento de la interven-
cién penal sustantiva en sectores especificos (v.gr.: secuestro y
trata de personas) y, desde luego, en el orden procesal penal,’
hemos asistido recientemente a la incorporacién —deniro del
inventario de disposiciones especiales orientadas a la persecucién
penal de la delincuencia organizada y de otros delitos de especial
gravedad—, de una medida legal mds. Se trata, concretamente,
de una novedosa facultad del titular del Ministerio Pablico de la
Federacién que le permite solicitar la localizacién, en tiempo
real, de los aparatos de comunicacién mévil asociados a una
linea y que, a pesar de no haber sido disefiada exclusivamente
para facilitar la persecucién penal de la delincuencia organizada,
si viene a sumarse al catdlogo de instrumentos legales especiales
para la investigacién de esa forma de criminalidad y de ciertos
delitos vinculados frecuentemente a ésta.

En efecto, el 17 de abril de 2012 se publicé en el DOF un
decreto a través del cual se reformaron, adicionaron y derogaron
diversas disposiciones del Cédigo Federal de Procedimientos
Penales (CFPP), del Cédigo Penal Federal (CPF), de la entonces

7 En este sentido, Gonzdlez Rus, Juan José, La criminalidad organizada... op. cit., supra nota 1,
p. 94.
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Ley Federal de Telecomunicaciones (LFT),® de la Ley que Estable-
ce las Normas Minimas sobre Readaptacién Social de Senten-
ciados (LENMRSS) y de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Piblica (LGSNSP).

Dentro de este importante paquete de reformas y adiciones
aparece el nuevo articulo 133 Quéter del CFPP. En este articulo
se asigna, como deciamos, una novedosa facultad al titular del
Ministerio Publico de la Federacién (o a los servidores piblicos
en quienes la delegue) para solicitar a los concesionarios de las
redes pUblicas de telecomunicaciones la localizacién, en tiem-
po real, de un aparato de comunicacién mévil asociado a una
linea telefénica.

Como acompanamiento necesario de tal disposicién instru-
mental penal, el articulo 40 Bis de la LFT establece la obligacién
de tales concesionarios para colaborar con la justicia en la loca-
lizacién del dispositivo.

Pues bien, en este trabajo se realiza el estudio del articulo
133 Qudter del CFPP que, junto con los articulos 16, fraccién |,
apartado D, y 40 Bis, ambos de la LFT, fue objeto de la accién
de inconstitucionalidad ndmero 32/2012, promovida por la
Comisiéon Nacional de los Derechos Humanos y resuelta en
la Suprema Corte de Justicia de la Nacién el 16 de enero de 2014.7

8 La LFT fue abrogada mediante decreto publicado en el DOF el 14 de julio de 2014. En el
mismo decreto se expidi6 la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusion (LFTR). En este trabajo
se abordan las diferentes cuestiones a partir de lo dispuesto en la legislacién que se encontraba
vigente al momento de resolverse la controversia constitucional 32/2012. Pero, ademés, porque de
acuerdo con lo sefialado en el apartado de disposiciones transitorias de dicho Decreto {articulo
Trigésimo Séptimo), continGan en vigor las disposiciones de la LFT —en lo que respecta a los auto-
ridades de procuracién de jusficia a que se refiere el articulo 190, fraccién I, de la LFTR—, en materia
de localizacién geogréfica en tiempo real de equipos de comunicacién mévil. A lo largo del texto
se realizan, sin embargo, las referencias necesarias al arficulado de la LFTR.

9 Ministra ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe M. Ortiz Blanco.
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2. EL ARTiCULO 133 QUATER DEL CFPP

Uno de los temas centrales —probablemente el mas importante—
de la reforma que se produjo mediante decreto de 17 de abril de
2012, lo constituye la facultad que el nuevo articulo 133 Quéater
del CFPP otorga al Procurador General de la Republica (y, a
través de él, a los servidores publicos en quienes delegue dicha
facultad) para solicitar "a los concesionarios o permisionarios del
servicio de telecomunicaciones la localizacién geogréfica, en
tiempo real, de los equipos de comunicacién mévil asociados a
una linea". Se trata, bdsicamente, de requerir la ubicacién espa-
cial aproximada de un aparato de comunicacién mévil relacionado
con la investigacién de los delitos que el propio articulo aglomera
bajo un aparente régimen {como mds adelante se verd) de

numerus clausus.

Este dispositivo legal fue introducido en la ley de rito procesal

penal del orden federal con el siguiente texto:

Articulo 133 Quéter.- Tratdndose de investigaciones en ma-
teria de delincuencia organizada, delitos contra la salud,
secuestro, extorsién o amenazas, el Procurador General de
la Republica o los servidores publicos en quienes delegue la
facultad, solicitaran por simple oficio o medios electrénicos a
los concesionarios o permisionarios del servicio de telecomu-
nicaciones la localizacién geogrdfica, en tiempo real, de los
equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, que

se encuentren relacionados.

De todas las solicitudes, la autoridad dejard constancia en

autos y las mantendré en sigilo.
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En ningdn caso podré desentenderse la solicitud y foda omisién
imputable al concesionario o permisionarios, serd sancionada
en términos de lo previsto por el articulo 178 Bis del Cédigo
Penal Federal.

Se castigard a la autoridad investigadora que utilice los datos
e informacién obtenidos como resultado de localizacién geo-
grdfica de equipos de comunicacién mévil para fines distintos
a los sefalados en este articulo, en términos de lo establecido

en la fraccién IV del articulo 214 del Cédigo Penal Federal.

Este articulo se encuentra organizado en cuatro pérrafos.
En el primero de ellos se recoge el ambito de aplicacién de la
facultad que se asigna al Procurador General de la Repiblica
para solicitar la ubicacién geogréfica de los aparatos de comu-
nicacién mévil. El segundo ordena mantener el registro de toda
solicitud dentro del expediente de la investigacion y guardar el
debido sigilo.

Por su parte, el parrafo tercero obliga a los concesionarios
o permisionarios de las redes publicas de telecomunicaciones a
la atencién de todas las solicitudes de localizacién geogréfica.’®
En caso contrario, se ordena la aplicacién de las sanciones
establecidas en el articulo 178 bis del CPF."

Finalmente, en su pdrrafo cuarto, prohibe a la autoridad
investigadora la utilizacién de los datos o informacién obtenidos
por virtud de la solicitud de localizacién geogréfica, para fines
distintos a la investigacién de los delitos sefialados en su parrafo

19 Tal obligacion se refuerza en el articulo 40 Bis, de la LFT.
" El articulo 178 bis fue llevado al texto del CPF mediante decreto de fecha 17 de abrii de 2012.
Fue reformado o través def Decreto del 14 de julic de 2014 que, entre otras cosas, abrogé la LFT.
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primero. Las sanciones a imponer en ese caso son las previstas
para la comisién de las conductas contenidas en el articulo 214,
fraccion IV, del CPF (ejercicio indebido del servicio piblico).'?

a) Ambito de aplicacién del precepto

Lo facultad que el articulo 133 Quéter, pérrafo primero, del
CFPP le concede al Procurador General de la Republica para
solicitar a los concesionarios o permisionarios de las redes de
telecomunicaciones la localizacién geogréfica, en tiempo real,
de los equipos de comunicacién mévil asociados a una linea, no
es absoluta.

Asf es, el legislador ha decidido limitar tal posibilidad a ciertas
materias: a) delincuencia organizada; b) delitos contra la salud;
c) secuestro; d) extorsién; y, e) amenazas. De esta manera la me-
dida esta dirigida, en principio, a la investigacién de ciertos sec-
tores de la criminalidad en los que el Estado Mexicano presenta
una necesidad muy especial de intervencién. Y decimos en prin-
cipio porgue resulta, cuando menos discutible, que una medida
de tal naturaleza pueda y deba ser aplicada para la investiga-
cién de un delito como el de amenazas que, en la mayoria de

sus manifestaciones, resulta de escasa lesividad.

Por lo demés, la facultad que se confiere al Procurador
General de la Republica no se configura como un instrumento
legal especializado o, si se desea, destinado en exclusiva a la

12 "Articulo 214.- Comete el delito de ejercicio indebido de servicio piblico, el servidor piblico
que: ... IV.- Por s{ o por interpésita persona, sustraiga, destruya, oculte, utilice, o inutilice ilicitamente
informacién o documentacién que se encuentre bajo su custodia o o la cual tenga acceso, o de la
que tenga conocimiento en virtud de su empleo, cargo o comisién'.
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investigacién de la delincuencia organizada y de los delitos
vinculados a ésta.

Si bien la facultad de solicitar la tocalizacién geogréfica de
los aparatos de comunicacién méviles se suma al catélogo de es-
trategias legales especiales para la investigacién ministerial de
ese sector de la criminalidad (v.gr.: arraigo hasta por ochenta
dias, colaboracién con la autoridad o infiltracién de agentes
policiales),' al mismo tiempo se abre la posibilidad para solici-
tarla cuando se trate de la investigacién de otfros delitos que,
aunque generalmente estan relacionados con las actividades de
la criminalidad organizada, también pueden ejecutarse sin per-
tenecer, por asf decir, a las actividades propias de una organi-
zacién criminal. Es el caso de los delitos contra la salud, del
secuestro, la extorsién y las amenazas.

Pues bien, para delimitar el dmbito de aplicacién del pre-
cepto es necesario senalar cudl es la ubicacién, dentro de la
geografia legal del pais, de cada una de las materias a las que
alude el articulo 133 Quadter, pérrafo primero, del CFPP.

i. Delincuencia organizada

Cuando el articulo 133 Qudter, parrafo primero, del CFPP designa
a la delincuencia organizada como la primera de las materias
para cuya investigacién puede solicitarse la localizacién geogra-

13 Sobre tales figuras véase Ochoa Romero, Roberto Andrés, "Politica criminal... op. cit., supra
nota 5, pp. 226 y ss. Especialmente sobre el régimen de los colaboradores de la justicia, Ochoa
Romero, Roberto Andrés, 'Los beneficios por colaboracién con la autoridad en el dmbito de la
Delincuencia Organizada. El estado de la cuestién después de la reforma constitucional del afio
2008", en Herndndez-Romo Valencia, Pablo y Ochoa Romero, Roberto Andrés {coord.), Estudios
penales en homenaje ol profesor Javier Alba Mufioz, AA. VY., México, Tirant lo Blanch-Escuela Libre
de Derecho, 2013, pp. 385y ss.
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fica de los aparatos de comunicacién mévil, se estd refiriendo a
un particular sector de la criminalidad cuyo tratamiento penal
y procesal penal se sitGa {en buena medida) en un ordenamiento
especial del orden federal.'

Asi es, en el caso de la delincuencia organizada la cuestién
ha de resolverse acudiendo a la LFCDO vy, dentro de ésta, muy
particularmente, a su articulo 20. que incluye el tipo penal de
este delito, asi como un catdlogo de infracciones penales ordenao-
das en siete fracciones que vienen a completar o, si se desea, a
definir, el propésito de la organizacién criminal. En consecuen-
cia, el delito de delincuencia organizada sélo puede configurarse
cuando la organizacién de hecho, de tres o més personas, per-
sigue la realizacién de alguno o algunos de los ilicitos compren-
didos en las siete fracciones del articulo 20. de la LFCDO.

El texto de dicho articulo es el siguiente:

Articulo 20.- Cuando tres o mds personas se organicen de
hecho para realizar, en forma permanente o reiterada, con-
ductas que por si o unidas a otras, tienen como fin o resultado
cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serén
sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delin-
cuencia organizada:

. Terrorismo, previsto en los articulos 139 al 139 Ter, finan-
ciamiento al terrorismo previsto en los articulos 139 Quater

y 139 Quinquies y terrorismo internacional previsto en los

4 El decreto publicado en el DOF el 18 de junic de 2008 también reformé la fraccién XXI del
articulo 73 de la CPEUM. Fue a través de dicha reforma como se atribuyé al Congreso de la Unién
la faculted exclusiva para legislar en materia de delincuencia organizada. Desde entonces, se trata
de un dmbito legislativo estrictamente federal.
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articulos 148 Bis al 148 Quadter; contra la salud, previsto en
los articulos 194 y 195, pérrafo primero; falsificacién o alte-
racién de moneda, previstos en los articulos 234, 236 y 237;
el previsto en la fraccién IV del articulo 368 Qudter en materia
de hidrocarburos; operaciones con recursos de procedencia
ilicita, previsto en el articulo 400 Bis; y el previsto en el articulo
424 Bis, todos del Cédigo Penal Federal;

Il. Acopio y tréfico de armas, previstos en los articulos 83 bis
y 84 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos;

Hl. Trafico de indocumentados, previsto en el articulo 159 de la
Ley de Migracién;

IV. Tréfico de érganos previsto en los articulos 461, 462 y
462 bis de la Ley General de Salud;

V. Corrupcién de personas menores de dieciocho afios de
edad o de personas que no tienen capacidad para comprender
el significado del hecho o de personas que no tienen capaci-
dad para resistirlo previsto en el articulo 201; Pornografia de
personas menores de dieciocho afios de edad o de personas
que no tienen capacidad para comprender el significado del
hecho o de personas que no tienen capacidad para resistirlo,
previsto en el articulo 202; Turismo sexual en contra de per-
sonas menores de dieciocho afios de edad o de personas que
no tienen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tiene capacidad para resistirlo, previsto
en los articulos 203 y 203 Bis; Lenocinio de personas menores
de dieciocho afios de edad o de personas que no tienen capa-
cidad para comprender el significado del hecho o de personas
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el articulo
204; Asalto, previsto en los articulos 286 y 287; Tréfico de
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menores o personas que no tienen capacidad para compren-
der el significado del hecho, previsto en el articulo 366 Ter,
y Robo de vehiculos, previsto en los articulos 376 Bis y 377
del Cédigo Penal Federal, o en las disposiciones correspon-
dientes de las legislaciones penales estatales o del Distrito
Federal;

VI. Delitos en materia de trata de personas, previstos y san-
cionados en el Titulo Segundo de la Ley General para Com-
batir y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas
y para la Proteccién y Asistencia a las Victimas de estos Delitos,
excepto en el caso de los articulos 32, 33 y 34 y sus respecti-
vas tentativas punibles.

VII. Las conductas previstas en los articulos 9, 10, 11, 17 y
18 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en
Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fraccién XXi del
articulo 73 de la Constitucién Politica de los Estados Unidos
Mexicanos.

De acuerdo con la manufactura del precepto, la organizacién
de hecho de tres o mds personas ha de tener como propésito la
realizacién, en forma permanente o reiterada, de conductas que
por si o unidas a otras tengan como fin o resultado cometer
alguno o algunos de los delitos contenidos en las siete fracciones
del mismo articulo.

Por tanto, cuando se trate de investigaciones en materia de
delincuencia organizada, el Procurador General de la Repiblica
podré solicitar la localizacién geografica en tiempo real de los
aparatos de comunicacién mévil asociados a una linea, cuando
éstos tengan relacién con el "delito de delincuencia organizada",
o bien, cuando se trate de los delitos previstos en alguna de las
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siete fracciones del articulo 20. "que hayan sido cometidos por
miembros de la delincuencia organizada".

En este sentido no seria posible solicitar la localizacién geo-
gréfica de aparatos de comunicacién mévil relacionados, por
ejemplo, con una investigacién por robo de vehiculos cuando
este delito no se haya cometido como parte de las actividades
de una organizacién criminal; aun cuando ese ilicito se encuentre
listado en la fraccién V del articulo 20. de la LFCDO.

Asi es, cuando el articulo 133 Quéter, parrafo primero, del
CFPP, habilita la solicitud de localizacién geogréfica de los
aparatos de comunicacién mévil en investigaciones "materia de
delincuencia organizada", es importante no perder de vista que
no lo hace con respecto a todos los delitos que aparecen en las
siete fracciones del articulo 20. de la LFCDO de modo genéri-
co, sino, siempre y cuando, éstos sean una proyeccién de las
actividades de la organizacién criminal. Por tanto, la vinculacién
del delito, por asi decir, secundario, con las actividades de la
criminalidad organizada, es un elemento fundamental para que
el Procurador General de la Republica pueda ejercer la facultad
prevista en el articulo 133 Qudter, pdrrafo primero, del CFPP
en esta materia.

ii. Delitos contra la salud
La segunda materia a que se refiere el mencionado pdrrafo
primero se corresponde con el catdlogo de los llamados, gené-

ricamente, delitos contra la salud.

Se trata de una referencia indeterminada o, cuando menos,
incompleta, por cuanto, de forma muy general, se hace alusién
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al contenido material del injusto de un buen ndmero de tipos
penales.

Efectivamente, existe un catdlogo muy importante de infrac-
ciones penales que comprometen a la salud —pUblica o indivi-
dual— como bien juridico; todas ellas pueden estar agrupadas
bajo esa denominacién comin, lo que amplifica desmedida-
mente el radio de aplicacién de la medida. Al mismo tiempo, la
imprecisién de la rdbrica puede colocar este instrumento de inves-
tigacién fuera del rango del principio de proporcionalidad en
sentido amplio.

En efecto, algunas de las formas delictivas que pueden agru-
parse conforme a esa denominacién son las comprendidas en
el Titulo Séptimo, intitulado "Delitos contra la salud", del CPF.
En su Capitulo | se localizan los de produccién, tenencia, tréfico,
proselitismo y otros actos en materia de narcéticos (genéricamente
conocidos como delitos contra la salud). Pero también se incluye
el tipo penal de peligro de contagio de su Capitulo Il y los ilicitos
contra los derechos reproductivos de su Capitulo I.

Aese catdlogo habrian de sumarse, por lo menos, los delitos
previstos en la Ley general de Salud (LGS)' y aquellos otros en
los que se considera a la salud como bien juridico protegido.’®
De suerte tal que el segundo catdlogo de ilicitos que habilita la

'S Véanse los articulos 455 al 472 de la LGS, entre los cuales se ubican algunas conductas que
comprometen a la salud, asf como los numerales 475, 476 y 477 de la misma ley, que dan forma
a los denominados delitos contra la salud en su modalidad de narcomenudeo. Al respecto véase
Herndndez-Romo Valencia, Pablo, Tratado de Derecho penal mexicano. Parte especial (delitos
previstos en leyes especiales), 2a. ed., T. |, México, Tirant lo Blanch, 2014, pp. 170y ss.

6 Por ejemplo el delito de lesiones del artfculo 288 del CPF: "Bajo el nombre de lesién, se
comprende no solamente las heridas, escoriaciones, contusiones, fracturas, dislocaciones, quema-
duras, sino toda alteracién en la salud y cualquier otro dafio que deja huella material en el cuerpo
humano, si esos efectos son producidos por una causa externa’.
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solicitud de localizacién geogréfica, en tiempo real, de un dispo-
sitivo de comunicacién mévil, puede ser més o menos amplio
segun la interpretacién que se realice con respecto a cudl deba ser
el contenido de injusto en un buen nimero de tipos penales.

La verdad es que, en tratdndose de una estrategia de inves-
tigacién en la que subyacen, cietamente, importantes riesgos
de exceso en clave de utilizacién indebida de la informacién, o
también, de amplificacién de sujetos o de los resultados, seria
muy acertado redisefiar el precepto a los efectos de establecer,
con toda precision, cudles son los delitos que, dentro del catélogo
de los que comprometen seriamente a la salud, ameritan la
solicitud de localizacién geogréfica de un equipo de comunica-
ciébn mévil.

En definitiva, con una referencia tan ambigua no se alcanza
a concretar el grupo de delitos (contra la salud) cuya investigacién
puede incluir una solicitud de localizacién geogréfica de equipos
de comunicacién maévil. No es deseable, cuando se trata de
medidas especiales de investigacién, abandonar su procedencia
al criterio més o menos preciso de los operadores juridicos.

iii. Secuestro

La tercera materia que considera el articulo 133 Quéter, parrafo
primero, del CFPP para permitir la solicitud de localizacién geo-
gréfica, en tiempo real, es la de secuestro.

Mds que a un tipo penal, este articulo alude a una materia
de novedoso cufio que abraza a los ahora llamados "delitos en
materia de secuestro". Asi, no se trata de un solo ilicito (secuestro
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y sus formas), sino de varios que son agrupados bajo esa ribrica
comdn,

En su historia legislativa el secuestro ha sido un delito cuya
manufactura tipica, naturaleza y cantidad de sancién, eran de-
finidas tanto por el Congreso de la Unién como por los congresos
de las entidades federativas. Se trataba, asi, de un ilicito que
por no ser de estricta competencia legislativa federal era disefiado
de manera heterogénea por todos los cuerpos legislativos. Por
ello, su tratamiento legal arrojaba muchas variantes de un cédigo
a otro, no sélo en cuanto a la configuracién del tipo penal y sus
modalidades, sino, especialmente, en torno a la seleccién de la
naturaleza y cantidad de las penas a imponer.

Por esas razones —tanto como por el aumento en la fre-
cuencia comisiva del delito—, el 4 de mayo de 2009 se publicé
en el DOF un decreto de reforma que impacté el texto del en-
tonces parrafo primero de la fraccién XXl del articulo 73 de la
CPEUM." Este decreto de reforma otorgé al Congreso de la Unién
la facultad para expedir una ley general en materia de secuestro
que estableciera, como minimo, los tipos penales y sus sancio-
nes, la distribucién de competencias y las formas de coordina-
cién entre la Federacién, el Distrito Federal, los Estados y los
Municipios.

La reforma fue consecuencia de los constantes debates que
se produjeron en torno a la conveniencia de que el secuestro
fuera sancionado exclusivamente como delito federal; éstos

17 Véase, sobre la reforma a la fraccién XXI del articulo 73 de la CPEUM en materia de secuestro,
Ochoa Romero, Roberto Andrés, La privacién ilegol de lo libertad. Especial referencia a los tipos
penales contenidos en la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delifos en Materia de Secuestro,
México, Tirant lo Blanch, 2012, pp. 35 y ss.
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orientaron la conclusién, en principio, hacia la afirmativa. Y deci-
mos en principio, porque lo que finalmente sucedié fue que se
le otorgé al Congreso de la Unién la facultad para legislar, a
través de una ley general, todo lo relativo a los delitos en "materia
de secuestro".

Asi, se abri6 la puerta al disefio de un régimen penal sus-
tantivo Unico (homologado) de aplicacién en todo el territorio
nacional en el que, ademas de los tipos penales y sus sanciones,
se sefalaran con precisién los supuestos competenciales para
las autoridades federales y de las entidades federativas.

El producto legislativo respectivo fue dado a conocer me-
diante un decreto publicado en el DOF el 30 de noviembre de
2010. Se trata de la Ley General para Prevenir y Sancionar los
Delitos en Materia de Secuestro (LGPSDMY), en la que se con-
densan, actualmente, todos los tipos penales en la materia.

En estas condiciones, cuando el articulo 133 Quadter, parrafo
primero, del CFPP, sefala al secuestro como una de las materias
que justifican la solicitud de localizacién geogréfica de equipos
de comunicacién mévil asociados a una linea, no se refiere,
exclusivamente, a las diversas modalidades de ese delito (art.
90., fraccién |, de la LGPSDMS), sino a todas las investigaciones
federales,'® pues se trata de una facultad del Procurador General

18 En el articulo 23, pérrafos primero y segundo, de la LGPSDMS, se contiene el régimen de
competencias entre la Federacion y las autoridades locales para la prevencidn, investigacién, perse-
cucién, procesamiento y sancién de los delitos en materia de secuestro: "Los delitos previstos en esta
Ley se prevendran, investigaran, perseguirdn y sancionarén por la Federacién cuando se tfrate de los
casos previstos en la Ley Federal conira la Delincuencia Organizada y cuando se apliquen las reglas
de competencia previstas en la Ley Orgdnica del Poder Judicial de la Federacién y del Cédigo Federal de
Procedimientos Penales; o cuando el Ministerio Publico de la Federacién solicite a la autoridad com-
petente de la enfidad federativa, le remita la investigacién correspondiente, atendiendo a las carac-
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de la Republica, que se sigan por los delitos previstos en los ar-
ticulos 90. al 17 de la LGPSDMS.?

Hay que reconocer que si hay alguna materia (o grupo de
delitos) para la que hubiera que autorizar la localizacién geo-
grdfica en tiempo real, de los aparatos de comunicacién mévil
asociados a una lineaq, ésta debe ser la de los delitos en materia

de secuestro.

Se trata de un sector de la criminalidad especialmente grave
en el que, frecuentemente, se complica la localizacién e identifi-
cacién de los responsables, precisamente, porque utilizan diversos
equipos de comunicacién mévil durante la planeacién y ejecu-
cién del delito. Asf, la medida se justifica no sélo por la posibili-
dad de identificar a los responsables, sino, esencialmente, porque
puede conducir a la localizacién y, en su caso, liberacién de la

victiima.
iv. Extorsién

Toda vez que se trata de una facultad del Procurador General
de la Repiblica, los casos de extorsion cuya investigacién puede
requerir la localizacién geogrdfica en tiempo real de un equipo
de comunicaciéon mévil, serdn aquellos que se ajusten a lo dis-
puesto por el articulo 390 del CPF.

teristicas propias del hecho, asi como a las circunstancias de ejecucién o la relevancia social del
mismo.

‘En los casos no contemplados en el pérrafo anterior, serén competentes las autoridades del
fuero comdn”.

17 Sobre la configuracién de los delitos previstos en los articulos 9o. al 17 de la LGPSDMS, véase
Ochoa Romero, Roberto Andrés, La privacién ilegal... op. cit., supra nota 17, pp. 138y ss.
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El articulo 390 del CPF prevé y sanciona las distintas moda-
lidades del delito de extorsién en el dmbito federal. Su texto es
como sigue:

Articulo 390.- Al que sin derecho obligue a otro a dar, hacer,
dejar de hacer o tolerar algo, obteniendo un lucro para si o
para ofro o causando a alguien un perjuicio patrimonial, se
le aplicarédn de dos a ocho afos de prisién y de cuarenta a
ciento sesenta dias multa.

Las penas se aumentardn hasta un tanto més si el constrefimien-
to se realiza por una asociacién delictuoso (sic), o por servidor
pUblico o ex-servidor pUblico, o por miembro o ex-miembro
de alguna corporacién policial o de las Fuerzas Armadas Mexi-
canas. En este caso, se impondrd ademds al servidor o ex-
servidor publico y al miembro o ex-miembro de alguna
corporacién policial, la destitucién del empleo, cargo o comi-
sién y la inhabilitacién de uno @ cinco afios para desemperiar
cargo o comisién plblico, y si se tratare de un miembro de
las Fuerzas Armadas Mexicanas en situacién de retiro, de reserva
o en activo, la baja definitiva de la Fuerza Armada a que per-
tenezca y se le inhabilitard de uno a cinco afios para desem-
pefar cargos o comisién pUblicos.

Como se observa, el delito de extorsién puede configurarse
de distintas maneras. Se trata, basicamente, de obligar a otra
persona a dar, hacer, dejar de hacer o tolerar algo que, al final,
se concreta en la obtencién de un lucro para el sujeto activo o para
ofra persona, o bien, en la causacién de un perjuicio patrimonial.

Este delito estd disefiado sobre la base de un tipo penal
abierto que, por ello, no precisa los medios a través de los cuales
se puede imponer la obligacién de dar, hacer, no hacer o tolerar.
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Esto es, que el tipo penal no sefiala de qué manera debe cons-
trefiirse la libertad del sujeto pasivo en la formacién de su volun-
tad; lo mismo puede tratarse de un correo electrénico, de un

anuncio clasificado, de una carta, entre otros.

Pero si hay que reconocer que, frecuentemente, es uno de
los delitos que se realizan mediante la utilizacién de aparatos
de comunicacién mévil.

v. Amenazas

El de las amenazas es el Gltimo rubro que integra el articulo 133
Quéter, parrafo primero, del CFPP para autorizar la localizacién

geogrdfica, en tiempo real, de un aparato de comunicacién mévil.

La descripcién tipica de las formas comisivas de este delito
aparece en el articulo 282 del CPF:

Articulo 282.- Se aplicard sancién de tres dias a un afio de
prision o de 180 a 360 dias multa:

I.- Al que de cualquier modo amenace a ofro con causarle
un mal en su persona, en sus bienes, en su honor o en sus
derechos, o en la persona, honor, bienes o derechos de alguien

con quien esté ligado con algdn vinculo, y

II.- Al que por medio de amenazas de cualquier género trate
de impedir que otro ejecute lo que tiene derecho a hacer.

Si el ofendido fuere alguno de los parientes o personas a
que se refieren los articulos 343 bis y 343 ter, en este Gltimo
caso siempre y cuando habiten en el mismo domicilio, se
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aumentaré la pena que corresponda hasta en una tercera
parte en su minimo y en su Maximo.

Si el ofendido por la amenaza fuere victima u ofendido o tes-
tigo en un procedimiento penal, la pena seré de cuatro a ocho
afos de prisién y de cien a trescientos dias multa.

Los delitos previstos en este articulo se perseguiran por querella,
con excepcién de!l establecido en el pérrafo anterior que se

perseguird de oficio.

En las formas comisivas de este ilicito tampoco se exigen
medios ejecutivos especificos. De suerte tal que la amenaza de
causar a otro "un mal en su persona, en sus bienes, en su honor
o en sus derechos, o en la persona, honor, bienes o derechos
de alguien con quien esté ligado con algin vinculo", o bien, para
intentar impedir "que otro ejecute lo que tiene derecho a hacer,
se puede realizar de cualquier manera, entre otras, a través de
equipos de comunicacién mévil.

A pesar de que se trata de conductas que suelen cometerse,
frecuentemente, mediante el uso de aparatos electrénicos de
comunicacién mévil, lo cierto es que no existe una relacién
de proporcionalidad lesiva entre éstas y las que son propias de
los delitos en materia de delincuencia organizada, contra la
salud, secuestro o extorsién, lo que permite cuestionar la nece-

sidad de la medida.

En efecto, el tipo penal de amenazas no posee, en todos los
casos, la entidad lesiva suficiente como para integrarse en el ca-
télogo de materias que justifican la utilizacién de un instrumento
de investigacién como el que ahora se analiza. Tan es asf, que
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el legislador ha dispuesto para las diferentes formas comisivas
de este delito un rango penal alternativo que va de tres dias a un

afo de prisién o de 180 a 360 dias multa.?

Asi, no se justifica la medida en todas y cada una de las inves-
tigaciones ministeriales que se integren por las diferentes for-
mas comisivas del ilicito de amenazas. Pero, infortunadamente, el
referido articulo 133 Quadter, pdrrafo primero, no hace excep-

ciones.

Y es que no existe una relacién de proporcionalidad entre
la necesidad de la medida de localizacién geogréfica, en tiempo
real, de los aparatos de comunicacién mévil y cualquier inves-
tigacién por el delito de amenazas. La Unica modalidad que lo
podria justificar seria aquella en la que "el ofendido por la ame-
naza fuere victima v ofendido o testigo en un procedimiento

penal".
b) Alcances de la localizacién geogrdfica

El articulo 133 Quédter del CFPP no sefala cudles son los limites
o, de ofra manera, el significado o los alcances de la estrategia
de localizacién geogrdfica, en tiempo real, de los equipos de

comunicacién movil.

2 Con excepcién del tipo agravado del parrafo segundo y de lo que dispone el pérrafo tercero,
ambos del articulo 282 del CPF. En este Ultimo caso, en que el sujeto pasivo fuere la victima, ofendido
o festigo en un procedimiento penal, se advierte una mayor cantidad de injusto, concretamente,
frente a la administracién de justicia: 'Si el ofendido por la amenaza fuere victima u ofendido o testigo
en un procedimiento penal, la pena seré de cuatro a ocho afios de prisién y de cien a trescientos
dias multa”.
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La descripcién de la medida se realiza mediante interpreta-
cién auténtica y se halla en el articulo 3o., fraccién XVII, de la LFT
(que también fue objeto del decreto del 17 de abril de 2012).2!

Dicho articulo, en la parte correspondiente, indica:

Articulo 3.- Para los efectos de esta Ley se entenderd por:

XVII. Localizacién geogrdfica en tiempo real: es la ubicacién
aproximada en el momento en que se procesa una bisqueda
de un equipo terminal mévil asociado a una linea teleféni-

ca determinada.

Tal y como lo sefala esta fraccién, la localizacién geogréfica
en tiempo real sélo comprende la ubicacién aproximada, en el
momento en que se procesa la solicitud, de un equipo de co-
municacién moévil asociado a una linea telefénica. Ni mds, ni

menos.

No se trata de obtener mayor informacién sobre el titular de
la linea telefénica o, lo que seria mds grave, de habilitar un acceso
sumario al contenido de las comunicaciones en las que el equipo
se use,?? sino, Unicamente, de conocer la ubicacién geogréfica
aproximada de un aparato de comunicaciéon mévil vinculado a

una linea telefénica, cuando esté siendo utilizado para cometer

2! La disposicién se localiza actualmente en el articulo 3o., fraccién XXXV, de la LFTR.

2 Parg tener acceso al contenido de las comunicaciones, el Ministerio Pablico de la Federacién
debe cumplir con los requisitos que sefala el arficulo 16 de la CPEUM para la emisién de una auto-
rizacién de intervencién de comunicaciones.
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un delito de los indicados en el parrafo primero del articulo 133
Qudter, del CFPP o, en su caso, para facilitar su comisién,

En este sentido, debe subrayarse que la solicitud de locali-
zacién geogrdfica se articula, concretamente, con respecto a un
determinado equipo de comunicacién mévil sobre el que obran
registros que lo vinculan con la comisién de un delito, pero no
sobre el titular de la linea. Tan es asi que puede tratarse de un
equipo de comunicacién nuevo, o de uno que ha sido robado
o extraviado, o bien, que pertenece a la victima de, por ejemplo,
un delito de secuestro o de extorsién. Por tanto, la localizacién
geografica aproximada del equipo de comunicacién no coincide,
necesariamente, con la de la persona que aparece como titular
de la linea telefénica; en todo caso, el nombre del titular de la
linea telefénica es un dato que no tiene por qué integrarse en
la informacién que contenga la respuesta del concesionario o
permisionario de las redes de telecomunicaciones que atiende
la solicitud.

Evidentemente, una vez localizado el equipo de comunica-
cién, la investigacién ministerial deberd arrojar los elementos
necesarios para demostrar quién es (o era) la persona que se
encontraba utilizdndolo, no sélo al momento de su localizacion,
sino, muy particularmente, cuando éste haya sido usado para
cometer alguno de los delitos en materia de delincuencia orga-
nizada, contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas.

Y es que en los delitos comprendidos dentro de las materias
a las que se reduce el articulo 133 Quudter, pdrrafo primero, del
CFPP, es muy frecuente el manejo de equipos de comunicacién
mévil, ya sean adquiridos o no por quienes los utilizan. De suerte
tal que resulta fundamental —a los efectos de localizar y, pos-
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teriormente, identificar a los intervinientes en el delito—, conocer
la ubicacién geogrdfica de los aparatos de comunicacién mévil
que se estén usando. A veces un ndmero telefénico es la Unica
informacién con la que se cuenta para continuar con la investi-
gacién de este catdlogo de delitos.

Por lo demds, el manejo de este instrumento de investigacién
de ninguna manera puede suponer una intromisién del Estado
en la vida privada o en la intimidad de una persona o, de otra
forma, una violacién al secreto de las comunicaciones de las
personas. No se trata de interceptar comunicaciones o de utili-
zarlo para escucharlas. Consiste sélo en ubicar un equipo de
comunicacién mévil asociado a una linea telefénica en investi-
gaciones penales por delitos que, al no tener previstos medios
comisivos especificos, son cometidos constantemente mediante
instrumentos tecnolégicos de comunicacién que aseguran el
anonimato y dificultan la identificacién de los involucrados.

Es, por fodo ello, una medida que no invade el derecho a la
vida privada, muy por el contrario, se trata de una estrategia
legal que persigue —cuando se utiliza licitamente, esto es, para los
fines de la investigacién—22 un obijetivo legftimo: localizar los ins-
trumentos electrénicos usados para la comisién de delitos vy,

2 Para el caso en que la autoridad investigadora utilice los datos o la informacién obtenida por
virtud de una solicitud de localizacién geogréfica de equipos de comunicacion mévil para fines
distintos, el articulo 133 Quéter, pérrafo cuarto, del CFPP ordena la aplicacion de las consecuencias
juridicas previstas para el delito del articulo 214, fraccién IV, del CPF: "Comete el delito de ejercicio
indebido de servicio pablico, el servidor piblico que: IV.- Por s o por interpésita persona, sustraiga,
destruya, oculte, utilice, o inutilice ilicitamente informacién o documentacion que se encuentre bajo
su custodia o a la cual tenga acceso, o de la que tenga conocimiento en virtud de su empleo, cargo
o comisién". Cfr. Hernandez-Romo Valencia, Pablo, Tratado de Derecho penal mexicano. Parte es-
pecial (delitos previstos en leyes especiales), 2a. ed., T. Il, México, Tirant lo Blanch, 2014, p. 1461,
para quien no existe una finalidad especifica en el articulo 133 Quéter, del CFPP que configure la
base subjetiva de la ilicitud, lo que imposibilitaria la aplicacién de las sanciones previstas para la utili-
zacién de la informacién "con fines distintos a los sefialados en dicho articulo'. En nuestra opinién, la
finalidad de la disposicién es la investigacion de tipos penales en materia de delincuencia organizada,
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posteriormente, identificar a los responsables, asi como proteger

a las victimas.

En el rubro de la proteccién a las victimas, son imaginables
los casos en los que la solicitud de localizacién geogréfica, en
tiempo real, de un equipo de comunicacién mévil asociado a
una linea telefénica permita, por ejemplo, ubicar el sitio en donde
pudiera encontrarse una persona privada ilegalmente de su li-
bertad; encontrar el lugar desde el cual se realizan llamadas de
extorsion (frecuentemente centros de reclusién); o bien, identificar
dénde se realizan actos de explotacién sexual personal por

miembros de la delincuencia organizada.

3. A MODO DE CONCLUSION

El articulo 133 Quéter del CFPP otorga al Procurador General
de la Repuiblica la facultad para solicitar a un concesionario o
permisionario de las redes pUblicas de telecomunicaciones la
localizacién, en tiempo real, de un equipo de comunicacién
mévil asociado a una linea telefénica. La facultad para solicitar
la ubicaciéon de tales equipos, sélo puede ejercerse por el titular del
Ministerio Piblico de la Federacién cuando se trate de investi-
gaciones en materia de delincuencia organizada, delitos contra

la salud, secuestro, extorsién y amenazas.

Se trata de una estrategia legal especialmente disefiada para
la investigacién de un catdlogo de delitos que, en principio, se

consideran de particular gravedad. En todos ellos, definitivamen-

delitos contra la salud, secuestro, extorsién o amenazas, por lo que cualquier uso de la informacién
con fines distintos, es potencialmente delictiva.
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te, se utilizan aparatos de comunicacién mévil para facilitar su
ejecucién.

Sin embargo, existen cuando menos dos imprecisiones en
el precepto que amplifican su dmbito de aplicacién, permitiendo
la utilizacién de la medida en la investigacidn de ciertos delitos
que no la ameritan.

En efecto, en el rubro de los delitos cuya investigacién habilita
la solicitud de localizacién geogréfica de un aparato de comu-
nicacién mévil, es necesario precisar cudles son las infracciones,
dentro del grupo de los delitos contra la salud, que la justifican.
Y es que no todas las conductas que pueden integrarse en ese
inventario poseen la misma capacidad lesiva y, por ello, no repor-
tan la misma necesidad de intervencién. Piénsese, por ejemplo, en
el delito de posesién simple de narcéticos del articulo 477, pé-
rrafo primero, de la LGS, cuyo rango de pena va de los diez meses
a los tres afios de prisién y hasta ochenta dias multa. A pesar
de ser considerado un delito contra la salud (en su modalidad de
narcomenudeo), es evidente que no posee la entidad lesiva
necesaria para justificar una solicitud de localizacién geogréfica
de equipos de comunicacién mévil.

Asimismo, en el rubro de las amenazas, no todas las férmulas
comisivas de ese delito hacen necesaria la aplicacién de la
medida.

El criterio que compone la plataforma desde la cual han de
seleccionarse los delitos cuya investigacidn requiere de una loca-
lizacién geografica de equipos de comunicacién mévil, no es la
posibilidad de su ejecuciéon a través de dichos instrumentos;
ademds de ello, debe atenderse, especialmente, a la gravedad
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del propio ilicito. Todo indica que, en el 4nimo de seleccionar
aquéllos para cuya ejecucién se utilizan frecuentemente equipos
de comunicaciéon mévil, se generaron imprecisiones. No existe
una relacién de proporcionalidad, en términos de legitimacién
o necesidad de la medida, entre unas amenazas y un secuestro.

Aun cuando se acepta que no se trata de una estrategia de
investigacién que lesione el derecho a la privacidad o a la vida
privada de las personas, pues se conforma con la ubicaciéon
espacial aproximada de un equipo de comunicacién mévil, no
debe perderse de vista que, como en muchas otras férmulas de
similar calado, existe el riesgo de exceso. De fal suerte que deben
quedar muy claramente sefalados los casos que ameritan el
recurso a la localizacién geogréfica de aparatos de comunica-
cién mévil.
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